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V. Otras Disposiciones y Anuncios

Comunidad de Regantes Acequia del Campo de Cehegín
17649	 Convocatoria a Junta General Extraordinaria.	 48553
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I. Comunidad Autónoma

1. Disposiciones Generales

Consejería de Educación, Formación y Empleo

17606	 Orden de 5 de diciembre de 2012 de la Consejería de Educación, 
Formación y Empleo, por la que se establecen servicios mínimos 
a realizar por trabajadores convocados a huelga con carácter 
indefinido desde el lunes día 10 de diciembre del 2012, en la 
empresa TRAVIMUSA de transporte de viajeros, que presta 
servicios públicos o de reconocida o inaplazable necesidad.

La Constitución Española establece en su artículo 28.2 que se reconoce 
el derecho a la huelga de los trabajadores, si bien este derecho está sujeto a 
limitaciones y restricciones en su ejercicio, derivadas de su relación con otras 
libertadas o derechos constitucionalmente protegidos, por lo que el ejercicio de 
este derecho establecerá las garantías precisas para asegurar el mantenimiento 
de los servicios esenciales de la comunidad.

El artículo 10 del Real Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo, sobre Relaciones 
de Trabajo (BOE n.º 58, de 09.03.1977), establece que la “autoridad gubernativa” 
tiene la competencia para acordar las medidas necesarias para asegurar el 
funcionamiento de los servicios esenciales de la comunidad. 

El Tribunal Constitucional ha interpretado en numerosas sentencias que la 
referencia a la “autoridad gubernativa” se debe entender realizada al Gobierno o 
a aquellos órganos del Estado que ejerzan potestades de gobierno (STC 11/1981, 
de 8 de abril, STC 26/1981, de 17 de julio, y STC 51/1986, de 24 de abril). 

Mediante el Real Decreto 375/1995, de 10 de marzo, la Administración del 
Estado traspasó a la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia funciones 
y servicios en materia de trabajo (ejecución de la legislación laboral), y su 
Anexo B).c).2 especifica que en materia de huelgas la Comunidad Autónoma 
conocerá de las declaraciones de huelga. 

El Decreto n.º 35/2012, de 9 de marzo, establece la competencia para 
declarar servicios mínimos a realizar por trabajadores convocados a huelga, 
contratados por empresas, entidades o instituciones que presten servicios 
públicos o de reconocida e inaplazable necesidad en el ámbito territorial de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia (BORM n.º 61, de 13.03.2012)

Es imprescindible conjugar los intereses generales de la comunidad con los 
derechos de los trabajadores, adoptando las medidas necesarias para asegurar 
el funcionamiento de los servicios esenciales en las debidas condiciones de 
seguridad y permitiendo, a la vez, que los trabajadores puedan ejercer el derecho 
a la huelga.

Convocados los trabajadores a una huelga con carácter indefinido desde 
el lunes día 10 de diciembre del 2012, se han presentado los correspondientes 
preavisos ante la autoridad laboral.

Es necesario establecer los servicios mínimos a realizar en la empresa 
TRAVIMUSA de transporte de viajeros, que presta servicios públicos o de 
reconocida o inaplazable necesidad.

NPE: A-071212-17606
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Sobre los servicios mínimos a realizar por los trabajadores convocados 
a la huelga, ha sido consultada la Consejería de Obras Públicas y Ordenación 
del Territorio, competente en la materia, que ha realizado la Propuesta que ha 
considerado oportuna teniendo en cuenta los informes técnicos que justifican los 
servicios mínimos a realizar.

Se han reunido representantes de la Administración Autonómica de la Región 
de Murcia y de los convocantes de la huelga, expresando cada una de las partes 
sus respectivos puntos de vista sobre los servicios mínimos a realizar por los 
trabajadores durante la huelga.

Por todo lo anterior, a propuesta del titular de la Dirección General de Trabajo, 
y en uso de las facultades que me confiere el artículo 16 de la Ley 7/2004, de 28 
de diciembre, de Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de 
la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia (BORM n.º 301, 30.12.2004), y 
el artículo 2.b) del Decreto n.º 35/2012, de 9 de marzo.

Dispongo:

Artículo 1. Servicios mínimos.

Con carácter indefinido desde el lunes día 10 de diciembre del 2012, las 
situaciones de huelga que afecten al personal que realice trabajos en empresas 
o entidades que presten servicios públicos de reconocida e inaplazable necesidad 
para la Administración Regional, se entenderá condicionada al mantenimiento de 
la prestación de los servicios mínimos que se determinan en el Anexo que se 
acompaña a la presente orden.

Los servicios mínimos se realizarán en la empresa Transportes de Viajeros de 
Murcia SLU (TRAVIMUSA) de transporte de viajeros, que presta servicios públicos 
o de reconocida o inaplazable necesidad, como son los servicios regulares de 
transporte de viajeros de uso general que realizan transporte urbano, así como de 
cercanías de la Región de Murcia, los servicios de transporte regular de viajeros 
de uso general de carácter puramente urbano que se prestan en los distintos 
Ayuntamientos; los servicios regulares de transporte de viajeros de uso general 
de competencia autonómica denominado Murcia y Cercanías (MUR_093); y los 
servicios de transporte regular de uso especial dentro del casco urbano y en las 
cercanías de la ciudad de Murcia.

Artículo 2. Prestación del servicio público.

A los efectos de lo previsto en el artículo 10 del Real Decreto-Ley 17/1977, 
de 4 de marzo, sobre Relaciones de Trabajo (BOE n.º 58, de 09.03.1977), se 
establecen en el Anexo de la presente orden las medidas necesarias que 
garanticen la prestación del servicio público que tienen encomendadas las 
empresas que trabajan para la Administración Regional, y el personal que se 
considera estrictamente necesario para ello, teniendo en cuenta la necesaria 
coordinación con las tareas derivadas del cumplimiento del artículo 6.7 del Real 
Decreto-Ley 17/1977.

Artículo 3. Trabajadores en servicios mínimos.

Los representantes de la empresa afectada que presta los servicios esenciales 
de la comunidad, designarán a los trabajadores que deben realizar los servicios 
mínimos, y se lo comunicarán. 

Los trabajadores que se nieguen a realizar los servicios mínimos incurrirán 
en causa justa de despido, de acuerdo con lo establecido en el artículo 16 del 
Real Decreto-Ley 17/1977.

NPE: A-071212-17606
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Artículo 4. Paros ilegales.

Los paros y alteraciones de trabajo del personal que se designe para 
realizar los servicios mínimos, de conformidad con lo establecido en los artículos 
anteriores, serán considerados ilegales en los términos del artículo 16 del Real 
Decreto-Ley 17/1977, pudiendo ser objeto de las correspondientes sanciones.

Artículo 5. Derecho de huelga.

Lo dispuesto en los artículos anteriores no supone limitación alguna de los 
derechos que la normativa reguladora de la huelga reconoce al personal en dicha 
situación.

Disposición final primera. Derecho supletorio.

En lo no previsto expresamente en esta orden se estará a lo dispuesto en el 
Real Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo, sobre Relaciones de Trabajo. 

Disposición final segunda. Entrada en vigor. 

La presente orden entrará en vigor el mismo día de su aprobación, sin 
perjuicio de su publicación en el “Boletín Oficial de la Región de Murcia”.

Murcia a 5 de diciembre de 2012.—El Consejero de Educación, Formación y 
Empleo, Constantino Sotoca Carrascosa.

 

Anexo

Los servicios mínimos de obligado cumplimiento por parte de la empresa 
Transportes de Viajeros de Murcia SLU (TRAVIMUSA) concesionaria del servicio 
público regular de viajeros en el sector del transporte urbano, y de cercanías, 
cuya prestación discurra por itinerarios comprendidos íntegramente en el 
territorio de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a partir del lunes 
día 10 de diciembre de 2012, desde las 0:00 horas a las 24:00, y de forma 
indefinida a partir de esa fecha, serán los siguientes:

a) Del 40% de los servicios ordinarios en hora punta (de 7:00 a 9:00, de 
13:00 a 15:00, y de 19:00 a 21:00).

b) Del 33% de los servicios ordinarios en el resto de horas no contempladas 
en el apartado anterior.

c) Del 100% de los servicios ordinarios de transporte de viajeros de uso 
especial de escolares y de educación especial.

NPE: A-071212-17606
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I. Comunidad Autónoma

2. Autoridades y Personal

Consejería de Universidades, Empresa e Investigación
Universidad de Murcia

17607	 Resolución del Rector de la Universidad de Murcia de 15 
de noviembre de 2012, por la que se nombra a don Alberto 
Cuesta Peñafiel, Profesor Titular de Universidad, en el área de 
conocimiento “Biología Celular”.

Vista la propuesta elevada con fecha 12 de noviembre de 2012, por la 
Comisión Evaluadora del Concurso de Acceso convocado por Resolución de la 
Universidad de Murcia, de fecha 27 de agosto de 2012 (BOE. 11-09-2012), para 
la provisión de la plaza del Cuerpo de Profesores titulares de Universidad, en el 
área de conocimiento “Biología Celular”, adscrita al Departamento de Biología 
Celular e Histología de la Universidad de Murcia, a favor de D. Alberto Cuesta 
Peñafiel y habiendo cumplido el interesado los requisitos establecidos en la base 
segunda de la convocatoria,

Este rectorado, en uso de las atribuciones conferidas por el artículo 65 
de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, y demás 
disposiciones concordantes, ha resuelto nombrar a D. Alberto Cuesta Peñafiel, 
Profesor Titular de Universidad en el área de conocimiento “Biología Celular”, 
adscrita al Departamento de Biología Celular e Histología de la Universidad de 
Murcia, código de la plaza: 211114

Este nombramiento, surtirá plenos efectos a partir de la correspondiente 
toma de posesión por el interesado, que deberá efectuarse en el plazo máximo 
de 20 días hábiles, a contar desde el día siguiente a la publicación de la presente 
Resolución en el Boletín Oficial del Estado.

Murcia, 15 de noviembre de 2012.—El Rector, José Antonio Cobacho Gómez, 
P.D.F., (R-244 de 21-4-2010), el Secretario General, Joaquín Lomba Maurandi.

NPE: A-071212-17607
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I. Comunidad Autónoma

3. Otras disposiciones

Consejería de Agricultura y Agua

17608	 Orden de 4 de diciembre de 2012, de la Consejería de Agricultura 
y Agua, por la que se regula la pesquería del chanquete (Aphia 
minuta) en aguas interiores de la Región de Murcia.

La captura de chanquete en el litoral de la Región de Murcia es explotada 
tradicionalmente por la flota de artes menores, estando regulada su pesca 
mediante Orden de la Consejería de Agricultura, Ganadería y Pesca de 21 de 
noviembre de 1988, por la que se establecen las normas que han de regir la 
captura de la especie chanquete (Aphia minuta) en aguas interiores de la Región 
de Murcia.

El Reglamento (CE) n.º 1967/2006, del Consejo, 21 de diciembre de 2006, 
relativo a las medidas de gestión para la explotación sostenible de los recursos 
pesqueros en el Mar Mediterráneo y por el que se modifica el Reglamento (CEE) 
N.º 2847/93 y se deroga el Reglamento (CE) Nº 1626/94, constituye el actual 
marco normativo por el que se ha de regir la pesca en el Mar Mediterráneo

El Reglamento establece unas condiciones para el ejercicio de la pesca con 
artes de tiro desde embarcación a las que no se ajusta la regulación existente 
en la Región de Murcia para la captura del chanquete, si bien contempla la 
posibilidad de su autorización con carácter excepcional, en el marco de un plan 
de gestión de los previstos en los artículos 18 y 19 del citado Reglamento. 

El plan de gestión elaborado para poder mantener la pesquería del chanquete 
en la Región de Murcia exige la reducción del esfuerzo pesquero a fin de garantizar 
la sostenibilidad del recurso, el cumplimiento de una serie de medidas técnicas 
que disminuyan el impacto en el medio marino y otras de carácter administrativo 
que faciliten el seguimiento y control de esta pesquería, siendo necesaria la 
adecuación de la normativa vigente a los nuevos requerimientos exigidos. 

El artículo 5 de la Ley 2/2007, de 12 de marzo, de Pesca Marítima y 
Acuicultura de la Región de Murcia habilita a la Consejería competente para 
adoptar diversas medidas de conservación y protección, entre las que se 
incluye la regulación de la actividad pesquera, de las características técnicas y 
condiciones de empleo de los artes, o el establecimiento de periodos de veda.

A la vista de lo expresado, consultado el sector pesquero, y a propuesta de la 
Dirección General de Ganadería y de Pesca, 

Dispongo 

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación

Es objeto de la presente orden la regulación de la pesquería del chanquete 
(Aphia minuta) en aguas interiores de la Región de Murcia, en el marco del plan 
de gestión elaborado para la citada pesquería al amparo de la excepcionalidad 
prevista en el artículo 4 del Reglamento (CE) N.º 1967/2006, del Consejo, de 
21 de diciembre de 2006, relativo a las medidas de gestión para la explotación 
sostenible de los recursos pesqueros en el Mar Mediterráneo.

NPE: A-071212-17608
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Artículo 2. Período de pesca

1. Se establece como campaña de captura en aguas interiores de la Región 
de Murcia de la especie chanquete (Aphia minuta), el tiempo comprendido entre 
el primer día hábil del mes de diciembre al último día hábil del mes de febrero.

2. La Dirección General de Ganadería y Pesca podrá suspender total o 
temporalmente la campaña en las siguientes circunstancias:

a) Cuando los indicadores técnicos detecten un estado del recurso que 
comprometa su viabilidad, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 9. 

b) Cuando se detecte la presencia de alevines de otras especies distintas a la 
especie objetivo, con excepción del bacón (Pseudaphya ferreri).

Artículo 3. Artes de pesca

Para la captura del chanquete solamente se podrá utilizar el arte de tiro 
desde embarcación denominado “jábega rebajada”, cuyas características técnicas 
se describen en el Anexo I de la presente orden.

Artículo 4. Jornadas y horarios de pesca

1. La utilización del arte «jábega rebajada» se realizará de lunes a viernes, 
quedando prohibido hacerse a la mar los sábados, domingos y días festivos 
regulados en el calendario laboral regional. 

2. Cuando los indicadores técnicos detecten un estado del recurso que 
comprometa su viabilidad se disminuirá en una jornada los días de pesca 
semanales, pescándose sólo de lunes a jueves, de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 9.

3. El horario de pesca para la captura de la especie se establece desde la 
salida de puerto, que será a partir de las 08:00 horas y hasta la entrada a puerto 
que será a las 17:00 horas.

Artículo 5. Censo de embarcaciones autorizadas 

1. Se crea el censo de embarcaciones autorizadas a practicar la pesquería del 
chanquete en aguas interiores de la Región de Murcia, en el que se incluirá a las 
embarcaciones inscritas en la modalidad de artes menores del Censo Nacional de 
la Flota Pesquera Operativa Española que cumplan con los siguientes requisitos: 

a) No superar los 12 metros de eslora y tener una potencia máxima de 116 CV. 

b) Tener 30 jornadas de pesca de chanquete en el periodo 2001-2011 
distribuidas en un mínimo de 5 años diferentes, y con al menos una de ellas 
efectuada en el periodo 2007-2011.

2. Las jornadas de pesca se acreditarán mediante las correspondientes notas 
de venta, o mediante certificado expedido por la autoridad portuaria competente. 

3. El censo de embarcaciones autorizadas para practicar esta pesquería es el 
que se recoge como Anexo II. 

4. La Dirección General de Ganadería y Pesca podrá actualizar el censo 
cuando concurran circunstancias que así lo exijan. 

Artículo 6. Requisitos para el ejercicio de la pesquería y 
compatibilidad con otros artes de pesca.

1. Para poder practicar la pesquería del chanquete será necesario que la 
embarcación se encuentre incluida en el censo de embarcaciones autorizadas 
para dicha pesquería, así como disponer de una autorización expresa expedida 
por la Dirección General de Ganadería y Pesca. 
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2. A tal efecto, con anterioridad al inicio de cada campaña, las embarcaciones 
deberán presentar una solicitud de autorización a la Dirección General de 
Ganadería y Pesca, a la que se acompañará una copia del despacho de la 
embarcación en el que deberán figurar como mínimo dos tripulantes. 

3. Queda prohibida la tenencia a bordo, así como la utilización simultánea o 
sucesiva de otros artes de pesca distintos al de la jábega rebajada durante una 
misma jornada. 

Artículo 7. Desembarque de capturas

1. El desembarque de las capturas se realizará exclusivamente en los 
siguientes puertos o puntos de control autorizados: Cartagena, Mazarrón, 
Águilas, San Pedro del Pinatar y Cabo de Palos. 

2. Todas las capturas de chanquete tendrán la obligación de pasar por lonja 
de primera venta, independientemente de la cantidad. 

3. Si la descarga no se realiza en el mismo lugar en el que se va a efectuar la 
primera venta, el pescado deberá ir acompañado por la preceptiva documentación 
de transporte hasta la lonja de primera venta. 

Artículo 8. Documento de capturas

1. Las embarcaciones autorizadas para la pesca del chanquete están 
obligadas a cumplimentar el documento de capturas, cuyo modelo se contiene 
en el Anexo III de la presente orden, en el que se reflejarán los datos del barco, 
puerto de salida y regreso en cada jornada de pesca, hora de salida y regreso a 
puerto y fecha. Para cada lance de pesca se anotará, además, la hora, la posición 
GPS, la profundidad y la captura en kilogramos. 

2. El documento de captura será entregado en la lonja pesquera como 
requisito previo a la comercialización de las capturas. 

3. Los concesionarios de las lonjas de primera venta no podrán autorizar 
ninguna venta de chanquete sin verificar previamente la existencia de dicho 
documento. 

4. Las lonjas de primera venta remitirán diariamente al Servicio de Pesca y 
Acuicultura los documentos de captura mediante fax o soporte informático. 

Artículo 9. Indicadores técnicos

1. Para garantizar la sostenibilidad del recurso, se establecen como 
indicadores técnicos el total de capturas por campaña y un umbral mínimo medio 
mensual de capturas por barco y día.

2. El volumen total de capturas por campaña se sitúa en 20.000 kg. (20 Tm). 
Su superación implica el cierre de dicha campaña pesquera hasta la siguiente 
temporada.

3. El umbral mínimo medio mensual de capturas por barco y día de pesca 
será de 23,3 kg en enero, 26,3 kg en febrero y 22,8 kg en marzo. De no 
alcanzarse el umbral mínimo mensual, se reducirá el esfuerzo pesquero un día 
a la semana al mes siguiente. Si tomada esta medida se sigue sin alcanzar el 
umbral mínimo, se procederá a cerrar la pesquería.

4. Para determinar el umbral medio mensual de capturas por barco y día se 
dividirá el total de capturas entre el sumatorio de las jornadas de pesca ejercidas 
por las embarcaciones.

Artículo 10. Seguimiento científico

Con el fin de facilitar el seguimiento y la realización de los estudios científicos 
exigidos en el marco del plan de gestión del chanquete, los responsables de las 
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embarcaciones autorizadas están obligados a prestar todo el apoyo requerido 
para conseguir los objetivos de dicho plan. 

Artículo 11. Control administrativo

El control administrativo y las inspecciones sobre la extracción y 
comercialización del chanquete se llevarán a cabo por el Servicio de Pesca y 
Acuicultura, quien podrá tomar las medidas cautelares necesarias para garantizar 
la sostenibilidad del recurso y la protección del medio marino. 

Artículo 12. Infracciones y sanciones

La contravención a las normas contenidas en la presente orden serán 
sancionadas de conformidad con el régimen previsto en la Ley 2/2007, de 12 de 
marzo, de Pesca Marítima y Acuicultura de la Región de Murcia.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Queda derogada la Orden de 21 de noviembre de 1.988 por la que se 
establecen las normas que han de regir para la captura de la especie chanquete 
(Aphia minuta) en aguas interiores de la Región de Murcia. 

Disposición final única. Vigencia

La presente orden entrará en vigor el mismo día de su publicación en el 
Boletín Oficial de la Región de Murcia, finalizando su vigencia el día 28 de febrero 
de 2015.

Murcia, 4 de diciembre de 2012.—El Consejero de Agricultura y Agua, Antonio 
Cerdá Cerdá.

Anexo I

DESCRIPCIÓN ARTE DE PESCA PARA EL CHANQUETE

El arte de pesca denominado jábega rebajada, es un arte de tiro 
desde embarcación, formado por dos bandas y un copo, con las siguientes 
características:

- Longitud de cada banda 80 metros como máximo.

- Longitud del copo 15 metros como máximo.

- Luz de malla del copo: no inferior a 4 milímetros.
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Anexo II 

CENSO DE EMBARCACIONES AUTORIZADAS A LA PESCA DEL 
CHANQUETE

Código Nombre Matrícula Eslora Potencia

25087 ANTONIO ACOSTA 3.ª-CT-3-3-01 11,59 45

23765 ASTRID SEGUNDO 3.ª-CT-4-1-97 10,49 86

14633 AVE DEL MAR 3.ª-CT-4-1142 7,15 30

22781 CONCEPCIÓN 3.ª-CT-5-922 9,55 70

26125 CUATRO HERMANAS SANCHEZ 3.ª-CT-3-1-04 9,18 44

11473 EL CAENAS 3.ª-CT-3-613 6,56 30

14456 EL CURRO 3.ª-CT-4-1141 7,40 30

16055 EL PACÍFICO 3.ª-CT-3-623 7,08 21

25063 EL PARDELO 3.ª-CT-3-1-01 11,85 105

1806 EL SEÑORITO 3.ª-CT-2-938 7,30 40

11472 HERMANOS MARTINEZ 3.ª-CT-3-614 6,60 30

26209 HERMANOS REVERTE 3.ª-CT-5-2-04 9,40 48

13942 HERMANOS VILLALOBOS 3.ª-AM-2-2082 8,25 30

11835 INMA 3.ª-CT-4-1150 6,50 10

23866 JESUS Y ANA 3.ª-CT-4-3-97 9,50 30

26146 JOAMAR PRIMERO 3.ª-CT-5-1-04 7,00 40

22782 LUCÍA Y CARMEN 3.ª-CT-5-921 10,10 68

23147 MANOLO Y ENCARNA 3.ª-CT-2-4-95 9,19 35

15141 MI JOSEFA 3.ª-CT-2-1100 5,70 27

26172 NUEVO SALVADOR 3.ª-CT-5-3-04 9,00 80

11807 PAINO SEGUNDO 3.ª-CT-4-1090 7,60 46

1759 PEPE Y FELIPA 3.ª-AT-3-2045 9,54 86

23505 PUNTA DEL CABO 3.ª-CT-4-3-96 9,50 100

11468 ROSA DEL MAR 3.ª-CT-3-585 8,30 40

54490 TRES HERMANOS 3.ª-CT-4-1095 4,80 10

23415 YESSICA 3.ª-AT-2-1-96 9,04 30

22163 VICENTE Y NIEVES 3.ª-CT-2-4-91 7,15 30
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ANEXO III 

DOCUMENTO CAPTURAS  CHANQUETE 

EMBARCACIÓN:  

MATRICULA:  

PATRON:  

FECHA:  

PUERTO DE SALIDA:  HORA DE SALIDA:  

PUERTO DE 
REGRESO

 HORA DE 
REGRESO: 

LONJA DE VENTA  

LANCES DE PESCA: 

HORA POSICIÓN  GPS PROFUNDIDAD CHANQUETE (Kg) 
    

    

    

    

    

    

    

    

Firma del Patrón de la embarcación 
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I. Comunidad Autónoma

4. Anuncios

Consejería de Sanidad y Política Social

17609	 Notificación de resolución de expediente sancionador 228/2012.

Por el presente, se hace saber a Fermín Vidal León Mosquera, cuyo último 
domicilio conocido es Pza. Región de Murcia, n.º 6 - 10º C, 30500 Molina de 
Segura, que en el expediente sancionador en materia de infracción Sanitaria que 
se le sigue con el n.º 228/2012, por infracción administrativa calificada como 
LEVE le ha sido impuesta por esta Dirección General de Salud Publica, una sanción 
de 30 € (treinta €), por las siguientes y acreditadas infracciones administrativas:

Incumplimiento de la prohibición de fumar en un establecimiento de uso 
público.

Hechos tipificados en:

Artículos 7.u) y 7.x) de la Ley 28/2005, de 26 de diciembre (BOE n.º 309, de 
27/12/05), de medidas sanitarias frente al tabaquismo y reguladora de la venta, 
el suministro, el consumo y la publicidad de los productos del tabaco (BOE núm. 
309 de fecha 27/12/2005).

Estando calificado en el artículo 19.2.a) de la Ley 28/2005, de 26 de 
diciembre (BOE nº 309, de 27/12/05), de medidas sanitarias frente al 
tabaquismo y reguladora de la venta, el suministro, el consumo y la publicidad de 
los productos del tabaco (BOE núm. 309 de fecha 27/12/2005) como infracción 
leve y que podrá ser sancionada con multa de hasta 30 € (Treinta €).

Contra la presente Resolución que no agota la vía administrativa, podrá 
interponerse recurso de alzada ante la Excma. Sra. Consejera de Sanidad, que 
deberá ser presentado en plazo no superior a un mes, contado a partir del 
siguiente a la publicación del presente Edicto, bien ante la referida Autoridad o 
ante este Órgano.

Transcurrido dicho plazo sin interponer Recurso de Alzada, la sanción será 
ejecutiva, debiendo proceder al pago de la misma, en el plazo establecido en 
el art. 62 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria (BOE n.º 
302 de fecha 18/12/03), para lo cual le será remitido el ejemplar de Liquidación 
(Carta de pago), por correo certificado.

Murcia, 26 de noviembre de 2012.—El Director General de Salud Pública, 
Francisco José García Ruiz.
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I. Comunidad Autónoma

4. Anuncios

Consejería de Sanidad y Política Social

17610	 Edicto por el que se notifican las resoluciones dictadas por la Dirección General de Política Social.

En cumplimiento de lo establecido en los artículos 59.5 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, modificada por la Ley 
4/1999, de 13 de enero, se hace saber a los interesados que a continuación se relacionan, que se encuentran 
pendientes de notificar diversas Resoluciones de la Dirección General de Asuntos Sociales, Igualdad e 
Inmigración.

Intentada la notificación sin haberse podido practicar, y para el conocimiento de los interesados y efectos 
oportunos, se significa que contra dichas resoluciones, que agotan la vía administrativa (artículo 15.3 de la Ley 
3/1995, de 15 de marzo, de la Infancia de la Región de Murcia), pueden interponer oposición, sin necesidad 
de reclamación previa en vía administrativa, ante la jurisdicción Civil, Juzgados de Primera Instancia y Familia 
de Murcia, en el plazo de tres meses, para las que declaran el desamparo de un menor, y dos meses, para 
las restantes resoluciones en materia de protección de menores, contados a partir del día siguiente al de su 
publicación, de conformidad con el artículo 780.1 de la Ley 1/2000, de 7 de enero de Enjuiciamiento Civil.

Murcia, 30 de noviembre de 2012.—El Director General de Asuntos Sociales, Igualdad e Inmigración, 
Leopoldo Navarro Quílez.

Relación de Resoluciones
Nombre y apellidos Domicilio Localidad N.º Expte. Tipo de Acto Admvo.

D.ª Emilia Guirao Fernández Desconocido Desconocida 0690/2007 Resolución de suspensión de visitas.

D. Francisco Reche Checa Desconocido La Palma/Cartagena 1328/2008 Resolución de Asunción de Tutela.
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I. Comunidad Autónoma

4. Anuncios

Consejería de Sanidad y Política Social

17611	 Edicto por el que se notifican acuerdos de trámite de audiencia 
para ratificar o asumir tutela, dictados por la Dirección General 
de Política Social.

En cumplimiento de lo establecido en los artículos 59.5 de la Ley 30/92, de 
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, modificada por la Ley 4/1999, de 13 de 
enero, se hace saber a los interesados que a continuación se relacionan, que se 
encuentran pendientes de notificar las citaciones de Trámite de Audiencia para 
ratificar o asumir la tutela, de la Dirección General de Política Social.

Intentada la notificación, sin haberse podido practicar, y para el conocimiento 
de los interesados y efectos oportunos, se significa que podrán presentarse 
alegaciones y los documentos y justificaciones que estimen pertinentes ante la 
Sección de Protección y Tutela del Servicio de Protección de Menores, sita en 
Travesía del Rocío, n.º 8 (Edificio Lago 2.ª planta), 30007 de Murcia, teléfono: 
968/273160, se le cita para que acuda en horario de 9:00 a 14.00 horas, de 
lunes a viernes, excepto festivos en la localidad, en el plazo de diez días hábiles 
transcurridos desde su publicación.

Murcia, 30 de noviembre de 2012.—El Director General de Política Social,  
Leopoldo Navarro Quilez.

Relación de trámites de audiencia
Nombre y apellidos Domicilio Localidad N.º Expte. Tipo de Acto Admvo.

D.ª M.ª Josefa Montalvo Ortega C/ Manuel Wesel de Guimbarda 
n.º 16 

Cartagena-Murcia

C.P. 30204
0711/2012 Citación para Trámite de 

Audiencia

D. Juan Miguel Egea Alcaraz C/ Mallorca n.º 43 
Fuente Álamo-Murcia

C.P. 30320
0711/2012 Citación para Trámite de 

Audiencia
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I. Comunidad Autónoma

4. Anuncios

Consejería de Sanidad y Política Social

17612	 Resolución de la Consejería de Sanidad y Política Social de 
corrección de errores relativa a la contratación del servicio de 
vigilancia en el Edificio Lago, sede de los Servicios Centrales del 
Menor y en el Módulo de Observación y Acogida de Santo Ángel, 
de la Consejería de Sanidad y Política Social.

Advertido error en los Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares 
y de Prescripciones Técnicas que rigen la contratación relativa al servicio de 
vigilancia en el Edificio Lago, sede de los Servicios Centrales del Menor y en el 
Módulo de Observación y Acogida de Santo Ángel de la Consejería de Sanidad 
y Política Social, por procedimiento abierto con varios criterios de adjudicación, 
cuyo anuncio de licitación n.º 17015 de la Consejería de Sanidad y Política Social 
de Murcia fue publicado en el BORM n.º 273, página 46877, de fecha 24 de 
noviembre de 2012, 

Resuelvo

Dejar en suspenso el plazo de presentación de ofertas de la presente 
licitación, en tanto se proceda a efectuar las correcciones oportunas en los Pliegos 
de Cláusulas Administrativas Particulares y de Prescripciones Técnicas que rigen 
la contratación, mediante el correcto cómputo de los días laborables y festivos 
que serán objeto del contrato, de conformidad con lo establecido en el Convenio 
Colectivo de Seguridad Privada que resulte de aplicación y, en consecuencia, a 
la corrección de las cláusulas referentes al presupuesto de licitación y al inicio 
plazo de ejecución del contrato, ante el retraso en la fecha prevista inicialmente, 
permaneciendo inalteradas el resto de cláusulas.
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I. Comunidad Autónoma

4. Anuncios

Consejería de Universidades, Empresa e Investigación

17613	 Anuncio de la Dirección General de Industria, Energía y Minas 
sobre el otorgamiento del permiso de investigación de recursos 
de la sección C) denominado “Virgen de las Maravillas” n.º 22.353 
ubicado en el término municipal de Jumilla (Murcia).

De conformidad con lo dispuesto en el Art. 101.5 del Reglamento General 
para el Régimen de la Minería de 25 de agosto de 1978, se hace saber que se 
ha otorgado el Permiso de Investigación de referencia a favor de D. Juan Santos 
Abellán Fernández con una superficie de 2 cuadriculas mineras, con la siguiente 
designación en coordenadas europeas, Datum ED50 Elipsoide Internacional de 
Hayford, referidas al meridiano de Greenwich:

Vértice Meridiano Paralelo

Pp y 1 - 1.º 06’ 40’’ 38.º 20’ 00’’

2 - 1.º 06’ 40’’ 38.º 19’ 40’’

3 - 1.º 07’ 20’’ 38.º 19’ 40’’

4 - 1.º 07’ 20’’ 38.º 20’ 00’’

Murcia, 24 de agosto de 2012.—El Director General de Industria, Energía y 
Minas, Pedro Jiménez Mompeán.

NPE: A-071212-17613NPE: A-071212-17614



Página 48434Número 283	 Viernes, 7 de diciembre de 2012

I. Comunidad Autónoma

4. Anuncios

Consejería de Universidades, Empresa e Investigación
Universidad de Murcia

17614	 Resolución de la Universidad de Murcia por la que se hace pública la 
formalización del contrato de suministro de puntos de acceso de red 
inalámbrica junto a un sistema controlador para su gestión, para la 
ampliación de la cobertura en los diversos campus de la Universidad. 
(Expte. 2012/51/SU-AM).

1.- Entidad adjudicadora.

a) Organismo: Universidad de Murcia

b) Dependencia que tramita el expediente: Área de Contratación, Patrimonio 
y Servicios. Sección de Suministros.

c) Número de expediente: 2012/51/SU-AM

d) Dirección de Internet del perfil de contratante: 

https://sede.um.es/perfilcontratante/

2.- Objeto del contrato.

a) Tipo de contrato: Suministro

b) Descripción del objeto: Adquisición de puntos de acceso de red inalámbrica 
junto a un sistema controlador para su gestión, para la ampliación de la cobertura 
en los diversos campus de la Universidad de Murcia.

c) Lotes: No

d) CPV: 30200000-1

e) Acuerdo marco: No

f) Sistema dinámico de adquisiciones: No

g) Medio de publicación del anuncio de licitación: B.O.R.M.

h) Fecha de publicación del anuncio: 20 de agosto de 2012

3.- Tramitación y procedimiento:

a) Tramitación: Ordinaria

b) Procedimiento: Abierto.

4.- Valor estimado del contrato: 

85.000,00 euros.

5.- Presupuesto base de licitación. 

Importe neto 85.000,00 euros. Total: 102.850,00 euros.

6.- Formalización del contrato:

a) Fecha de adjudicación: 7 de noviembre de 2012.

b) Fecha de formalización del contrato: 15 de noviembre de 2012. 

c) Contratista: Unitronics Comunicaciones, S.A..

d) Importe de adjudicación: Importe neto: 62.616,12 euros. Importe total: 
75.765,51 euros.
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e) Ventajas de la oferta adjudicataria: Oferta que ha resultado la 
económicamente más ventajosa, una vez aplicados los criterios de adjudicación 
que se describen en el pliego de cláusulas administrativas particulares.

Contrato financiado por el Ministerio de Economía y Competitividad y 
cofinanciado con Fondos FEDER.

Murcia, 22 de noviembre de 2012.—El Rector, P.D. (Res. R-283/2010, de 6 
de mayo), el Vicerrector de Economía e Infraestructuras, Antonio Calvo-Flores 
Segura.
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II. Administración General del Estado

1. Delegación del Gobierno

Secretaría General

17615	 Notificación de resoluciones de actas de la Inspección Provincial 
de Trabajo.

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 59.4 y 61 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común modificada, por la Ley 4/99 de 13 de enero, se 
hace pública notificación de la resoluciones recaídas en los expedientes sancionadores 
en materia de orden social que se indican, dictadas por la Autoridad Competente 
según el artículo 55.2 de la Ley Orgánica 4/2000 de 11 de enero, sobre derechos y 
libertades de los extranjeros en España y su integración social, reformada por la Ley 
Orgánica 8/2000, de 22 de diciembre, a la persona o entidad que a continuación se 
relaciona, ya que habiéndose intentado la notificación en el último domicilio conocido, 
ésta no se ha podido practicar. Igualmente se remiten al Sr. Alcalde-Presidente del 
Excmo. Ayuntamiento de Lorca para su publicación.
 Acta  Empresa  NIF/CIF  Localidad  Importe €

I302012000136293  EL KHALLOUFI, ABDELFETTAH  Y0379014B  LORCA  501,00 €

I302012000136192  EL KHALLOUFI, ABDELFETTAH  Y0379014B  LORCA  10.018,56 €

Las presentes resoluciones ponen fin a la vía administrativa, según dispone el art. 
149.11 en relación con la Disposición Adicional Décima del Real Decreto 2393/2004, 
de 30 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de ejecución de la Ley 
Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en 
España y su integración social. Contra las mismas se podrá interponer recurso de 
reposición ante esta Delegación del Gobierno, de conformidad con lo establecido en 
los artículos 107.1, 116 y 117 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, 
modificados por la Ley 4/1999, de 13 de enero, en el plazo de un mes a contar a partir 
del día siguiente al de su publicación en este Boletín Oficial de la región de Murcia 
o bien, directamente recurso contencioso-administrativo ante los Juzgados de lo 
Contencioso-Administrativo de Murcia o ante el Juzgado en cuya circunscripción tengan 
los interesados su domicilio, con arreglo a lo dispuesto en el art. 8.3, en relación con 
el artículo 14.1, segunda, ambos de la ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa, en el plazo de dos meses, a contar desde el 
siguiente al de la presente publicación, de conformidad con lo previsto en el art. 46.1 
de la Ley últimamente citada.

Los correspondientes expedientes obran en la Vicesecretaría General de la 
Delegación del Gobierno en Murcia, Avda. Alfonso X el Sabio n.º 6. 2.ª pta. 

El importe de la sanción debe ser ingresado en el plazo de 30 días hábiles. 
Si no se ingresa en estos plazos, el importe será exigido por vía ejecutiva con un 
recargo del 20 por 100. Advirtiéndoles que pueden personarse en la dirección 
arriba indicada de esta Delegación del Gobierno donde se les hará entrega del 
modelo 069 para realizar el pago.

El Secretario General, José Gabriel Ruiz González.

NPE: A-071212-17615
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II. Administración General del Estado

1. Delegación del Gobierno

Secretaría General

17616	 Notificación de resoluciones de actas de la Inspección Provincial de Trabajo.

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 59.4 y 61 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común modificada, por 
la Ley 4/99 de 13 de enero, se hace pública notificación de la resolución recaída en el expediente sancionador 
en materia de orden social que se indica, dictada por la Autoridad Competente según el artículo 55.2 de la Ley 
Orgánica 4/2000 de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración 
social, reformada por la Ley Orgánica 8/2000, de 22 de diciembre, a la persona o entidad que a continuación 
se relaciona, ya que habiéndose intentado la notificación en el último domicilio conocido, ésta no se ha podido 
practicar. Igualmente se remite al Sr. Alcalde-Presidente del Excmo. Ayuntamiento de Murcia para su publicación.

ACTA EMPRESA NIF/CIF LOCALIDAD IMPORTE €

I302012000144680 MARQUÉS FERNANDES, ROSA AUGUSTA Y0177863H MURCIA 30.039,32 €

La presente resolución ponen fin a la vía administrativa, según dispone el art. 149.11 en relación con 
la Disposición Adicional Décima del Real Decreto 2393/2004, de 30 de diciembre, por el que se aprueba el 
Reglamento de ejecución de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los 
extranjeros en España y su integración social. Contra la misma se podrá interponer recurso de reposición 
ante esta Delegación del Gobierno, de conformidad con lo establecido en los artículos 107.1, 116 y 117 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, modificados por la Ley 4/1999, de 13 de enero, en el plazo de un mes a contar a 
partir del día siguiente al de su publicación en este Boletín Oficial de la región de Murcia o bien, directamente 
recurso contencioso-administrativo ante los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo de Murcia o ante el 
Juzgado en cuya circunscripción tengan los interesados su domicilio, con arreglo a lo dispuesto en el art. 8.3, 
en relación con el artículo 14.1, segunda, ambos de la ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa, en el plazo de dos meses, a contar desde el siguiente al de la presente publicación, 
de conformidad con lo previsto en el art. 46.1 de la Ley últimamente citada.

El correspondiente expediente obra en la Vicesecretaría General de la Delegación del Gobierno en  Murcia, 
Avda. Alfonso X el Sabio n.º 6. 2ª pta.

El importe de la sanción debe ser ingresado en el plazo de 30 días hábiles. Si no se ingresa en estos plazos, 
el importe será exigido por vía ejecutiva con un recargo del 20 por 100. Advirtiéndole que puede personarse 
en la dirección arriba indicada de esta Delegación del Gobierno donde se le hará entrega del modelo 069 para 
realizar el pago.

El Secretario General, José Gabriel Ruiz González.

NPE: A-071212-17616
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II. Administración General del Estado

2. Direcciones Provinciales de Ministerios

Ministerio de Empleo y Seguridad Social
Dirección Territorial de Inspección de Trabajo y Seguridad Social de Murcia

17617	 Notificación de resoluciones primera instancia.

Relación de empresas que en trámite de notificación de resolución de acta de 
infracción han resultado desconocidas, ignorado su domicilio, o cuya notificación no 
se ha podido practicar, y que, al amparo del artículo 59.4 de la Ley 30/1992, de 
26/11/92, modificada por la Ley 4/1999, de 13-01-99, se publican en el Boletín 
Oficial de la Región de Murcia y tablón de edictos del Ayuntamiento correspondiente.

Acta Empresa N.I.F Domicilio Materia Importe 
€

I302012000139630 SALQUER CARTAGENA, S.L. B30831713 LOS BEATOS- CARTAGENA SEG. SOCIAL 10.001,00

I302012000135384 SALQUER CARTAGENA, S.L. B30831713 LOS BEATOS- CARTAGENA SEG. SOCIAL 10.001,00

I302012000135586 SALQUER CARTAGENA, S.L. B30831713 LOS BEATOS- CARTAGENA OBSTRUCCIÓN 626,00

I302012000147007 OPERACIÓN CERVEZA, S.L. B30819742 MAZARRÓN OBSTRUCCIÓN 626,00

I302012000116994 PRODUCTOS CONTINENTAL, S.L. B30444285 MURCIA SEG. SOCIAL 10.001,00

I302012000119220 MUÑOZ MARIN, JAVIER 76149720D SAN PEDRO DEL PINATAR SEG. SOCIAL 10.001,00

Los citados expedientes se encuentran a la vista de los interesados en la 
Sección de Sanciones de esta Dirección Territorial de Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social, sita en Calle Nelva, s/n, Torre JMC, Torre A, 3.ª planta, 30071 
Murcia.

El importe de las sanciones y liquidaciones puede hacerse efectivo por los 
medios legalmente establecidos. Al mismo tiempo se advierte a las empresas 
comprendidas en esta relación, del derecho que les asiste para interponer recurso 
de alzada, ante la autoridad que corresponda según la materia (1), por conducto de 
esta Dirección Territorial, en el plazo de un mes, a tenor de lo dispuesto en el artículo 
114 y sus concordantes de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, con la advertencia 
de que, transcurrido dicho plazo sin haberse efectuado el pago o interpuesto el 
correspondiente recurso, se continuará el procedimiento reglamentario que concluye 
con la exacción por vía de apremio, salvo las actas en materia de Seguridad Social, 
en las que la recaudación del importe de la sanción se llevará a cabo por la Tesorería 
General de la Seguridad Social, la cual notificará la oportuna Reclamación de Deuda 
en la que se indicará el plazo de pago de la sanción en vía voluntaria, que empezará 
a contar a partir de la recepción de la misma.

(1) 

Obstrucción, ante la Dirección General de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social.

Seguridad Social, ante la Dirección General de Ordenación de la Seguridad 
Social.

Seguridad Social (trabajador), ante la Dirección General de Trabajo del 
Ministerio de Trabajo e Inmigración.

La Secretaria General, Josefa Navarro Abellán.

NPE: A-071212-17617
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II. Administración General del Estado

2. Direcciones Provinciales de Ministerios

Ministerio de Empleo y Seguridad Social
Dirección Territorial de Inspección de Trabajo y Seguridad Social de Murcia

17618	 Notificación de trámite de audiencia.

Relación de empresas que en trámite de notificación de audiencia al 
interesado han resultado desconocidas, ignorado su domicilio o cuya notificación 
no se ha podido practicar y que, al amparo del artículo 59.4 de la Ley 30/1992, 
de 26-11-92, modificada por la Ley 4/1999, de 13-01-99, se publican en el 
Boletín Oficial de la Región de Murcia y tablón de edictos del Ayuntamiento 
correspondiente.

Acta Empresa N.I.F. Domicilio Materia Importe €

I302012000130637 MIRALLES SALA, LARA 48563893Z IBI – ALICANTE SEG. SOCIAL EXTINCION, REINTEGRO

I302012000129122 MIRALLES GUILLEN, ANTONIO 23228446X LORCA SEG. SOCIAL 6.251,00

Los citados expedientes se encuentran a disposición de los interesados en la 
Sección de Sanciones de esta Inspección Provincial, sita en C/ Nelva, s/n, Torres 
JMC, Torre A, 3.ª planta, 30007 Murcia, en días hábiles, de 9 a 14 horas.

Se hace saber a las empresas comprendidas en la presente relación que 
a la vista del escrito de descargos formulado en relación con los expedientes 
relacionados, se les concede vista del mismo, en el plazo de ocho días, pudiendo 
formular nuevas alegaciones por término de otros tres días, presentando 
los documentos y justificantes que estimen oportunos, de conformidad con lo 
dispuesto en el apartado 4 del artículo 18 bis del Real Decreto 928/98 de 14 de 
mayo (B.O.E. 03/06/98), en su redacción dada por el Real Decreto 772/2011, de 
3 de junio (BOE: 21/06/2011). Transcurrido dicho plazo sin que haya ejercitado 
tales derechos, se entenderá que desiste del trámite concedido y se dará al 
expediente el curso que proceda.

La Secretaria General, Josefa Navarro Abellán.

NPE: A-071212-17618



Página 48440Número 283	 Viernes, 7 de diciembre de 2012

www.borm.es 
D.L. MU-395/1985 - ISSN: 1989-1474

III. Administración de Justicia

Tribunal Superior de Justicia de Murcia
Sala de lo Social

17619	 Recurso de suplicación 273/2012.

N81291

Tipo y n.º de recurso: 273/2012

Juzgado de origen/autos: Demanda 1.570/2009 Jdo. de lo Social nº Siete de 
Murcia

Recurrente: Ivan Bosyak

Abogado: Pablo Nicolás Alemán

Recurridos: Joao Manuel Andre Dias; Inss; Mutua Asepeyo

Abogado: Letrado de la Seguridad Social; Manuel Martínez Ripoll

Doña María Angeles Arteaga Garcia, Secretaria Judicial de la Sala de lo Social 
del Tribunal Superior de Justicia de Murcia, 

Hago saber: Que en el procedimiento recurso suplicación 273/2012 seguido 
ante esta Sala de lo Social, a instancia de Iván Bosyak contra Joao Manuel 
Andre Días; Instituto Nacional de la Seguridad Social; Mutua Asepeyo, Sobre 
Alta Médica, se ha dictado la sentencia número 923/2012, cuya parte dispositiva 
es del tenor literal siguiente. “Desestimar el recurso de suplicación interpuesto 
por Ivan Bosyak, contra la sentencia número 392/2011 del Juzgado de lo Social 
número 7 de Murcia, de fecha 4 de Julio, dictada en proceso número 1.570/2009, 
sobre alta médica, y entablado por Ivan Bosyak frente a Joao Manuel Andre Días; 
Mutua Asepeyo; Instituto Nacional de la Seguridad Social; y confirmar como 
confirmamos el pronunciamiento de instancia“.

Se advierte al destinatario Joao Manuel André Días, que las siguientes 
comunicaciones se harán fijando copia de la resolución o de la cédula en el tablón 
de anuncios de la Oficina judicial, salvo el supuesto de la comunicación de las 
resoluciones que deban revestir forma de auto o sentencia, o cuando se trate de 
emplazamiento.

En Murcia, 30 de noviembre de 2012.—La Secretaria Judicial.

NPE: A-071212-17619
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III. Administración de Justicia

Primera Instancia e Instrucción número Dos de Caravaca de la Cruz

17620	 Expediente de dominio. Reanudación del tracto 526/2010.

13550J

N.I.G.: 30015 41 1 2010 0202551

Procedimiento: Expediente de dominio. Reanudación del tracto 526/2010.

Sobre: Otras materias.

De: Juana López Sánchez, Maravillas López Sánchez, M.ª Inés López 
Sánchez, Ginés López Chico, María Sánchez Gironés.

El Juez del Juzgado de Primera Instancia número Dos de Caravaca de la 
Cruz.

Hago saber: Que en este Juzgado se sigue el procedimiento expediente de 
dominio, reanudación del tracto 526/2012, a instancia de Juan López Sánchez, 
Maravillas López Sánchez, M.ª Inés López Sánchez, Ginés López Chico, María 
Sánchez Gironés, expediente de dominio reanudación tracto sucesivo de las 
siguientes fincas:

Casa en la villa de Cehegín, su calle de la Tría, marcada con el número 22, 
se compone de tres pisos y quince habitaciones; linda: izquierda entrando, con 
la casa número primero de Isabel Caparrón Ruiz, en la calle de Zafras; por la 
derecha, casa número 21 de Martín Checo de Gea, en dicha calle de la Tría; por la 
espalda, Cuesta de la Concepción.

Finca registral número 961 del libro de Cehegín, inscrita en el Registro de la 
Propiedad de Caravaca de la Cruz.

Por el presente y en virtud de lo acordado en providencia de esta fecha se 
convoca a las personas ignoradas a quienes pudiera perjudicar la inscripción 
solicitada para que en el término de los diez días siguientes a la publicación de 
este edicto puedan comparecer en el expediente alegando lo que a su derecho 
convenga.

En Caravaca de la Cruz a 13 de marzo de 2012.—El/La Secretario.

NPE: A-071212-17620
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De lo Social número Siete de Murcia

17621	 Procedimiento ordinario 306/2011.

N.I.G.: 30030 44 4 2011 0003397

N81291

N.º autos: Procedimiento ordinario 306/2011 

Demandante: Jéssica Alcaraz Belchí

Abogado: Andrés Pascual López Atenza

Demandado: Fogasa, Fondo de Garantía Salarial, Abetal Agrícola, S.L. 

Don Joaquin Torró Enguix, Secretario Judicial del Juzgado de lo Social número 
Siete de Murcia.

Hago saber: Que en el procedimiento Dem. 306/2011 de este Juzgado de lo 
Social, seguidos contra la empresa Abetal Agrícola, S.L., se ha dictado la siguiente 
sentencia cuyo fallo es del tenor literal siguiente:

Fallo

Que estimando la demanda formulada por Jéssica Alcaraz Belchí contra 
Abetal Agrícola, S.L., debo condenar y condeno al referido demandado a abonar 
al actor 3.343’56 €, más el interés por mora del art. 29.3 ET, sin perjuicio de 
la responsabilidad que, en su caso, corresponda al Fogasa dentro de los límites 
legales. 

Notifíquese a las partes con advertencia de que la sentencia no es firme y 
contra la misma cabe recurso de suplicación para ante la Sala de lo Social del 
Tribunal Superior de Justicia de Murcia, que deberá anunciarse dentro de los cinco 
días siguientes a esta notificación, bastando, para ello, la mera manifestación 
de la parte o de su Abogado o representante, al hacerle la notificación, de su 
propósito de entablar recurso, o por comparecencia o por escrito, también de 
cualquiera de ellos, ante este Juzgado de lo Social. 

Siendo requisitos necesarios que, al tiempo de hacer el anuncio, se haga 
el nombramiento del Letrado que ha de interponerlo y que el recurrente 
que no gozare del beneficio de justicia gratuita presente en la Secretaria del 
Juzgado de lo Social, también al hacer el anuncio, el documento que acredite 
haber consignado en cualquier oficina de Banesto, en la “Cuenta de Depósitos 
y Consignaciones número 3403-0000-(65 para recursos de suplicación, 30 para 
recursos de reposición y 64 para ejecuciones) – (cuatro cifras, correspondiente 
al número de procedimiento) – (dos últimas cifras correspondiente al año del 
procedimiento)”, abierta a nombre del Juzgado con C.I.F. S-28136001, la 
cantidad objeto de la condena, pudiendo sustituirse la consignación en metálico 
por el aseguramiento mediante aval bancario, en el que deberá hacerse constar 
la responsabilidad solidaria del avalista.

Igualmente, y al tiempo de interponer el recurso, el recurrente que no 
gozare del beneficio de justicia gratuita, deberá hacer entrega en la Secretaria de 
este Juzgado, de resguardo, independiente o distinto del anterior, acreditativo del 
depósito de 300 euros.

NPE: A-071212-17621
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Si el recurrente fuere el Organismo condenado, deberá presentar en la 
Secretaría del Juzgado, al anunciar su recurso, certificación acreditativa de que 
comienza el abono de la presentación de pago periódico y que lo proseguirá 
puntualmente durante la tramitación del recurso.

Así por esta mi sentencia, lo pronuncio, mando y firmo.

Y para que le sirva de notificación en legal forma a Abetal Agrícola, S.L., en 
ignorado paradero, expido la presente para su inserción en el Boletín Oficial de la 
CCAA de la Región de Murcia. 

Se advierte al destinatario que las siguientes comunicaciones se harán en los 
estrados de este Juzgado, salvo las que revistan forma de auto o sentencia, o se 
trate de emplazamiento.

En Murcia, 30 de noviembre de 2012.—El Secretario Judicial.

NPE: A-071212-17621
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Servicio Común Procesal de Ejecución Social y Contencioso-
Administrativo de Murcia
De lo Social número Tres de Murcia

17622	 Ejecución de títulos judiciales 128/2012.

N.I.G: 30030 44 4 2010 0004635

N81291

N.º Autos: Ejecución de títulos judiciales 128/2012.

Demandante: Encarnación Vicente Morell.

Abogado: Alfredo Martínez Pérez.

Demandado/s: Fogasa, Fondo de Garantía Salarial, Conservas Mira, S.A. 

Doña Concepción Montesinos García, Secretaria Judicial del Juzgado de lo 
Social número Tres de Murcia.

Hago saber: Que en el procedimiento ejecución de títulos judiciales 128/2012 
de este Juzgado de lo Social, seguido a instancia de D.ª Encarnación Vicente 
Morell contra la empresa sobre ordinario, se ha dictado la siguiente resolución:

Auto 8/10/12:

Parte dispositiva

Dispongo: Despachar orden general de ejecución de sentencia a favor de la 
parte ejecutante, Encarnación Vicente Morell, frente a Conservas Mira, S.A., parte 
ejecutada, por importe de 1.546’52 euros en concepto de principal, más otros 
386’15 euros que se fijan provisionalmente en concepto de intereses que, en su 
caso, puedan devengarse durante la ejecución y las costas de ésta, sin perjuicio 
de su posterior liquidación.

El presente auto, junto con el decreto que dictará el/la Secretario/a 
judicial, y copia de la demanda ejecutiva, serán notificados simultáneamente a 
la parte ejecutada, tal y como dispone el artículo 553 de la LEC, quedando la 
ejecutada apercibida a los efectos mencionados en los razonamientos jurídicos 
tercero y cuarto de esta resolución, y conforme disponen los artículos 251.2 y 
239.3 de la LJS 

Contra este auto podrá interponerse recurso de reposición, a interponer 
ante este órgano judicial, en el plazo de los tres días hábiles siguientes a su 
notificación, en el que además de alegar las posibles infracciones en que hubiera 
de incurrir la resolución y el cumplimiento o incumplimiento de los presupuestos 
y requisitos procesales exigidos, podrá deducirse la oposición a la ejecución 
despachada, aduciendo pago o cumplimiento documentalmente justificado, 
prescripción de la acción ejecutiva u otros hechos impeditivos, extintivos o 
excluyentes de la responsabilidad que se pretenda ejecutar, siempre que hubieren 
acaecido con posterioridad a su constitución del título, no siendo la compensación 
e deudas admisible como causa de oposición a la ejecución.

Si el recurrente no tuviere la condición de trabajador o beneficiario del 
régimen público de seguridad social deberá consignar la cantidad de 25 euros, 
en concepto de depósito para recurrir, en la Cuenta de Consignaciones de este 

NPE: A-071212-17622
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Juzgado de lo Social n.º 3 abierta en, cuenta nº debiendo indicar en el campo 
concepto, “Recurso” seguida del código “30 Social-Reposición”. Si el ingreso 
se hace mediante transferencia bancaria deberá incluir tras la cuenta referida, 
separados por un espacio, el “código 30 Social- Reposición”. Si efectuare diversos 
pagos en la misma cuenta deberá especificar un ingreso por cada concepto, 
incluso si obedecen a otros recursos de la misma o distinta clase indicando en el 
campo de observaciones la fecha de la resolución recurrida utilizando el formato 
dd/mm/aaaa. Quedan exentos de su abono en todo caso, el Ministerio Fiscal, 
el Estado, las Comunidades Autónomas, las Entidades locales y los Organismos 
Autónomos dependientes de ellos.

Así por medio de este auto, lo acuerda, manda y firma D.ª Lourdes Gollonet 
Fernández Trespalacios Magistrada-Juez del Juzgado de lo Social núm. Tres de 
Murcia.

La Magistrado Juez.

Decreto: 6/11/12:

Parte dispositiva

Acuerdo dar traslado a la parte ejecutante y al Fondo de Garantía Salarial por 
término de cinco días según lo dispuesto en el Art. 276.1 LJS.

Sin perjuicio de lo anterior y de lo dispuesto en dicho precepto legal, 
acuerdo: el embargo telemático de las posibles devoluciones pendientes de la 
Agencia Tributaria para asegurar la responsabilidad de la ejecutada hasta cubrir 
las cantidades reclamadas.

Notifíquese a las partes.

Modo de impugnación: Contra la presente resolución cabe recurso directo de 
revisión que deberá interponerse ante quien dicta la resolución en el plazo de tres 
días hábiles siguientes a la notificación de la misma con expresión de la infracción 
cometida en la misma a juicio del recurrente, Art. 188 LJS. El recurrente 
que no tenga la condición de trabajador o beneficiario de régimen público de 
la Seguridad Social deberá hacer un depósito para recurrir de 25 euros, en la 
cuenta en el Banesto, S.A., debiendo indicar en el campo concepto, la indicación 
recurso seguida del código “31 Social-Revisión”. Si el ingreso se hace mediante 
transferencia bancaria deberá incluir tras la cuenta referida, separados por un 
espacio con la indicación “recurso” seguida del “código 31 Social-Revisión”. Si 
efectuare diversos pagos en la misma cuenta deberá especificar un ingreso 
por cada concepto, incluso si obedecen a otros recursos de la misma o distinta 
clase indicando en el campo de observaciones la fecha de la resolución recurrida 
utilizando el formato dd/mm/aaaa. Quedan exentos de su abono en todo caso, el 
Ministerio Fiscal, el Estado, las Comunidades Autónomas, las Entidades locales y 
los Organismos Autónomos dependientes de ellos.

El/La Secretario/a Judicial.

Se advierte al destinatario que las siguientes comunicaciones se harán 
fijando copia de la resolución o de la cédula en el tablón de anuncios de la Oficina 
judicial, salvo el supuesto de la comunicación de las resoluciones que deban 
revestir forma de auto o sentencia, o cuando se trate de emplazamiento.

Y para que sirva de notificación a Conservas Mira S.A., expido el presente.

En Murcia, a 29 de noviembre de 2012.—La Secretaria Judicial.

NPE: A-071212-17622
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Servicio Común Procesal de Ejecución Social y Contencioso-
Administrativo de Murcia
De lo Social número Seis de Murcia

17623	 Ejecución de títulos judiciales 115/2012.

N.º Autos: Ejecución de títulos judiciales 115/2012 

Demandante: Estefanía Fernández Collado

Graduado Social: Salvador López Meseguer

Demandado/s: FOGASA Fondo de Garantía Salarial, Felipe Carmona 
Fernández 

Doña Concepción Montesinos García, Secretaria Judicial del Servicio Común 
de Ejecución, Juzgado de lo Social número Seis de Murcia.

Hago saber: Que en el procedimiento ejecución de títulos judiciales 115/2012 
de este Juzgado de lo Social, seguido a instancia de Estefania Fernández Collado 
contra la empresa Felipe Carmona Fernández sobre despido, se ha dictado la 
siguiente resolución:

Decreto

Secretario Judicial D. Fernando Cabadas Arquero 

En Murcia, a 3 de septiembre de 2012

Antecedentes de hecho

Único.- A la vista de las cargas del vehículo embargado matrícula E8001BCH 
se acuerda el embargo del sobrante que pudiera existir en el procedimiento 
Expediente 30042009007726 URE 30 04 Tesorería General de la Seguridad 
Social que se sigue ante dicha TGSS, en cantidad suficiente a cubrir la suma de 
6.078,28 euros de principal más 972,00 euros para interses y costas euros. 

Fundamentos de derecho

Primero.- El artículo 611 de la LEC dice que podrá pedirse el embargo de 
lo que sobrare en la realización forzosa de bienes celebrada en otra ejecución ya 
despachada.

En el presente caso vistas las alegaciones del ejecutante, procede acordar tal 
reembargo.

Vistos los preceptos legales citados y demás de general y pertinente 
aplicación,

Parte Dispositiva

Acuerdo:

- Declarar embargado el sobrante que pudiera existir en la realización forzosa 
de los bienes embargados en el procedimiento seguido con el n.º Expediente 
30042009007726 URE 30 04 Tesorería General de la Seguridad Social ante en 
cuanto fuere suficiente a cubrir las sumas reclamadas en esta ejecución.

- Librar oficio al órgano judicial expresado a fin de que, en su caso, ingrese 
el sobrante en la Cuenta de Depósitos y Consignaciones de este órgano judicial.

NPE: A-071212-17623
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Notifíquese a las partes, haciéndoles saber que en aplicación del mandato 
contenido en el artículo 53.2 de la LJS, en el primer escrito o comparecencia 
ante el órgano judicial, las partes o interesados, y en su caso los profesionales 
designados, señalarán un domicilio y datos completos para la práctica de actos 
de comunicación. El domicilio y los datos de localización facilitados con tal fin, 
surtirán plenos efectos y las notificaciones en ellos intentadas sin efecto serán 
válidas hasta tanto no sean facilitados otros datos alternativos, siendo carga 
procesal de las partes y de sus representantes mantenerlos actualizados. 
Asimismo deberán comunicar los cambios relativos a su número de teléfono, 
fax, dirección electrónica o similares, siempre que estos últimos estén siendo 
utilizados como instrumentos de comunicación con el Tribunal.

Modo de impugnación: Mediante recurso de reposición a interponer ante 
quien dicta esta resolución, en el plazo de tres días hábiles siguientes a su 
notificación con expresión de la infracción que a juicio del recurrente contiene 
la misma, sin que la interposición del recurso tenga efectos suspensivos con 
respecto a la resolución recurrida.

El/la Secretario/a Judicial

Se advierte al destinatario que las siguientes comunicaciones se harán 
fijando copia de la resolución o de la cédula en el tablón de anuncios de la Oficina 
Judicial, salvo el supuesto de la comunicación de las resoluciones que deban 
revestir forma de auto o sentencia, o cuando se trate de emplazamiento.

En Murcia, a 28 de noviembre de 2012.—La Secretaria Judicial.

NPE: A-071212-17623
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III. Administración de Justicia

Servicio Común Procesal de Ejecución Social y Contencioso-
Administrativo de Murcia
De lo Social número Ocho de Murcia

17624	 Ejecución de títulos judiciales 107/2009.

N.I.G: 30030 44 4 2011 0001163

N81291

N.º Autos: Ejecución de títulos judiciales 107/2011.

Demandante: Aigul Tinibaeva.

Abogado: Antonio Maldonado Pérez-Castejón.

Demandado/s: Restaurantes Typs S.L.

Doña Concepción Montesinos García, Secretaria Judicial del Juzgado de lo 
Social número Ocho de Murcia.

Hago saber: Que en el procedimiento ejecución de títulos judiciales 107/2011 
de este Juzgado de lo Social, seguido a instancia de Aigul Tinibaeva contra la 
empresa Restaurantes Typs S.L., sobre ordinario, se ha dictado la siguiente 
resolución:

Diligencia de ordenación

Secretario Judicial Sr. D. Cabadas Arquero.- 

En Murcia, a 22 de noviembre de 2012.

Vista la anterior providencia del Istmo. Sr. Magistrado del Juzgado de lo 
social 8. 

Acuerdo:

Citar a las partes a la comparecencia, ante S. Sª Iltma, en la Sala de 
Audiencias ubicada en la Planta -1 del edificio de este Servicio Común de 
ejecución, sita en Ciudad de la Justicia de Murcia, el día 11 de diciembre de 2012, 
a las 9. 25 horas.

Modo de impugnación: Mediante recurso de reposición a interponer ante 
quien dicta esta resolución, en el plazo de tres días hábiles siguientes a su 
notificación con expresión de la infracción que a juicio del recurrente contiene 
la misma, sin que la interposición del recurso tenga efectos suspensivos con 
respecto a la resolución recurrida.

El/La Secretario/a Judicial.

Se advierte al destinatario que las siguientes comunicaciones se harán 
fijando copia de la resolución o de la cédula en el tablón de anuncios de la Oficina 
judicial, salvo el supuesto de la comunicación de las resoluciones que deban 
revestir forma de auto o sentencia, o cuando se trate de emplazamiento.

Y para que sirva de citación a Restaurante Typs S.L., Expido el presente.

En Murcia, a 29 de noviembre de 2012.—El/La Secretario/a Judicial.

NPE: A-071212-17624



Página 48449Número 283	 Viernes, 7 de diciembre de 2012

IV. Administración Local

Archena

17625	 Resolución de Alcaldía n.º 1843, de 22 de noviembre de 2012 
sobre caducidad de inscripciones padronales de extranjeros no 
comunitarios sin autorización de residencia permanente.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de la ley 30/1992, 
de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común, se hace pública la notificación de la 
Resolución de esta Alcaldía en la fecha indicada sobre “caducidad de inscripciones 
padronales de extranjeros no comunitarios sin autorización de residencia 
permanente”, ya que habiéndose intentado la notificación a los interesados en el 
último domicilio conocido, ésta no se ha podido practicar:

La Ley Orgánica 14/2003, de 20 de noviembre de reforma, entre otras, 
de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derecho y libertades de los 
extranjeros en España y su integración social, introdujo una modificación en el 
artículo 16 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen 
Local que establece:

1. La renovación periódica cada dos años de las inscripciones en el Padrón 
Municipal de Habitantes de los extranjeros no comunitarios sin autorización de 
residencia permanente.

2. El transcurso de dicho plazo será causa para acordar la caducidad de las 
inscripciones siempre que el interesado no hubiese procedido a tal renovación.

3. La caducidad podrá declararse sin necesidad de audiencia al interesado.

Por todo lo cual, vengo a decretar:

1. Declarar la caducidad de las inscripciones padronales de los extranjeros no 
comunitarios sin permiso de residencia permanente, que más abajo se relacionan 
por no haber efectuado la renovación de su inscripción en el Padrón Municipal de 
Habitantes, y haber transcurrido dos años desde su fecha de alta en el Padrón, o 
desde la fecha de la última renovación expresa.
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Acosta Hermosilla, Fidencio Ramon 56239 
Acosta, Mario Esteban   Y1452359S 
Adfou, Samir    Y0647530 
Aguilera Sanabria, Ruben Vicente  3283937 
Ajmi, Said    X04349586x 
Alegre Peralta, Limpia Ramona  4430624 
Almeida Leguizamon, Alicia Angelica 408337 
Alves Camilo, Jair   C54083333 
Amir, Mustapha    P960941 
Aquino Perez, Maria Lucia  2379761 
Aranibar Montero, Roxana  X9849955K 
Arauco Orellana, Federico  Y00336967P 
Avila Reyes, Zoila Estrella  X08391774V 
Bakayoko, Drissa   8LF99238 
Bareiro Ferreira, Ever Arnaldo  2989576 
Batte Maldonado, Alicia   3699875 
Becerra Zegovia Eduardo   X08116635G 
Belmir, Ahmed    X07077848N 
Benabed, Kada    arge5354206 
Benitez Paez, Derlis Ramon  4287892 
Bernal Ramirez, Rafael   X06512655K 
Bordon, Micaela Anabel   arg42749779 
Bordon, Narella Jael   Arg41660682 
Bordon, Roberto Daniel   x7590308D 
Britez Franco, Anastacio   2631705 
Britez Quiñonez, Hugo Ramon  5106532 
Caballero Ortega, Juan Carlos  2460013 
Caceres Gomez, Monica Milena  5403698 
Caceres Torrico, Ruth   4902987 
Camara N’Gouasse   R0211171 
Camara, Moussa    Y0302000R 
Camara, N’Gouasse   R0211171 
Camara, Sidiki    09460462X 
Cantero Insfran, Jonatahan Javier  6645947 
Cantero Ortega, Alicio Augusto  3874402 
Coulibaly, Dramane   B0167856 
Coulibaly, Mohamed   Y0767741 
Chaparro Selent, Maria Elena  1448454 
Dansoko, Balla    X06544134J 
Dembele, Denis Florent Mathia  B0063682 
Diallo, mamadou Baledjo   X09943773E 
Diallo, Thierno Aliou   X04565681C 
Diarra, Siga    B0100382 
Diaz Silva, Guillermo Andres  3700071 
Diez Sosa, Alejandrina   Y2093364X 
Diomande, Ousmane   6LF64483 
Diallo Sow, Miriame   ----------- 

Donzo, Aboubacar   R0242789 
Doumbia, Oumar    Y0850390W 
Doumbouya, Moussa   R0038739 
Drakeford Gonzalez, Miguela  2891336 
Duarte Fernandez, Gabriela  Y1936704A 
Duarte Martinez, Maria Graciela  Y1634894E 
Eguez Rodriguez, Dolores   4590938 
El Amrani, Mhamed   X09876172H 
El Hanhan, Said    X02224335R 
El Hasnaoui, Ahlan   Y1508553C 
Fariña, Norma Valentina   3409908 
Fernandez, Cristhian David  6659069 
Fernandez, Jose Matias   4602914 
Fofana, Dadi    A1475842 
Franco Fariña, Nelida Nicolaza  1893268 
Franco Meza, Carmen Graciela  4052155 
Franco Rodriguez, Joaquina  1363948 
Gil Aranibar, Melissa Janine  8147192 
Gil Rojas, Gerson   X8264499R 
Giles Diez, Kevin Enrique   814893B 
Gomez Caceres, Zulma   1622163 
Gomez Capdevilla, Digna   4521431 
Gomez Figueredo, Hector Ariel  Y1509912E 
Gomez Gomez, Dusman Oved  355194 
Gonzalez Batte, Alicia Abigail  --------------- 
Gonzalez Batte, Edgar Santiago  --------------- 
Gonzalez Drakeford Eda Mijal  5016932 
Gonzalez Franco, Roberto   X09530310F 
Gonzalez Sosa, Edgar   2890811 
Guillen Cristaldo, Ramon   58159 
Haddad, Abdellah   IX1079846 
Ibarra Sosa, Oswaldo Ramon  3864402 
Ibarra Soto, David Rolando  X07361871P 
Insfran Zaavedra, Mirian Beatriz  4039764 
Jara Ocampo, Emilce   Y01280503S 
Khoulali, Iman    Y1586848T 
Konate, Adama    B0184004 
Kone, Bakary    B0155407 
Kone, Kassim    X05368990P 
Kone, Losseni    6LF62387 
Kourouma, Sekou   R0238985 
Lasfar, Driss    W084681 
Lezcano Rivero, Acenciona  1049052 
Lino Lino, Debora   Y01139655L 
Lopes Garcia, Luis Carlos   ---------- 
Lopez Diaz, Sergio Americo  4084472 
Lopez Santa Cruz, Felicina  Y0271411W 
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Lopez Santacruz, Emilio   4127670 
Mahdi, Abdelghani   X07729667B 
Maimouni, Hamza   Y1588984C 
Mamani Alcala, Maria Reveca  Y00742933R 
Martinez, Aldo Ariel   2268991 
Mendez Osinaga, Maria Melfy  Y0101273H 
Mendoza Ribero, Franklin   7779323 
Mendoza Rivero, Ronny Angel  7779318 
Mendoza Velazquez, Lorenzo  100050 
Meniar, Nabil    Y1667035D 
Merida Castellon, Maura   X84466991R 
Montesino Rubina, Florencia Liliana 42469135N 
Monesino, Jorge Horacio   X06702079V 
Montesino, Lorena Gisela   Arg24508767 
Morales Alonso, Maria Trinidad  1242787 
Morante Sanchez, Juan Richard  X09103295X 
Motulu Obono, Soledad Okomo  G0063475E 
Mountassir, Mohamed   R976202 
Nasset, Aadinane    X09130413B 
Ortiz Vazquez, Lilian Graciela  Y01170950B 
Ovelar Meza, Alfredo   Y1782387Q 
Pedo Martini, Marlice   003684335 
Pedrazas Taboada, Jose   5285912 
Penayo Santa Cruz, Diego Alberto  3408142 
Pineda Castro, Milton Augusto  X04855958Z 
Quinteros Alvarado, Eufronia  6474770 
Quiroga Arellano, Vivian   Y00567429X 
Rivera Tucta, Braulio Tarquino  X09181255T 
Rivero Coimbra, Iganacia   Y0220999 
Riveros Ferreira, Cristino   1033395 
Riveros Leguizamon, Olga Beatriz  2140532 
Riveros Lezcano, Juan Carlos  X9626377A 
Rodriguez Ferreira, Simone  CS465544 
Rojas Arze, Jesus   7912208 
Rojas Pardo, Segundo   X06512662M 
Rolon Acosta, Oscar Luis   3880140 
Rubina, Vanina Andrea   X06702105C 
Samake, Broulaye   B0349246 
Samudio Ruiz Diaz, Nelson de Jesus Y1494617E 

Sanchez Apolo, Carola Andrea  X5537145X 
Sangare, Moussa    R0086542 
Santa Cruz Benitez, Nadia Marlene 5320089 
Santacruz, Serena   1113055 
Sarr, Ibrahima    A00535192 
Serafini Ortega, Sonia   Y0814071 
Sidibe, Kelefa    R0300785 
Sidibe, Mori    R02550283 
Siles Aramayo, Marina   X8852318D 
Silvero Davalos, Pedro Florentin  3207062 
Sinayoko, Abdoulaye   A1407568 
Sissako, Sambadiam   X9795025S 
Soca Alonso, Federico Gaston  X8843382C 
Soilan Ruiz, Edit Rosana   5059381 
Souare, Moustapha   Y0015295 
Soufiane, Abdelkrim   W269169 
Soukouna, Mady    Y1625307A 
Stefan, Liane Marlene   CY285376 
Suarez Cuellar, Jhonny   Bol5890659 
Torres Aranda, Marcos Andres  2178287 
Toure, Oumar    X09722847B 
Tubon Paz, Aaron Iker   --------------- 
Valdez Merino, Luis Bolivar  X3649851G 
Vaca Saucedo, Leonidas   X09454654K 
Vasquez Guzman, Nicolas  208032 
Vega Panoso, Carlos Amilcar  X06737176Q 
Velazquez Inoue, Hugo Israel  -------------- 
Vera Fernandez, Jose Antonio  4648235 
Vera Ramirez, Carlos   2386371 
Villaba, Julio    2393681 
Villaverde Jimenez, Mario Andres  Y0700495K 
Villegas Crespo, Bryan Noe  X07922671E 
Villegas Crespo, Edison Rolando  X07922665Q 
Villegas Crespo, Jonathan Jose  X07922680P 
Villegas Zurita, Jose Antonio  X06364231Q 
Yaguargos Lopez, Iker Santiago  Y1266549E 
Yermychuk, Viktor   AT530357 
Zaracho, Marco Antonio   X6447474E 

2. Acordar la baja por caducidad de las personas que anteceden, siempre y cuando no hayan procedido a 
la renovación de su inscripción en el Padrón Municipal de Habitantes de esta ciudad, antes de la notificación de 
la presente resolución, siendo la fecha de baja en el Padrón Municipal de Habitantes, conforme a lo establecido 
en la Resolución de 28 de abril de 2005, del Instituto Nacional de Estadística y de la Dirección General de 
Cooperación Local, la correspondiente a la notificación de la presente resolución.

3. Ordenándose su publicación en el Tablón de Anuncios y en el B.O.R.M.

Lo que pongo en su conocimiento a los efectos oportunos, haciéndole saber que contra dicha Resolución podrá 
interponer los recursos que abajo se señalan, sin perjuicio de que pueda ejercitar cualquier otro que estime oportuno:

Recurso de reposición, con carácter potestativo, en el plazo de un mes, ante el mismo Órgano que adoptó el 
acuerdo. Interpuesto dicho recurso, no podrá interponerse Recurso Contencioso-Administrativo hasta que aquél 
haya sido expresamente resuelto o se haya producido su desestimación presunta (arts. 116 y 117 Ley 30/1992, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Recurso contencioso-administrativo, en el plazo de dos meses, ante el Juzgado de lo Contencioso-
Administrativo de Murcia (arts. 8 y 46 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa).

La Alcaldesa, Patricia Fernández López.

NPE: A-071212-17625
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IV. Administración Local

Archena

17626	 Aprobación definitiva de expediente de modificaciones de crédito 
en el Presupuesto del ejercicio de 2012.

De conformidad con lo establecido en el art. 169 del T.R.L.R.H.L., aprobado 
por R.D.L. 2/2004, de 5 de marzo, se expone al público el expediente de 
modificaciones de crédito en el Presupuesto del ejercicio de 2012, mediante 
transferencia de crédito entre distintas áreas de gasto, aprobado inicialmente en 
Pleno de 26 de octubre de 2012 y que se considera aprobado definitivamente al 
no haberse presentado reclamaciones, cuyo resumen por capítulos es:

Suplemento en aplicaciones de gastos
Aplicación presupuestaria Descripción Euros

920 830 Admón. Gral. Anticipos Personal 30.000,00€

TOTAL SUPLEMENTO

30.000,00€

2. º Financiación

Esta modificación se financia con cargo a bajas de créditos de otras 
aplicaciones, en los siguientes términos:

Bajas en aplicaciones de gastos
Aplicación Presupuestaria Descripción Euros

920 48901 Admón. Gral. Asociaciones sin fines de lucro y otras no definidas 30.000,00€

TOTAL BAJAS GASTOS 30.000,00€

Contra esta aprobación definitiva podrá interponerse recurso contencioso-
administrativo ante el T.S.J. de la Comunidad Autónoma, en el plazo de dos 
meses contados desde el día siguiente a la publicación de este edicto en el BORM.

Archena, 28 de noviembre de 2012.—La Alcaldesa, Patricia Fernández López.

NPE: A-071212-17626
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IV. Administración Local

Calasparra

17627	 Aprobación provisional de modificación de la ordenanza fiscal 
reguladora de la tasa por la prestación de los servicios de casas 
de baño, duchas, piscinas, instalaciones deportivas y otros 
servicios análogos.

El Pleno del Ayuntamiento de Calasparra, en sesión ordinaria celebrada el día 
29/11/2012, acordó la aprobación provisional de la modificación de la Ordenanza 
fiscal Reguladora de la tasa por la prestación de los servicios de casas de baño, 
duchas, piscinas, instalaciones deportivas y otros servicios análogos.

Y en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 17.2 del Real Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido 
de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, se somete el expediente a 
información pública por el plazo de treinta días a contar desde el día siguiente de 
la inserción de este anuncio en el Boletín Oficial de la Región de Murcia, para que 
los interesados puedan examinar el expediente y presentar las reclamaciones que 
estimen oportunas.

Si transcurrido dicho plazo no se hubiesen presentado reclamaciones, se 
considerará aprobado definitivamente dicho Acuerdo.

En Calasparra, a 30 de noviembre de 2012.—El Alcalde, Jesús Navarro 
Jiménez.

NPE: A-071212-17627NPE: A-071212-17628
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IV. Administración Local

Calasparra

17628	 Aprobación provisional de modificación de ordenanza fiscal 
reguladora de la tasa por instalación de puestos, barracas, 
casetas de venta, espectáculos, atracciones, pérgolas o similares 
situados en terrenos de uso público.

El Pleno del Ayuntamiento de Calasparra, en sesión ordinaria celebrada el día 
29/11/2012, acordó la aprobación provisional de la modificación de la Ordenanza 
fiscal Reguladora de la tasa por instalación de puestos, barracas, casetas de 
venta, espectáculos, atracciones, pérgolas o similares situados en terrenos de 
uso público.

Y en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 17.2 del Real Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido 
de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, se somete el expediente a 
información pública por el plazo de treinta días a contar desde el día siguiente de 
la inserción de este anuncio en el Boletín Oficial de la Región de Murcia, para que 
los interesados puedan examinar el expediente y presentar las reclamaciones que 
estimen oportunas.

Si transcurrido dicho plazo no se hubiesen presentado reclamaciones, se 
considerará aprobado definitivamente dicho Acuerdo.

En Calasparra, a 30 de noviembre de 2012.—El Alcalde, Jesús Navarro 
Jiménez.

NPE: A-071212-17628NPE: A-071212-17628
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IV. Administración Local

Cartagena

17629	 Anuncio de formalización de contrato de suministro de material de 
semáforos para la sección de mantenimiento de la Policía Local. 
Lote I.- Herrajes y Soportes.

1.º Entidad adjudicadora. 

 A) Organismo: Ayuntamiento de Cartagena

 B) Dependencia que tramita: Unidad Administrativa de Contratación.

 C) Numero Expediente: SU2012.30

2.º Objeto del contrato.

 A) Tipo del contrato: Suministro

 B) Descripción del objeto: Suministro de material de semáforos para la 
sección de mantenimiento de la Policía Local. Lote I.- Herrajes y Soportes.

3.º Tramitación y procedimiento:

 A) Tramitación: Ordinaria

 B) Procedimiento: Abierto.

4.º Presupuesto base de licitación.

6.571,30 €

5.º Adjudicación:

A) Fecha: 08/11/2012

B) Contratista: Sociedad Ibérica de Construcciones Eléctricas S.A.

C) Nacionalidad: Española

D) Importe de adjudicación: 5.226,86 €

Cartagena, 27 de noviembre de 2012.—El Concejal del Área de 
Infraestructuras, Servicios, Turismo, Transportes y Contratación, Francisco José 
Espejo García.

NPE: A-071212-17629
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IV. Administración Local

Cehegín

17630	 Información pública de la solicitud de interés público en suelo 
no urbanizable en el término municipal de Cehegín.

De conformidad con lo dispuesto en el Decreto Legislativo 1/2005 de 10 de 
junio por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Suelo de la Región 
de Murcia, se somete a información pública la documentación presentada en el 
Ayuntamiento de Cehegín, relativa al expediente que se relaciona a continuación:

Instalación de Cantera “Collado de las Yeguas” con emplazamiento en paraje 
Sierra de la Puerta, Polígono 21, Parcela 68 (Parte) y 82 (Parte) promovido por 
Mármoles Torremar, S.L.

El citado expediente estará expuesto al público en la Oficina Técnica 
Municipal en horario de 9,00 a 14,00 horas durante el plazo de veinte días hábiles 
contados a partir del día siguiente al de la inserción de este edicto en el B.O.R.M., 
para que puedan formularse las alegaciones que se estimen convenientes.

Cehegín, 19 de noviembre de 2012.—El Alcalde, José Soria García.

NPE: A-071212-17630



Página 48457Número 283	 Viernes, 7 de diciembre de 2012

www.borm.es 
D.L. MU-395/1985 - ISSN: 1989-1474

IV. Administración Local

Cehegín

17631	 Información pública de la solicitud de interés público en suelo 
no urbanizable en el término municipal de Cehegín.

De conformidad con lo dispuesto en el Decreto Legislativo 1/2005 de 10 de 
junio por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Suelo de la Región 
de Murcia, se somete a información pública la documentación presentada en el 
Ayuntamiento de Cehegín, relativa al expediente que se relaciona a continuación:

Instalación de cantera “El Portillo” con emplazamiento en paraje Sierra de La 
Puerta, polígono 21, parcela 68 (parte) promovido por Mármoles Torremar, S.L.

El citado expediente estará expuesto al público en la Oficina Técnica 
Municipal en horario de 9,00 a 14,00 horas durante el plazo de veinte días hábiles 
contados a partir del día siguiente al de la inserción de este edicto en el BORM, 
para que puedan formularse las alegaciones que se estimen convenientes.

Cehegín, 19 de noviembre de 2012.—El Alcalde, José Soria García.
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IV. Administración Local

Ceutí

17632	 Aprobación definitiva de la Ordenanza Fiscal General de Gestión, 
Recaudación e Inspección de los Tributos Locales y otros 
ingresos de Derecho Público.

El Pleno del Ayuntamiento de Ceutí, en sesión celebrada el 18 de octubre de 
2012 aprobó inicialmente la Ordenanza Fiscal General de Gestión, Recaudación 
e Inspección de los Tributos Locales y otros ingresos de Derecho Público, 
habiéndose publicado anuncio en el Boletín Oficial de la Región de Murcia de 
fecha 26 de octubre de 2012 sin que se haya presentado ninguna reclamación, 
dicha Ordenanza se considera definitivamente aprobada.

En cumplimiento de lo previsto en el art 49 de la ley 7/1985 de 2 de abril, se 
procede a la publicación íntegra de dicha Ordenanza: 

ORDENANZA FISCAL GENERAL DE GESTIÓN, RECAUDACIÓN E INSPECCIÓN DE 
LOS TRIBUTOS LOCALES Y OTROS INGRESOS DE DERECHO PÚBLICO

TÍTULO I. NORMAS TRIBUTARIAS DE CARÁCTER GENERAL

Artículo 1. Carácter de la ordenanza.

1. La presente ordenanza se dicta, de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 106.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de 
Régimen Local, en desarrollo de lo establecido en el Real Decreto Legislativo 
2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley 
reguladora de las Haciendas Locales, e igualmente en desarrollo del apartado 
e) del artículo 7 y Disposición Adicional Cuarta de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria y de las demás normas concordantes.

2. Contiene las normas aplicables al ejercicio de las competencias del 
Municipio en las materias de gestión, liquidación, inspección, recaudación y 
revisión de los actos tributarios municipales, en cuanto estas funciones se ejerzan 
directamente por el mismo.

Artículo 2. Ámbito territorial de aplicación.

Esta ordenanza será de aplicación en todo el término municipal de Ceutí.

Artículo 3. La Administración tributaria municipal.

1. A los efectos de esta ordenanza, la Administración tributaria municipal estará 
integrada por los órganos y entidades de derecho público que, en el ámbito de sus 
competencias, desarrollen las funciones reguladas en los Títulos III a VII de la misma.

2. La aplicación de los tributos y el ejercicio de la potestad sancionadora 
corresponde al Área competente en materia de Hacienda, en tanto no hayan 
sido expresamente encomendadas a otro órgano o entidad de derecho público 
y sin perjuicio de las competencias atribuidas al Alcalde en las letras b), c) y k) 
del artículo 124.4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del 
Régimen Local.

Artículo 4. Ámbito temporal de las normas tributarias.

Salvo que se disponga lo contrario, las normas tributarias no tendrán efecto 
retroactivo y se aplicarán a los tributos sin período impositivo devengados a 
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partir de su entrada en vigor y a los demás tributos cuyo período impositivo 
se inicie desde ese momento. No obstante, las normas que regulen el régimen 
de infracciones y sanciones tributarias y el de los recargos tendrán efectos 
retroactivos respecto de los actos que no sean firmes cuando su aplicación resulte 
más favorable para el interesado.

Artículo 5. Prohibición de la analogía.

No se admitirá la analogía para extender más allá de sus términos estrictos 
el ámbito del hecho imponible, de las exenciones y demás beneficios o incentivos 
fiscales.

Artículo 6. Instrucciones y circulares.

En el ámbito de las competencias del Ayuntamiento, la facultad de dictar 
instrucciones y circulares, interpretativas o aclaratorias de las normas tributarias, 
corresponde de forma exclusiva al titular del Área competente en materia de Hacienda.

TÍTULO II. LOS TRIBUTOS

Capítulo I. Los tributos municipales

Artículo 7. Concepto, fines y clases de los tributos.

1. Los tributos propios municipales son los ingresos públicos que consisten 
en prestaciones pecuniarias exigibles por el Ayuntamiento de Ceutí como 
consecuencia de la realización del supuesto de hecho al que la ley vincula el 
deber de contribuir, con el fin primordial de obtener ingresos necesarios para el 
sostenimiento de los gastos públicos.

2. Los tributos, cualquiera que sea su denominación, se clasifican en tasas, 
contribuciones especiales e impuestos.

Artículo 8. Tasas.

El Ayuntamiento de Ceutí podrá establecer y exigir tasas por la prestación 
de servicios o la realización de actividades de su competencia y por la utilización 
privativa o el aprovechamiento especial de los bienes del dominio público 
municipal, según las normas contenidas en el texto refundido de la Ley reguladora 
de las Haciendas Locales.

Artículo 9. Contribuciones especiales.

El Ayuntamiento de Ceutí podrá establecer y exigir contribuciones especiales 
por la realización de obras o por el establecimiento o ampliación de servicios 
municipales, según las normas contenidas en el texto refundido de la Ley 
reguladora de las Haciendas Locales.

Artículo 10. Impuestos.

1. El Ayuntamiento de Ceutí exigirá de acuerdo con el texto refundido de la 
Ley reguladora de las Haciendas Locales, las disposiciones que la desarrollan y 
las correspondientes ordenanzas fiscales, los siguientes impuestos:

a) Impuesto sobre Bienes Inmuebles.

b) Impuesto sobre Actividades Económicas.

c) Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica.

2. Asimismo, el Ayuntamiento de Ceutí podrá establecer y exigir el Impuesto 
sobre Construcciones, Instalaciones y Obras y el Impuesto sobre el Incremento 
de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana, de acuerdo con el texto refundido 
de la Ley reguladora de las Haciendas Locales, las disposiciones que la desarrollen 
y las respectivas ordenanzas fiscales.
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Capítulo II. La relación jurídico-tributaria.

Artículo 11. La relación jurídico-tributaria.

1. Se entiende por relación jurídico-tributaria el conjunto de obligaciones y 
deberes, derechos y potestades originados por la aplicación de los tributos.

2. De la relación jurídico-tributaria pueden derivarse obligaciones materiales 
y formales para el obligado tributario y para la Administración, así como la 
imposición de sanciones tributarias en caso de su incumplimiento.

3. Son obligaciones tributarias materiales las de carácter principal, las de 
realizar pagos a cuenta, las establecidas entre particulares resultantes del tributo 
y las accesorias. Son obligaciones tributarias formales las definidas en el artículo 
29 de la Ley General Tributaria.

4. Los elementos de la obligación tributaria no podrán ser alterados por actos 
o convenios de los particulares, que no producirán efectos ante la Administración, 
sin perjuicio de sus consecuencias jurídico-privadas.

Capítulo III. La obligación tributaria principal

Artículo 12. La obligación tributaria principal.

La obligación tributaria principal tiene por objeto el pago de la cuota 
tributaria.

Artículo 13. Hecho imponible.

1. El hecho imponible es el presupuesto fijado por la ley para configurar 
cada tributo y cuya realización origina el nacimiento de la obligación tributaria 
principal.

2. La ley podrá completar la delimitación del hecho imponible mediante la 
mención de supuestos de no sujeción.

Artículo 14. Devengo y exigibilidad.

1. El devengo es el momento en el que se entiende realizado el hecho 
imponible y en el que se produce el nacimiento de la obligación tributaria 
principal. La fecha del devengo determina las circunstancias relevantes para la 
configuración de la obligación tributaria, salvo que la ley de cada tributo disponga 
otra cosa.

2. La ley propia de cada tributo podrá establecer la exigibilidad de la cuota 
o cantidad a ingresar, o de parte de la misma, en un momento distinto al del 
devengo del tributo.

Artículo 15. Beneficios fiscales.

1. No podrán reconocerse otros beneficios fiscales en los tributos locales que 
los expresamente previstos en las normas con rango de ley o los derivados de la 
aplicación de los tratados internacionales.

2. No obstante, también podrán reconocerse los beneficios fiscales 
establecidos en las respectivas ordenanzas fiscales, que incluirán, en la regulación 
de aquellos, aspectos sustantivos y formales, con los límites y en los supuestos 
expresamente previstos por la ley.

3. Sin perjuicio de lo establecido en la normativa reguladora de cada tributo, 
en los casos en que el beneficio fiscal haya de concederse a instancia de parte, la 
solicitud deberá presentarse:

a) Cuando se trate de tributos periódicos gestionados mediante padrón o 
matrícula, en el plazo establecido en la respectiva ordenanza para la presentación 
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de las preceptivas declaraciones de alta o modificación y para el caso de que 
no esté previsto en la misma de forma específica, en el periodo de exposición 
pública del correspondiente padrón o matrícula.

No tratándose de supuestos de alta en el correspondiente padrón o matrícula 
el reconocimiento del derecho al beneficio fiscal surtirá efectos a partir del 
siguiente período a aquel en que se presentó la solicitud.

Una vez otorgado, el beneficio fiscal se aplicará en las sucesivas liquidaciones 
en tanto no se alteren las circunstancias de hecho o de derecho que determinaron 
su otorgamiento, en cuyo caso se estará a lo establecido en el apartado 3 del 
artículo 80 de esta ordenanza.

b) Cuando se trate de tributos en los que se encuentre establecido el 
régimen de autoliquidación, en el plazo de presentación de la correspondiente 
autoliquidación.

c) En los restantes casos, en los plazos de presentación de la correspondiente 
declaración tributaria o al tiempo de la presentación de la solicitud del permiso 
o autorización que determine el nacimiento de la obligación tributaria, según 
proceda.

4. La prueba de la concurrencia de los requisitos establecidos por la 
normativa de cada tributo para el disfrute de los beneficios fiscales corresponde 
al sujeto pasivo.

Capítulo IV. Las obligaciones tributarias accesorias

Artículo 16. Obligaciones tributarias accesorias.

Tienen la naturaleza de obligaciones tributarias accesorias, al tratarse de 
prestaciones pecuniarias que se deben satisfacer a la Administración tributaria 
y cuya exigencia se impone en relación con otra obligación tributaria, las 
obligaciones de satisfacer el interés de demora, los recargos por declaración 
extemporánea y los recargos del período ejecutivo, así como aquellas otras que 
imponga la ley.

Artículo 17. Interés de demora.

1. El interés de demora es una prestación accesoria que se exigirá, en las 
condiciones previstas en la Ley General Tributaria y en esta ordenanza, entre 
otros, en los siguientes supuestos:

a) Cuando finalice el plazo para el pago en período voluntario de una deuda 
resultante de una liquidación o del importe de una sanción, sin que el ingreso se 
hubiera efectuado.

b) Cuando finalice el plazo establecido para la presentación de una 
autoliquidación o declaración sin que hubiera sido presentada o, hubiera 
sido presentada incorrectamente, salvo lo dispuesto en el artículo 18 de esta 
ordenanza relativo a la presentación de declaraciones extemporáneas sin 
requerimiento previo.

c) Cuando se suspenda la ejecución del acto, salvo en el supuesto de 
reclamaciones contra sanciones durante el tiempo que transcurra hasta la 
finalización del plazo de pago en período voluntario abierto por la notificación de 
la resolución que ponga fin a la vía administrativa.

d) Cuando se inicie el período ejecutivo, salvo lo dispuesto en el apartado 5 
del artículo 19 de esta ordenanza respecto a los intereses de demora cuando sea 
exigible el recargo ejecutivo o el recargo de apremio reducido.
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e) Cuando el obligado tributario haya obtenido una devolución improcedente.

f) En los supuestos de aplazamiento o fraccionamiento.

2. El interés de demora será el interés legal del dinero vigente a lo largo del 
período en el que aquél resulte exigible, incrementado en un 25 por ciento, salvo 
que la Ley de Presupuestos Generales del Estado establezca otro diferente.

No obstante, en los supuestos de aplazamiento, fraccionamiento o 
suspensión de deudas garantizadas en su totalidad mediante aval solidario de 
entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca o mediante certificado de 
seguro de caución, el interés de demora exigible será el interés legal.

3. Cuando las ordenanzas fiscales así lo prevean, no se exigirán intereses de 
demora en los acuerdos de aplazamiento o fraccionamiento de pago que hubieran 
sido solicitados en período voluntario, en las condiciones y términos que prevea la 
ordenanza respectiva, siempre que se refieran a deudas de vencimiento periódico 
y notificación colectiva y que el pago total de estas se produzca en el mismo 
ejercicio que el de su devengo.

Artículo 18. Recargos por declaración extemporánea sin requerimiento 
previo.

1. Los recargos por declaración extemporánea son prestaciones 
accesorias que deben satisfacer los obligados tributarios como consecuencia 
de la presentación de autoliquidaciones o declaraciones fuera de plazo sin 
requerimiento previo de la Administración tributaria.

A los efectos de este artículo, se considera requerimiento previo cualquier 
actuación administrativa realizada con conocimiento formal del obligado tributario 
conducente al reconocimiento, regularización, comprobación, inspección, 
aseguramiento o liquidación de la deuda tributaria.

2. Si la presentación de la autoliquidación o declaración se efectúa 
dentro de los 3, 6 ó 12 meses siguientes al término del plazo establecido 
para la presentación e ingreso, el recargo será del 5, 10 ó 15 por ciento, 
respectivamente. Dicho recargo se calculará sobre el importe a ingresar 
resultante de las autoliquidaciones o sobre el importe de la liquidación derivado 
de las declaraciones extemporáneas y excluirá las sanciones que hubieran podido 
exigirse y los intereses de demora devengados hasta la presentación de la 
autoliquidación o declaración.

Si la presentación de la autoliquidación o declaración se efectúa una 
vez transcurridos 12 meses desde el término del plazo establecido para la 
presentación, el recargo será del 20 por ciento y excluirá las sanciones que 
hubieran podido exigirse. En estos casos, se exigirán los intereses de demora 
por el período transcurrido desde el día siguiente al término de los 12 meses 
posteriores a la finalización del plazo establecido para la presentación hasta el 
momento en que la autoliquidación o declaración se haya presentado.

En las liquidaciones derivadas de declaraciones presentadas fuera de plazo 
sin requerimiento previo no se exigirán intereses de demora por el tiempo 
transcurrido desde la presentación de la declaración hasta la finalización del 
plazo de pago en período voluntario correspondiente a la liquidación que se 
practique, sin perjuicio de los recargos e intereses que corresponda exigir por la 
presentación extemporánea.

3. Cuando los obligados tributarios no efectúen el ingreso ni presenten 
solicitud de aplazamiento, fraccionamiento o compensación al tiempo de la 
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presentación de la autoliquidación extemporánea, la liquidación administrativa 
que proceda por recargos e intereses de demora derivada de la presentación 
extemporánea según lo dispuesto en el apartado anterior no impedirá la exigencia 
de los recargos e intereses del período ejecutivo que correspondan sobre el 
importe de la autoliquidación.

Artículo 19. Recargos del período ejecutivo.

1. Los recargos del período ejecutivo se devengan con el inicio de dicho 
período.

Los recargos del período ejecutivo son de tres tipos: recargo ejecutivo, 
recargo de apremio reducido y recargo de apremio ordinario.

Dichos recargos son incompatibles entre sí y se calculan sobre la totalidad de 
la deuda no ingresada en período voluntario.

2. El recargo ejecutivo será del 5 por ciento y se aplicará cuando se satisfaga 
la totalidad de la deuda no ingresada en período voluntario antes de la notificación 
de la providencia de apremio.

3. El recargo de apremio reducido será del 10 por ciento y se aplicará cuando 
se satisfaga la totalidad de la deuda no ingresada en período voluntario y el 
propio recargo antes de la finalización del plazo previsto en el apartado 3 del 
artículo 100 de esta ordenanza.

4. El recargo de apremio ordinario será del 20 por ciento y será aplicable 
cuando no concurran las circunstancias a las que se refieren los apartados 2 y 3 
de este artículo.

5. El recargo de apremio ordinario es compatible con los intereses de 
demora. Cuando resulte exigible el recargo ejecutivo o el recargo de apremio 
reducido no se exigirán los intereses de demora devengados desde el inicio del 
período ejecutivo.

Capítulo V. Obligados tributarios

Sección 1.ª Clases de obligados tributarios

Artículo 20. Obligados tributarios.

1. Son obligados tributarios las personas físicas o jurídicas y las entidades 
a las que la normativa tributaria impone el cumplimiento de obligaciones 
tributarias.

2. Los obligados tributarios son los señalados por la Ley General Tributaria; 
entre otros:

a) Los contribuyentes.

b) Los sustitutos del contribuyente.

c) Los sucesores.

d) Los beneficiarios de supuestos de exención, devolución o bonificaciones 
tributarias, cuando no tengan la condición de sujetos pasivos.

3. También tendrán la consideración de obligados tributarios aquellos a 
quienes la normativa tributaria impone el cumplimiento de obligaciones tributarias 
formales.

4. Tendrán además la consideración de obligados tributarios, en las leyes 
en que así se establezca, las herencias yacentes, comunidades de bienes y 
demás entidades que, carentes de personalidad jurídica, constituyen una unidad 
económica o un patrimonio separado susceptible de imposición.
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5. Asimismo tendrán el carácter de obligados tributarios los responsables 
solidarios o subsidiarios de la deuda tributaria a que se refiere el artículo 24 de 
esta ordenanza.

6. La concurrencia de varios obligados tributarios en un mismo presupuesto 
de una obligación determinará que queden solidariamente obligados frente a la 
Administración tributaria municipal al cumplimiento de todas las prestaciones, 
salvo que por ley se disponga expresamente otra cosa. Cuando la Administración 
municipal sólo conozca la identidad de un titular practicará y notificará 
las liquidaciones tributarias a nombre del mismo, quien vendrá obligado a 
satisfacerlas si no solicita su división. A tal efecto, para que proceda la división 
será indispensable que el solicitante facilite los datos personales y el domicilio de 
los restantes obligados al pago, así como la proporción en que cada uno de ellos 
participe en el dominio o derecho transmitido.

Artículo 21. Sujetos pasivos: contribuyente y sustituto del 
contribuyente.

1. Es sujeto pasivo el obligado tributario que, según la ordenanza de cada 
tributo, de acuerdo con la ley, debe cumplir la obligación tributaria principal, así 
como las obligaciones formales inherentes a la misma, sea como contribuyente o 
como sustituto del mismo.

2. Es contribuyente el sujeto pasivo que realiza el hecho imponible.

3. Es sustituto el sujeto pasivo que, por imposición de la ley y de la ordenanza 
fiscal reguladora del tributo y en lugar del contribuyente, está obligado a cumplir 
la obligación tributaria principal, así como las obligaciones formales inherentes a 
la misma.

El sustituto podrá exigir del contribuyente el importe de las obligaciones 
tributarias satisfechas, salvo que la ley señale otra cosa.

Sección 2.ª Sucesores

Artículo 22. Sucesores de personas físicas.

1. A la muerte de los obligados tributarios, las obligaciones tributarias 
pendientes se transmitirán a los herederos, sin perjuicio de lo que establece 
la legislación civil en cuanto a la adquisición de la herencia. Las referidas 
obligaciones tributarias se transmitirán a los legatarios en las mismas condiciones 
que las establecidas para los herederos cuando la herencia se distribuya a través 
de legados y en los supuestos en que se instituyan legados de parte alícuota.

En ningún caso se transmitirán las sanciones. Tampoco se transmitirá 
la obligación del responsable salvo que se hubiera notificado el acuerdo de 
derivación de responsabilidad antes del fallecimiento.

2. No impedirá la transmisión a los sucesores de las obligaciones tributarias 
devengadas el hecho de que a la fecha de la muerte del causante la deuda 
tributaria no estuviera liquidada, en cuyo caso las actuaciones se entenderán 
con cualquiera de ellos, debiéndose notificar la liquidación que resulte de dichas 
actuaciones a todos los interesados que consten en el expediente.

3. Mientras la herencia se encuentre yacente, el cumplimiento de las 
obligaciones tributarias del causante corresponderá al representante de 
la herencia yacente o a quien deba considerarse como tal de acuerdo con lo 
dispuesto en el apartado 3 del artículo 45 de la Ley General Tributaria.
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Las actuaciones administrativas que tengan por objeto la cuantificación, 
determinación y liquidación de las obligaciones tributarias del causante deberán 
realizarse o continuarse con el representante de la herencia yacente. Si al término 
del procedimiento no se conocieran los herederos, las liquidaciones se realizarán 
a nombre de la herencia yacente.

Las obligaciones tributarias a que se refiere el párrafo anterior y las que 
fueran transmisibles por causa de muerte podrán satisfacerse con cargo a los 
bienes de la herencia yacente.

4. En estos supuestos, el procedimiento de recaudación será el establecido 
en el apartado 1 del artículo 177 de la Ley General Tributaria. 

Artículo 23. Sucesores de personas jurídicas y entidades sin 
personalidad.

1. Las obligaciones tributarias pendientes de las sociedades y entidades 
con personalidad jurídica disueltas y liquidadas en las que la ley limita la 
responsabilidad patrimonial de los socios, partícipes o cotitulares se transmitirán 
a éstos, que quedarán obligados solidariamente hasta el límite del valor de la 
cuota de liquidación que les corresponda.

Las obligaciones tributarias pendientes de las sociedades y entidades 
con personalidad jurídica disueltas y liquidadas en las que la ley no limita la 
responsabilidad patrimonial de los socios, partícipes o cotitulares se transmitirán 
íntegramente a éstos, que quedarán obligados solidariamente a su cumplimiento.

2. El hecho de que la deuda tributaria no estuviera liquidada en el momento 
de producirse la extinción de la personalidad jurídica de la sociedad o entidad 
no impedirá la transmisión de las obligaciones tributarias devengadas a los 
sucesores, pudiéndose entender las actuaciones con cualquiera de ellos.

3. En los supuestos de extinción o disolución sin liquidación de sociedades 
mercantiles, las obligaciones tributarias pendientes de las mismas se 
transmitirán a las personas o entidades que sucedan o que sean beneficiarias 
de la correspondiente operación. Esta norma también será aplicable a cualquier 
supuesto de cesión global del activo y pasivo de una sociedad mercantil.

4. En caso de disolución de fundaciones o entidades a las que se refiere el 
apartado 4 del artículo 35 de la Ley General Tributaria, las obligaciones tributarias 
pendientes de las mismas se transmitirán a los destinatarios de los bienes y 
derechos de las fundaciones o a los partícipes o cotitulares de dichas entidades.

5. Las sanciones que pudieran proceder por las infracciones cometidas por 
las sociedades y entidades a las que se refiere este artículo serán exigibles a 
los sucesores de las mismas, en los términos establecidos en los apartados 
anteriores, hasta el límite del valor de la cuota de liquidación que les corresponda.

6. En los supuestos previstos en este artículo, el procedimiento de recaudación 
será el regulado en el apartado 2 del artículo 177 de la Ley General Tributaria.

Sección 3.ª Responsables Tributarios

Artículo 24. Responsabilidad tributaria.

1. Las ordenanzas fiscales podrán, de conformidad con la ley, configurar como 
responsables de la deuda tributaria, junto a los deudores principales, a otras 
personas o entidades, solidaria o subsidiariamente. A estos efectos, se considerarán 
deudores principales los obligados tributarios señalados en el apartado 2 del 
artículo 20 de esta ordenanza, sin perjuicio de lo dispuesto por la ley.
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2. Salvo precepto legal expreso en contrario, la responsabilidad será siempre 
subsidiaria.

3. Cuando sean dos o más los responsables subsidiarios o solidarios de una 
misma deuda, ésta podrá exigirse íntegramente a cualquiera de ellos, en los 
términos previstos en el artículo 20 de esta ordenanza.

4. La responsabilidad alcanzará a la totalidad de la deuda tributaria exigida 
en período voluntario.

Cuando, transcurrido el período voluntario que se concederá al responsable 
para el ingreso, no se efectúe el pago, se iniciará el período ejecutivo y se 
exigirán los recargos e intereses que procedan.

La responsabilidad no alcanzará a las sanciones, salvo las excepciones que se 
establezcan por ley.

5. La derivación de la acción administrativa para exigir el pago de la deuda 
tributaria a los responsables requerirá un acto administrativo en el que, previa 
audiencia del interesado, se declare la responsabilidad y se determine su alcance 
y extensión, de conformidad con lo previsto en los artículos 174 a 176 de la Ley 
General Tributaria.

Con anterioridad a esa declaración, podrán adoptarse las medidas cautelares 
del artículo 81 y realizar actuaciones de investigación, con las facultades previstas 
en los artículos 142 y 162, todos de la Ley General Tributaria.

6. La responsabilidad podrá ser declarada en cualquier momento posterior a 
la práctica de la liquidación o a la presentación de la autoliquidación, salvo que la 
ley disponga otra cosa.

En el supuesto de liquidaciones administrativas, si la declaración de 
responsabilidad se efectúa con anterioridad al vencimiento del período voluntario 
de pago, la competencia para dictar el acto administrativo de declaración de 
responsabilidad corresponde al órgano competente para dictar la liquidación. 
En los demás casos, dicha competencia corresponderá al órgano encargos de la 
recaudación.

Artículo 25. Responsables solidarios.

1. Responderán solidariamente de las obligaciones tributarias las siguientes 
personas o entidades:

a) Las que sean causantes o colaboren activamente en la realización de una 
infracción tributaria. Su responsabilidad también se extenderá a la sanción.

b) Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo a) anterior, los partícipes o 
cotitulares de las entidades a que se refiere el apartado 4 del artículo 35 de la 
Ley General Tributaria, en proporción a sus respectivas participaciones respecto a 
las obligaciones tributarias materiales de dichas entidades.

c) Las que sucedan por cualquier concepto en la titularidad o ejercicio 
de explotaciones o actividades económicas, por las obligaciones tributarias 
contraídas del anterior titular y derivadas de su ejercicio. Lo dispuesto en el 
párrafo anterior no será aplicable a los adquirentes de elementos aislados, salvo 
que dichas adquisiciones, realizadas por una o varias personas o entidades, 
permitan la continuación de la explotación o actividad.

La responsabilidad a que se refiere el primer párrafo de esta letra no será 
aplicable a los supuestos de sucesión por causa de muerte.
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Lo dispuesto en el primer párrafo de esta letra no será aplicable a los 
adquirentes de explotaciones o actividades económicas pertenecientes a un 
deudor concursado cuando la adquisición tenga lugar en un procedimiento 
concursal.

2. Asimismo, responderán solidariamente del pago de la deuda tributaria 
pendiente, hasta el importe del valor de los bienes o derechos que se hubieren 
podido embargar o enajenar, las siguientes personas o entidades:

a) Las que sean causantes o colaboren en la ocultación o transmisión de 
bienes o derechos del obligado al pago con la finalidad de impedir la actuación de 
la Administración tributaria.

b) Las que por culpa o negligencia incumplan las órdenes de embargo.

c) Las que, con conocimiento del embargo, medida cautelar o la constitución 
de garantía, colaboren o consientan en el levantamiento de los bienes o derechos 
embargados o de aquellos bienes o derechos sobre los que se haya constituido la 
medida cautelar o la garantía.

d) Las personas o entidades depositarias de los bienes del deudor que, 
una vez recibida la notificación del embargo, colaboren o consientan en el 
levantamiento de aquéllos.

3. En los supuestos de responsabilidad solidaria, a falta de pago de la deuda 
por el deudor principal y sin perjuicio de la responsabilidad de éste, la Hacienda 
Municipal podrá reclamar aquélla de los responsables solidarios, si los hubiere.

Se entenderá producida la falta de pago de la deuda tributaria una vez 
transcurrido el período voluntario sin haberse satisfecho la deuda.

Artículo 26. Responsables subsidiarios.

1. Serán responsables subsidiarios de las obligaciones tributarias, aparte de 
los que señale la ordenanza del Tributo:

a) Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo a) del apartado 1 del artículo 25 
de esta ordenanza, los administradores de hecho o de derecho de las personas 
jurídicas que, habiendo éstas cometido infracciones tributarias, no hubiesen 
realizado los actos necesarios que sean de su incumbencia para el cumplimiento 
de las obligaciones y deberes tributarios, hubiesen consentido el incumplimiento 
por quienes de ellos dependan o hubiesen adoptado acuerdos que posibilitasen 
las infracciones. Su responsabilidad también se extenderá a las sanciones.

b) Los administradores de hecho o de derecho de aquellas personas jurídicas 
que hayan cesado en sus actividades, por las obligaciones tributarias devengadas 
de éstas que se encuentren pendientes en el momento del cese, siempre que 
no hubieran hecho lo necesario para su pago o hubieren adoptado acuerdos o 
tomado medidas causantes del impago.

c) Los integrantes de la administración concursal y los liquidadores de 
sociedades y entidades en general que no hubiesen realizado las gestiones 
necesarias para el íntegro cumplimiento de las obligaciones tributarias 
devengadas con anterioridad a dichas situaciones e imputables a los respectivos 
obligados tributarios. De las obligaciones tributarias y sanciones posteriores a 
dichas situaciones responderán como administradores cuando tengan atribuidas 
funciones de administración.

d) Los adquirentes de bienes afectos por ley al pago de la deuda tributaria, 
en los términos del artículo 79 de la Ley General Tributaria.
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2. La derivación de la acción administrativa a los responsables subsidiarios 
requerirá la previa declaración de fallido del deudor principal y de los demás 
responsables solidarios.

Sección 4.ª El domicilio fiscal

Artículo 27. Domicilio fiscal.

1. El domicilio fiscal es el lugar de localización del obligado tributario en sus 
relaciones con la Administración tributaria.

a) Para las personas físicas, el lugar donde tengan su residencia habitual. 
No obstante, para las personas físicas que desarrollen principalmente actividades 
económicas, en los términos que se determinen reglamentariamente, la 
Administración tributaria municipal podrá considerar como domicilio fiscal el lugar 
donde esté efectivamente centralizada la gestión administrativa y la dirección de 
las actividades desarrolladas.

Si no pudiera establecerse dicho lugar, prevalecerá aquel donde radique el 
mayor valor del inmovilizado en el que se realicen las actividades económicas.

b) Para las personas jurídicas y las entidades a las que se refiere el apartado 
4 del artículo 20 de esta ordenanza, su domicilio social, siempre que en él 
esté efectivamente centralizada su gestión administrativa y la dirección de sus 
negocios. En otro caso, se atenderá al lugar en el que se lleve a cabo dicha 
gestión o dirección.

Cuando no pueda determinarse el lugar del domicilio fiscal de acuerdo 
con los criterios anteriores prevalecerá aquel donde radique el mayor valor del 
inmovilizado.

2. Los obligados tributarios deberán comunicar su domicilio fiscal y el 
cambio del mismo a la Administración tributaria municipal, mediante declaración 
expresa a tal efecto, sin que el cambio de domicilio produzca efecto frente a 
la Administración, hasta que se cumpla con dicho deber de comunicación. La 
Administración podrá comprobar y rectificar el domicilio fiscal declarado por los 
obligados tributarios.

Los obligados tributarios que residan fuera del término municipal, para 
cuanto se refiere a sus relaciones con la Administración tributaria municipal, 
vendrán obligados a designar un representante con domicilio en el término 
municipal de Ceutí. Sólo para personas no residentes en España.

3. El incumplimiento de la obligación establecida en el número anterior 
constituirá infracción leve.

Capítulo VI. La deuda tributaria

Sección 1.ª Disposición general

Artículo 28. Deuda tributaria.

1. La deuda tributaria estará constituida por la cuota o cantidad a ingresar 
que resulte de la obligación principal, o de las obligaciones de realizar pagos a 
cuenta, determinada, conforme a la ley, según las ordenanzas de cada Tributo.

2. Además, la deuda tributaria, estará integrada, en su caso, por:

a) El interés de demora.

b) Los recargos por declaración extemporánea.

c) Los recargos del período ejecutivo.

d) Los recargos exigibles legalmente sobre las bases o cuotas.
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3. Las sanciones tributarias no formarán parte de la deuda tributaria, pero 
en su recaudación se aplicará la misma normativa que para cuales quiera de los 
componentes de la deuda tributaria.

Sección 2.ª El pago

Subsección 1.ª Normas generales

Artículo 29. Legitimación, lugar de pago y forma de pago.

1. Cualquier persona puede efectuar el pago, salvo que al órgano competente 
para la recaudación le conste con carácter previo y de forma fehaciente la 
oposición del deudor. La oposición del deudor no surtirá efectos respecto de 
cualquier persona obligada a realizar el ingreso en virtud de una disposición legal 
o reglamentaria.

El tercero que pague la deuda no estará legitimado para ejercitar ante la 
Administración los derechos que corresponden al obligado al pago. Sin embargo, 
podrá ejercitar los derechos que deriven a su favor exclusivamente del acto del 
pago.

2. El pago de las deudas podrá realizarse en las entidades que presten el 
servicio de caja y entidades colaboradoras, directamente o por vía telemática, 
cuando así esté establecido por el órgano municipal competente.

3. Los pagos realizados a órganos no competentes para recibirlos o personas 
no autorizadas para ello no liberarán al deudor de su obligación de pago, sin 
perjuicio de las responsabilidades de todo orden en que incurra el perceptor 
indebido.

4. En el procedimiento administrativo de apremio, cuando el importe obtenido 
fuera insuficiente para liquidar íntegramente la totalidad de los componentes 
de una misma deuda, la aplicación se realizará en primer lugar a las costas y 
seguida y proporcionalmente, al principal de la deuda y a los recargos del período 
ejecutivo, cancelándose en último lugar los intereses de demora devengados.

Artículo 30. Medios y momento del pago en efectivo.

1. El pago de las deudas y sanciones tributarias que deba realizarse en 
efectivo se podrá hacer siempre en dinero de curso legal.

Asimismo se podrá realizar por alguno de los siguientes medios, con los 
requisitos y condiciones que para cada uno de ellos se establecen en la presente 
ordenanza y siguiendo los procedimientos que se dispongan en cada caso:

a) Cheque.

b) Tarjeta de crédito y débito.

c) Transferencia bancaria.

d) Domiciliación bancaria.

e) Giro postal.

f) Cualesquiera otros que se autoricen por el órgano municipal competente.

Será admisible el pago por los medios a los que se refieren las letras b), c), 
d) y e) en aquellos casos en los que así se establezca.

2. El pago en efectivo de las deudas no tributarias se efectuará por los 
medios que autorice su propia normativa.

Si no se hubiera dispuesto regla especial, el pago deberá realizarse por los 
medios citados en el apartado anterior.
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3. Se entiende pagada en efectivo una deuda cuando se ha realizado el 
ingreso de su importe en las cajas de las entidades colaboradoras o entidades 
que, en su caso, presten el servicio de caja o demás personas o entidades 
autorizadas para recibir el pago.

4. No obstante, cuando el pago se realice a través de entidades de depósito 
u otras personas autorizadas, la entrega al deudor del justificante de ingreso 
liberará a éste desde la fecha que se consigne en el justificante y por el importe 
que figure en él, quedando obligada la entidad o intermediario financiero frente a 
la Hacienda municipal desde ese momento y por dicho importe, salvo que pudiera 
probarse fehacientemente la inexactitud de la fecha o el importe que conste en la 
validación del justificante.

5. Las órdenes de pago dadas por el deudor a las entidades de depósito y 
otras personas autorizadas para recibir el pago no surtirán por sí solas efectos 
frente a la Hacienda municipal, sin perjuicio de las acciones que correspondan al 
ordenante frente a la entidad o persona responsable del incumplimiento.

Artículo 31. Pago mediante cheque.

1. Los pagos que deban efectuarse en las cajas municipales podrán hacerse 
mediante cheque, que deberá reunir, además de los requisitos generales exigidos 
por la legislación mercantil, los siguientes:

a) Ser nominativo a favor del Ayuntamiento de Ceutí.

b) Ya sea bancario o de cuenta corriente, estar debidamente conformado o 
certificado por la entidad de crédito, en fecha y forma.

c) El nombre o razón social del librador, que se expresará debajo de la firma 
con toda claridad.

La entrega del cheque liberará al obligado al pago por el importe satisfecho, 
que podrá contraerse a uno o varios débitos para su pago de forma simultánea, 
cuando sea hecho efectivo. En tal caso, surtirá efectos desde la fecha en que 
haya tenido entrada en la caja correspondiente.

2. En el caso de entrega en las entidades colaboradoras o entidades que 
pudieran prestar el servicio de caja, la admisión de cheques, como medio de 
pago deberá reunir además de los requisitos exigidos por la legislación mercantil, 
las siguientes:

a) Ser nominativo a favor del Ayuntamiento de Ceutí y cruzado.

b) Estar debidamente conformado o certificado por la Entidad de crédito en 
fecha y forma.

La admisión de cheques que incumplan alguno de los requisitos anteriores 
quedará a riesgo de la entidad que los acepte, sin perjuicio de las acciones que 
correspondan a dicha entidad contra el obligado al pago.

No obstante, cuando un cheque válidamente conformado o certificado no 
pueda ser hecho efectivo en todo o en parte, una vez transcurrido el período 
voluntario, se dictará providencia de apremio por la parte no pagada para su 
cobro en vía de apremio y le será exigido a la entidad que lo conformó o certificó.

La entrega del cheque en la entidad que, en su caso, preste el servicio de caja 
liberará al deudor por el importe satisfecho, cuando sea hecho efectivo. En tal 
caso, surtirá efectos desde la fecha en que haya tenido entrada en dicha entidad. 
Ésta validará el correspondiente justificante de ingreso en el que consignará la 

NPE: A-071212-17632



Página 48471Número 283	 Viernes, 7 de diciembre de 2012

fecha y el importe del pago, quedando desde ese momento la entidad obligada 
ante la Hacienda pública.

El importe del cheque podrá contraerse a un solo débito o comprender varios 
débitos para su pago de forma simultánea.

Artículo 32. Pago mediante tarjeta de crédito y débito.

1. Será admisible el pago mediante tarjetas de crédito y débito, siempre que 
la tarjeta a utilizar se encuentre incluida entre las que, a tal fin, sean admitidas 
por la Administración tributaria municipal.

2. El límite de los pagos a realizar vendrá determinado por el asignado 
por la entidad emisora individualmente a cada tarjeta y que, en ningún caso, 
podrá superar la cantidad que se establezca por el órgano municipal competente 
por cada documento de ingreso, no pudiendo simultanearse, para un mismo 
documento de ingreso, con cualquier otro de los medios de pago admitidos.

3. Los importes ingresados por los obligados al pago a través de tarjetas de 
crédito o débito no podrán ser minorados como consecuencia de descuentos en la 
utilización de tales tarjetas o por cualquier otro motivo.

4. Los ingresos efectuados por medio de tarjeta de crédito y débito, se 
entenderán realizados en el día en que aquellos hayan tenido entrada en las 
cuentas corrientes municipales.

Artículo 33. Pago mediante transferencia bancaria.

1. Será admisible el pago mediante transferencia bancaria a alguna de las 
cuentas corrientes municipales únicamente en aquellos supuestos en que así se 
le comunique al obligado al pago por los órganos municipales competentes.

2. El mandato de la transferencia será por importe igual al de la deuda; 
habrá de expresar el concepto tributario concreto a que el ingreso corresponda, 
y contener el pertinente detalle cuando el ingreso se refiera y haya de aplicarse a 
varios conceptos.

3. Simultáneamente al mandato de transferencia el ordenante pondrá en 
conocimiento de los órganos municipales competentes la fecha, importe y la 
Entidad financiera receptora de la transferencia, así como el concepto o conceptos 
tributarios a que corresponde.

4. Se considerará momento del pago la fecha en que haya tenido entrada 
el importe correspondiente en las cuentas corrientes municipales, quedando 
liberado desde ese momento el obligado al pago frente a la Hacienda municipal.

Artículo 34. Pago mediante domiciliación bancaria.

1. El pago mediante domiciliación bancaria se realizará en los supuestos y 
con los requisitos regulados en este artículo.

2. En el supuesto de aplazamientos, fraccionamientos y otros ingresos 
distintos de los de vencimiento periódico y notificación colectiva, la domiciliación 
bancaria deberá ajustarse a los siguientes requisitos:

a) Que el obligado al pago sea titular de la cuenta en que domicilie el pago y 
que dicha cuenta se encuentre abierta en una entidad de depósito.

b) Que el obligado al pago comunique su orden de domiciliación al órgano 
municipal competente.

3. El pago de los tributos periódicos que son objeto de notificación colectiva 
podrá realizarse mediante domiciliación en entidades de depósito, ajustándose a 
las condiciones que se detallan a continuación:
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a) Solicitud a la Administración municipal.

b) Las domiciliaciones de pago tendrán validez por tiempo indefinido, 
pudiéndose anular en cualquier momento. Asimismo podrán trasladarse a 
otras entidades de depósito, poniéndolo en conocimiento de la Administración 
municipal dentro del plazo a que se refiere el apartado siguiente.

c) El Ayuntamiento establecerá, en cada momento, la fecha límite para la 
admisión de solicitudes de domiciliación y traslado y el período a partir del cual 
surtirán efecto.

4. Los pagos efectuados mediante domiciliación bancaria se entenderán 
realizados en la fecha de cargo en cuenta de dichas domiciliaciones, 
considerándose justificante del ingreso el que a tal efecto expida la entidad de 
depósito donde se encuentre domiciliado el pago, debiendo recoger como mínimo 
los datos que se establezcan por el órgano municipal competente.

Artículo 35. Pago mediante giro postal.

Cuando así se indique en la notificación, los pagos en efectivo de las deudas 
tributarias que hayan de realizarse en las Cajas municipales podrán efectuarse 
mediante giro postal. Los sujetos pasivos consignarán, sucintamente, en el “talón 
para el destinatario” que integra el impreso de imposición, los datos referentes al 
remitente y domicilio, sujeto pasivo, tributo o exacción de que se trate, período 
impositivo, número de recibo o liquidación, objeto tributario y, en su caso, 
situación del mismo. Sin perjuicio de lo anterior, al mismo tiempo de imponer 
el giro, cursarán el ejemplar de la declaración o notificación, según los casos, 
al Ayuntamiento de Ceutí, consignando en dicho ejemplar, la Oficina de correos 
o estafeta en que se haya impuesto el giro, fecha de imposición y número que 
aquélla le haya asignado.

Los ingresos por este medio se entenderán a todos los efectos realizados en 
el día en que el giro se haya impuesto.

Artículo 36. Justificantes y certificaciones de pago.

1. El que pague una deuda tendrá derecho a que se le entregue justificante 
del pago realizado.

El pago de las deudas tributarias solamente se justificará mediante la exhibición 
del documento que, de los enumerados en el apartado siguiente, proceda.

2. Los justificantes del pago en efectivo serán, según los casos:

a) Los recibos.

b) Las cartas de pago suscritas o validadas por órganos competentes o por 
entidades autorizadas para recibir el pago.

c) Las certificaciones acreditativas del ingreso efectuado.

d) Cualquier otro documento al que se otorgue expresamente el carácter de 
justificante de pago por el órgano municipal competente.

3. Los justificantes de pago en efectivo deberán indicar, al menos, las 
siguientes circunstancias:

a) Nombre y apellidos o razón social completa, número de identificación 
fiscal, si consta, y domicilio del deudor.

b) Concepto, importe de la deuda y período a que se refiere.

c) Fecha de pago.

d) Órgano, persona o entidad que lo expide.
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4. Cuando los justificantes de pago se extiendan por medios mecánicos, las 
circunstancias del apartado anterior podrán expresarse en clave o abreviatura 
suficientemente identificadoras, en su conjunto, del deudor y de la deuda 
satisfecha a que se refieran.

5. El deudor podrá solicitar de la Administración certificación acreditativa del 
pago efectuado quedando ésta obligada a expedirla.

Subsección 2.ª Aplazamiento, fraccionamiento y plan personalizado de pago.

Artículo 37. Deudas aplazables.

1. El pago de las deudas tributarias y demás de derecho público podrá 
aplazarse o fraccionarse en los términos previstos en los artículos 65 y 82 de la 
Ley General Tributaria y en la presente ordenanza.

2. El deudor deberá justificar las dificultades de tesorería, así como, en su 
caso, el endeudamiento o su estado de insolvencia inminente. Se considera en 
estado de insolvencia inminente el deudor que prevea que no podrá cumplir 
regular y puntualmente sus obligaciones.

3. El fraccionamiento se concederá, en su caso, por un período máximo de 
18 meses, en plazos trimestrales o semestrales. En el caso de aplazamientos, el 
plazo máximo no excederá de un año.

En casos muy cualificados y excepcionales, en función de la capacidad de 
pago del obligado y del importe adeudado, podrán concederse aplazamientos y 
fraccionamientos por un período de hasta tres y cinco años, respectivamente. No 
obstante, no podrán concederse aplazamientos o fraccionamientos por períodos 
cuyos plazos de pago superen el de prescripción de cada deuda objeto de 
aplazamiento o fraccionamiento.

Artículo 38. Solicitud.

1. Los aplazamientos y fraccionamientos se concederán por la Administración 
municipal, previa solicitud de los obligados al pago. No se admitirá la solicitud 
respecto de deudas que se encuentren en período ejecutivo en cualquier 
momento posterior al de la notificación del acto administrativo por el que se 
acuerde la enajenación de los bienes embargados.

2. La solicitud de aplazamiento o fraccionamiento contendrá necesariamente 
los siguientes datos:

a) Nombre y apellidos o razón social completa, número de identificación fiscal 
y domicilio del obligado al pago y, en su caso, de la persona que lo represente.

b) Deberán identificarse todas las deudas que se encuentren comprendidas 
en un plazo de pago de los establecidos en el artículo 62 de la LGT. Asimismo 
deberán figurar aquellas otras que, habiendo superado el plazo de pago regulado 
en el artículo 62.5 LGT permanezcan sin abonar, no estando suspendidas.

c) Para la identificación de las deudas cuyo aplazamiento o fraccionamiento 
se solicite, debe figurar necesariamente, al menos, su importe, concepto y 
fecha de finalización del plazo de ingreso en período voluntario o su referencia 
contable. En los supuestos de deudas derivadas de una autoliquidación, junto con 
la solicitud deberá presentarse la propia autoliquidación.

Si frente al obligado al pago se siguiesen varios expedientes, o uno solo 
con varias deudas, el peticionario podrá solicitar ante la Recaudación Municipal 
la emisión de un documento que englobe todas las deudas. Este documento se 
acompañará a la solicitud y suplirá la identificación de las deudas.

NPE: A-071212-17632



Página 48474Número 283	 Viernes, 7 de diciembre de 2012

d) Causas que acrediten que su situación económico-financiera le impide, de 
forma transitoria, efectuar el pago. En particular, se deberán enumerar las cargas 
que graven su patrimonio.

e) Compromiso expreso e irrevocable de la entidad de crédito o sociedad de 
garantía recíproca de formalizar aval solidario o certificado de seguro de caución, 
salvo en los supuestos de los apartados 2, 3, 6 y 7 del artículo siguiente.

En los fraccionamientos podrán constituirse garantías parciales e 
independientes para uno o varios plazos.

f) Cuando se solicite la dispensa total o parcial de la garantía será preciso 
acompañar un plan de viabilidad al que se unirá la documentación mencionada 
en los apartados 2, 3 y 4 del artículo siguiente y cualquier otra información que 
justifique la posibilidad de cumplir el aplazamiento o fraccionamiento solicitado.

g) Plazos y demás condiciones del aplazamiento o fraccionamiento que se 
solicita.

h) Orden de domiciliación bancaria indicando el número de código cuenta 
cliente y los datos identificativos de la entidad de crédito o de depósito que deba 
efectuar el cargo en cuenta, que podrá no ser del obligado tributario, exigiéndose 
en tal caso el consentimiento del titular o titulares de la misma.

i) Lugar, fecha y firma del obligado al pago así como, en su caso, la de su 
representante y la del titular de la cuenta corriente donde se van a realizar los 
abonos, si fuese persona distinta del deudor.

3. Si el solicitante del aplazamiento o fraccionamiento tuviera derecho 
a la devolución de ingresos indebidos por parte del Ayuntamiento, éstos 
tendrán siempre la consideración de pago a cuenta en los fraccionamientos y 
de cantidades compensadas o embargadas, que se deben deducir del importe 
adeudado, en los aplazamientos. Si se denegase la solicitud del interesado se 
procederá a la compensación o, en su caso, embargo de dichas cantidades.

Artículo 39. Garantías.

1. Cuando se justifique que no es posible obtener aval solidario de entidad 
de crédito o sociedad de garantía recíproca o certificado de seguro de caución, o 
que su aportación compromete gravemente la viabilidad económica del obligado 
al pago, la Administración podrá admitir garantías que consistan en hipoteca 
mobiliaria o inmobiliaria, prenda con o sin desplazamiento de la posesión, 
anotación preventiva de embargo, fianza personal y solidaria, o cualquier otra 
que estime suficiente el órgano encargado de la recaudación.

2. Cuando se solicite la admisión de garantía que no consista en aval de 
entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca o certificado de seguro de 
caución se aportará junto a la solicitud de aplazamiento o fraccionamiento, la 
siguiente documentación:

a) Declaración responsable e informe justificativo de la imposibilidad de 
obtener dicho aval o certificado de seguro de caución, en el que consten las 
gestiones efectuadas al respecto, debidamente documentadas. En este sentido, 
la imposibilidad de obtener dicho aval o certificado de caución deberá acreditarse 
con la negativa de al menos tres entidades financieras o aseguradoras.

b) Valoración de los bienes ofrecidos en garantía efectuada por empresas 
o profesionales especializados e independientes. Cuando exista un Registro de 
empresas o profesionales especializados en la valoración de un determinado tipo 
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de bienes, la Administración podrá exigir que la valoración se efectúe por una 
empresa o profesional inscrito en dicho Registro.

3. Si el obligado tributario no pudiese presentar garantía o el importe de lo 
adeudado no la precisase, el peticionario deberá presentar un plan de viabilidad 
al que acompañará la documentación con trascendencia económico-financiera 
que se estime adecuada por el departamento encargado de la tramitación 
de la solicitud, y que justifique la posibilidad de cumplir el aplazamiento o 
fraccionamiento solicitado.

4. El deudor deberá aportar, bien espontáneamente, bien a criterio del 
mencionado departamento, entre otra prueba documental, la siguiente:

a) Si es trabajador por cuenta ajena:

1.º La referida a los ingresos provenientes de los rendimientos de trabajo 
personal (salarios, pensiones, prestaciones sociales o certificación negativa 
de percepción de estas ayudas, justificante del estado de paro, informe de los 
servicios sociales de donde tenga la residencia, etc.)

2.º Derechos reales sobre bienes inmuebles (propiedad, usufructo).

3.º Vehículos de su propiedad.

4.º Relación de otros bienes (acciones, obligaciones, fondos de inversión, etc.)

5.º Declaraciones del IRPF y del Impuesto sobre el Patrimonio.

b) Si la actividad del deudor es empresarial o profesional, aparte de la 
referida a los números 2, 3 y 4 del apartado anterior deberá especificar los 
rendimientos netos de su actividad empresarial o profesional.

En caso de empresarios o profesionales obligados por ley a llevar contabilidad, 
balance y cuenta de resultados de los tres últimos ejercicios cerrados e informe 
de auditoría, si existe. Asimismo deberá acompañar cualquier otra información 
relevante para justificar la existencia de dificultades económicas y la viabilidad en 
el cumplimiento del aplazamiento o fraccionamiento solicitado.

5. La garantía cubrirá el importe del principal y de los intereses de demora 
que genere el aplazamiento, y un 25 por ciento de la suma de ambas partidas.

6. No se exigirá garantía cuando el solicitante sea una Administración pública 
o el importe de la deuda, cuyo aplazamiento o fraccionamiento se solicita, sea 
inferior a 18000 euros, sin perjuicio de que el deudor demuestre que puede 
cumplir el aplazamiento o fraccionamiento solicitado mediante la presentación 
de la documentación especificada en el apartado cuatro de este artículo que le 
requiera la Administración o presentando un plan de viabilidad.

7. Se podrá dispensar total o parcialmente de la prestación de las 
garantías exigibles, cuando el obligado al pago carezca de los bienes suficientes 
para garantizar la deuda y la ejecución de su patrimonio pudiera afectar al 
mantenimiento de la capacidad productiva y del nivel de empleo de la actividad 
económica respectiva, o bien pudiera producir graves quebrantos para los 
intereses de la Hacienda municipal.

8. Si el deudor, por dificultades económico-financieras de carácter estructural, 
no pudiese presentar un plan de viabilidad que justifique la posibilidad de 
cumplir el aplazamiento o fraccionamiento solicitado o incumpliera los pagos del 
aplazamiento o fraccionamiento concedido, se dará cuenta a la Asesoría Jurídica 
municipal para que, en su caso, se inste el correspondiente procedimiento 
concursal, sin perjuicio de su data por insolvencia.
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Artículo 40. Tramitación.

1. Presentada la solicitud de aplazamiento, si concurriere algún defecto en 
la misma o en la documentación aportada, se concederá al interesado un plazo 
de 10 días para su subsanación con el apercibimiento de que si así no lo hiciere 
se procederá sin más trámite al archivo de la solicitud, que se tendrá por no 
presentada, con la consiguiente continuación del procedimiento recaudatorio.

2. Si la solicitud de aplazamiento o fraccionamiento y la documentación 
preceptiva no presentasen defectos u omisiones, o si éstos hubieren sido 
subsanados en plazo, se procederá, previos los trámites oportunos, a dictar 
resolución expresa, sin que proceda dictar providencia de apremio, aun cuando 
haya transcurrido el plazo de pago en período voluntario, hasta tanto no haya 
sido resuelta la petición. Cuando la solicitud se presente en periodo ejecutivo, la 
Administración Municipal podrá iniciar o, en su caso, continuar el procedimiento 
de apremio. No obstante, deberán suspenderse las actuaciones de enajenación 
de los bienes embargados hasta la notificación de la resolución denegatoria del 
aplazamiento o fraccionamiento.

El órgano competente para resolver las solicitudes de aplazamiento o 
fraccionamiento es la Alcaldía Presidencia, Concejal Delegado u Órgano en quien 
se delegue. 

Durante la tramitación de la solicitud el deudor deberá efectuar el pago del 
plazo, fracción o fracciones propuestos en aquélla. El órgano competente para la 
tramitación de la solicitud, si estima que la resolución pudiera verse demorada 
como consecuencia de la complejidad del expediente, valorará el establecimiento 
de un calendario provisional de pagos hasta que la resolución se produzca. Dicho 
calendario podrá incorporar plazos distintos de los propuestos por el solicitante y 
lo sustituirá a todos los efectos.

En caso de incumplimiento de cualquiera de dichos pagos, ya sean 
los propuestos por el interesado o los fijados por la Administración en el 
correspondiente calendario, se podrá denegar la solicitud por concurrir 
dificultades económico-financieras de carácter estructural.

La resolución deberá adoptarse en el plazo de seis meses a contar desde el 
día en que la solicitud de aplazamiento tuvo entrada en el registro del órgano 
competente para resolver.

Transcurrido dicho plazo sin que haya recaído resolución, los interesados 
podrán considerar desestimada la solicitud para deducir frente a la denegación 
presunta el correspondiente recurso o esperar la resolución expresa.

3. La resolución se notificará con las siguientes prevenciones:

a) Si fuese aprobatoria, deberá aportarse la garantía en el plazo de 
treinta días siguientes al de la notificación del acuerdo de concesión, que 
estará condicionado a su prestación; incluirá el cálculo de los intereses de 
demora y advertirá de las consecuencias que se producirán en caso de falta de 
pago, conforme a lo dispuesto en el artículo 42; y que transcurrido el citado 
plazo sin formalizar la garantía se iniciará o reanudará el período ejecutivo 
por la totalidad del débito no ingresado. El vencimiento de los plazos llevará, 
con carácter general, fecha del 5 ó 20 del mes a que se refiere y el primero 
de ellos se señalará de forma que antes de su vencimiento pueda formalizar 
la correspondiente garantía. En el caso de autoliquidaciones presentadas dentro 
de plazo junto con la solicitud de aplazamiento o fraccionamiento, el acuerdo 
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de concesión aprobará la liquidación que corresponda si de la comprobación 
de la autoliquidación presentada resultara una cantidad a pagar distinta a la 
consignada en la autoliquidación. Asimismo, deberá prevenir que la suma a 
garantizar será la de la totalidad del importe liquidado y que de no formalizar 
la correspondiente garantía y no ingresar, en el plazo a que se refiere la letra b) 
siguiente, la liquidación, se procederá conforme se dispone en el párrafo anterior. 
Si se trata de autoliquidaciones extemporáneas sin requerimiento previo, además 
de lo anterior, contendrá la aprobación de los recargos e intereses, en su caso, a 
que se refiere el artículo 18 de esta ordenanza.

b) Si fuese denegatoria y se hubiese solicitado el aplazamiento o 
fraccionamiento en período voluntario, con la advertencia de que la deuda deberá 
pagarse dentro del plazo que reste de período voluntario.

Si hubiera transcurrido el periodo voluntario, el obligado al pago deberá 
ingresar la deuda, junto con los intereses devengados en el plazo comprendido 
desde la fecha de recepción de la notificación hasta el día 20 de dicho mes o hasta 
el día 5 del mes siguiente, dependiendo de que dicha resolución se notifique entre 
los días 1 y 15 o entre el 16 y último del mes, respectivamente. Transcurrido el 
plazo sin que se hubiera realizado el ingreso de la deuda se iniciará el periodo 
ejecutivo.

En el caso de autoliquidaciones presentadas durante el período voluntario de 
ingreso junto con la solicitud de aplazamiento o fraccionamiento, la resolución 
denegatoria contendrá, asimismo, la aprobación de la liquidación correspondiente 
con los intereses devengados desde la finalización del período voluntario de 
ingreso. Tratándose de autoliquidaciones extemporáneas sin requerimiento 
previo, la resolución denegatoria aprobará la liquidación que corresponda 
con las consecuencias a que se refiere el artículo 18 de esta ordenanza junto 
con los intereses devengados desde el día siguiente a la presentación de la 
autoliquidación extemporánea.

Si se hubiese solicitado en período ejecutivo, se reanudarán las actuaciones 
por la totalidad del débito no ingresado.

Artículo 41. Intereses.

Las cantidades cuyo pago se aplace o fraccione devengarán el interés de 
demora a que refieren los artículos 26.6 de la Ley General Tributaria y 17 de 
la Ley General Presupuestaria, según se trate de deudas tributarias o no 
tributarias, respectivamente. No obstante, en los supuestos de aplazamiento o 
fraccionamiento de deudas garantizadas en su totalidad mediante aval solidario 
de entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca o mediante certificado de 
seguro de caución, el interés de demora exigible será el interés legal.

En el caso de concesión de aplazamiento, los intereses se calcularán sobre 
la deuda, computándose el tiempo desde el vencimiento del período voluntario 
hasta el vencimiento del plazo de ingreso concedido para cada fracción. Los 
intereses devengados por cada fracción deberán pagarse junto con dicha fracción 
en el plazo de ingreso de ésta.

Si el aplazamiento o fraccionamiento ha sido solicitado en período ejecutivo, 
la base para el cálculo de intereses no incluirá el recargo del período ejecutivo 
que corresponda. En el caso de autoliquidaciones sin ingreso que se hayan 
presentado extemporáneamente el interés de demora se computará desde la 
fecha de presentación de la solicitud de aplazamiento o fraccionamiento.
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Artículo 42. Efectos de la falta de pago.

1. En los aplazamientos solicitados en período voluntario, si llegado el 
vencimiento del plazo concedido no se efectuara el pago se iniciará el período 
ejecutivo que incluirá la deuda aplazada, los intereses devengados y el recargo 
del período ejecutivo correspondiente. En los aplazamientos solicitados en 
período ejecutivo, se procederá, en su caso, a ejecutar la garantía, o, en caso de 
inexistencia o insuficiencia de ésta se seguirá el procedimiento de apremio para 
la realización del débito pendiente.

2. En los fraccionamientos solicitados en período voluntario, si llegado el 
vencimiento de cualquiera de los plazos no se efectuara el pago se considerarán 
también vencidas las fracciones pendientes, iniciándose el período ejecutivo para 
el cobro de la totalidad de la deuda fraccionada no satisfecha y sus intereses 
devengados hasta la fecha de vencimiento del plazo incumplido, con el recargo del 
período ejecutivo que corresponda. Si el fraccionamiento fue solicitado en período 
ejecutivo, del mismo modo, se consideran vencidas anticipadamente las fracciones 
pendientes procediéndose conforme lo dispuesto en el apartado anterior. 

Artículo 43. Plan Personalizado de Pago.

1. Definición. El Plan Personalizado de Pago es un sistema especial de pago 
de recibos que permite realizar ingresos periódicos a cuenta de la deuda anual 
estimada correspondiente a los siguientes recibos de padrón: Impuesto de bienes 
inmuebles (IBI), Impuesto de vehículos de tracción mecánica (IVTM), Impuesto 
sobre actividades económicas (IAE) y Tasa por aprovechamiento especial de la 
vía pública con entrada de vehículos (VADOS).

No se cobrarán intereses de demora, siempre que se paguen las fracciones 
en los plazos indicados.

2. Requisitos:

a) No tener deuda pendiente en ejecutiva con la Administración Municipal.

b) El importe total anual de la deuda tributaria en voluntaria, referida a la 
suma de los tributos señalados en el párrafo 1 debe ser superior a 200 euros para 
los solicitantes que sean personas físicas y a 400 euros para los solicitantes que 
sean personas jurídicas.

Dicho importe se calculará tomando como referencia los datos-base del 
ejercicio anterior a la aplicación del plan personalizado de pago, incluidos los 
beneficios fiscales que le correspondan.

c) Deberá domiciliar obligatoriamente el pago de las cuotas en una única 
cuenta.

3. Periodicidad de los pagos. El interesado podrá seleccionar la siguiente 
periodicidad de pago:

a) Bimestral: Consistirá en seis cuotas cuyo cobro se realizará los días 5 de 
febrero, 5 de abril, 5 de junio, 5 de agosto, 5 de octubre y 5 de diciembre.

b) Trimestral: Consistirá en cuatro cuotas cuyo cobro se realizará los días 5 
de febrero, 5 de mayo, 5 de agosto y 5 de noviembre.

c) Anual: Consistirá en una cuota cuyo cobro se realizará el 5 de junio.

Excepcionalmente para el ejercicio 2013 y referido exclusivamente a las 
personas jurídicas que deseen acogerse a esta modalidad de pago, no se realizará 
ningún cobro el 5 de Febrero, distribuyendo la deuda anual estimada entre el 
resto de las cuotas previstas para la periodicidad elegida.
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4. Solicitud. El interesado en acogerse al Plan Personalizado de Pago deberá 
presentar la solicitud antes del 30 de diciembre del ejercicio anterior a que se 
refiere la petición, eligiendo la periodicidad del pago que solicita. A partir de ese 
momento quedará adherido al Plan Personalizado de Pago en las condiciones 
solicitadas, salvo que la Agencia Municipal Tributaria comunique la denegación 
por incumplimiento de los requisitos.

Excepcionalmente, las personas jurídicas que deseen acogerse a este sistema 
especial de pago de recibos para el ejercicio 2013 deberán presentar la solicitud 
antes del 30 de Enero de 2013, eligiendo la periodicidad del pago que solicitan.

5. Cuotas. De acuerdo con los datos que obran en su poder, la Administración 
efectuará una estimación del importe de las cuotas que el interesado debe pagar 
en cada fracción. El importe del último plazo estará constituido por la diferencia 
entre la cuantía de los recibos correspondiente al ejercicio y las cantidades 
abonadas en los plazos anteriores.

6. En cualquier momento el interesado podrá efectuar el pago de una sola 
vez de todas las cuotas no vencidas, causando baja en el Plan.

7. Siempre antes del 30 de diciembre el interesado deberá comunicar 
expresamente a la Agencia Municipal Tributaria cualquier cambio en los datos 
de la adhesión inicial, referida a periodicidad de los pagos, recibos incluidos o 
número de cuenta, que producirá efectos en el ejercicio siguiente.

8. Para obtener un certificado de estar al corriente del pago de cualquiera 
de los tributos acogidos a esta modalidad de pago, será necesario que se haya 
producido el pago íntegro de dicho tributo.

9. Duración. La solicitud surtirá efectos para los siguientes periodos 
voluntarios de pago, teniendo validez por tiempo indefinido para los recibos para 
los que se solicitó, siempre que no exista manifestación expresa en contrario por 
parte del sujeto pasivo y no dejen de realizarse los pagos en la forma establecida. 
Para renunciar a esta modalidad de pago el interesado deberá abonar todos los 
recibos de los que haya finalizado el período voluntario de pago.

10. Falta de pago. Desde el momento en que la Administración tenga 
conocimiento del impago de uno de los plazos, podrá dejar de cargar los plazos 
siguientes, considerándose cancelado el fraccionamiento. En ese momento, 
el régimen de pago anual pasará a ser el general, con los plazos normales en 
voluntaria. Si la deuda estuviera vencida se procederá a su cobro por las vías 
legalmente establecidas. Las cantidades ingresadas en el ejercicio por el Plan 
Personalizado de Pago se aplicarán a los recibos fraccionados a criterio de la 
Administración, entendiéndose a cuenta los importes que no cubran los citados 
documentos de cobro, en el caso de que queden cantidades pendientes de 
ingresar.

Sección 3.ª Prescripción

Artículo 44. Plazos de prescripción, cómputo e interrupción de los 
plazos.

1. Prescribirán a los cuatro años los siguientes derechos:

a) El derecho de la Administración para determinar la deuda tributaria 
mediante la oportuna liquidación. El plazo de prescripción comenzará a contarse 
desde el día siguiente a aquel en que finalice el plazo reglamentario para 
presentar la correspondiente declaración o autoliquidación.
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El plazo de prescripción se interrumpe:

- Por cualquier acción de la Administración tributaria, realizada con 
conocimiento formal del obligado tributario, conducente al reconocimiento, 
regularización, comprobación, inspección, aseguramiento y liquidación de todos o 
parte de los elementos de la obligación tributaria.

- Por la interposición de reclamaciones o recursos de cualquier clase, por 
las actuaciones realizadas con conocimiento formal del obligado tributario en el 
curso de dichas reclamaciones o recursos, por la remisión del tanto de culpa a la 
jurisdicción penal o por la presentación de denuncia ante el Ministerio Fiscal, así 
como por la recepción de la comunicación de un órgano jurisdiccional en la que se 
ordene la paralización del procedimiento administrativo en curso.

- Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario conducente a la 
liquidación o autoliquidación de la deuda tributaria.

b) El derecho de la Administración para exigir el pago de las deudas 
tributarias liquidadas y autoliquidadas.

El plazo de prescripción comenzará a contarse desde el día siguiente a 
aquel en que finalice el plazo de pago en período voluntario, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el apartado 2 de este artículo.

El plazo de prescripción se interrumpe:

- Por cualquier acción de la Administración tributaria, realizada con 
conocimiento formal del obligado tributario dirigida de forma efectiva a la 
recaudación de la deuda tributaria.

- Por la interposición de reclamaciones o recursos de cualquier clase, por las 
actuaciones realizadas conocimiento formal del obligado en el curso de dichas 
reclamaciones o recursos, por la declaración del concurso del deudor o por el 
ejercicio de acciones civiles o penales dirigidas al cobro de la deuda tributaria, así 
como por la recepción de la comunicación de un órgano jurisdiccional en la que se 
ordene la paralización del procedimiento administrativo en curso.

- Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario conducente al 
pago o extinción de la deuda tributaria.

c) El derecho a solicitar las devoluciones derivadas de la normativa de cada 
tributo, las devoluciones de ingresos indebidos y el reembolso del coste de las 
garantías.

El plazo de prescripción comenzará a contarse desde el día siguiente a aquel 
en que finalice el plazo para solicitar la correspondiente devolución derivada de la 
normativa de cada tributo o, en defecto de plazo, desde el día siguiente a aquel 
en que dicha devolución pudo solicitarse; desde el día siguiente a aquel en que 
se realizó el ingreso indebido o desde el día siguiente a la finalización del plazo 
para presentar la autoliquidación si el ingreso indebido se realizó dentro de dicho 
plazo; o desde el día siguiente a aquel en que adquiera firmeza la sentencia o 
resolución administrativa que declare total o parcialmente improcedente el acto 
impugnado. En el supuesto de tributos que graven una misma operación y que 
sean incompatibles entre sí, el plazo de prescripción para solicitar la devolución 
del ingreso indebido del tributo improcedente comenzará a contarse desde la 
resolución del órgano específicamente previsto para dirimir cuál es el tributo 
procedente.
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El plazo de prescripción se interrumpe:

- Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario que pretenda la 
devolución, el reembolso o la rectificación de su autoliquidación.

- Por la interposición, tramitación o resolución de reclamaciones o recursos 
de cualquier clase.

d) El derecho a obtener devoluciones derivadas de la normativa de cada 
tributo, las devoluciones de ingresos indebidos y el reembolso del coste de las 
garantías.

El plazo de prescripción comenzará a contarse desde el día siguiente a aquel 
en que finalicen los plazos establecidos para efectuar las devoluciones derivadas 
de la normativa de cada tributo o desde el día siguiente a la fecha de notificación 
del acuerdo donde se reconozca el derecho a percibir la devolución o el reembolso 
del coste de las garantías.

El plazo de prescripción se interrumpe:

- Por cualquier acción de la Administración tributaria dirigida a efectuar la 
devolución o el reembolso.

- Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario por la que exija el 
pago de la devolución o el reembolso.

- Por la interposición, tramitación o resolución de reclamaciones o recursos 
de cualquier clase.

2. El plazo de prescripción para exigir la obligación de pago a los responsables 
solidarios comenzará a contarse desde el día siguiente a la finalización del plazo 
de pago en período voluntario del deudor principal. No obstante lo dispuesto en el 
párrafo anterior, en el caso de los responsables solidarios previstos en el apartado 
2 del artículo 25 de esta ordenanza, dicho plazo de prescripción se iniciará en 
el momento en que ocurran los hechos que constituyen el presupuesto de la 
responsabilidad.

Tratándose de responsables subsidiarios, el plazo de prescripción comenzará 
a computarse desde la notificación de la última actuación recaudatoria practicada 
al deudor principal o cualquiera de los responsables solidarios.

3. Producida la interrupción, se iniciará de nuevo el cómputo del plazo de 
prescripción, salvo lo establecido en el apartado siguiente.

4. Cuando el plazo de prescripción se hubiera interrumpido por la 
interposición del recurso ante la jurisdicción contencioso-administrativa, por el 
ejercicio de acciones civiles o penales, por la remisión del tanto de culpa a la 
jurisdicción competente o la presentación de denuncia ante el Ministerio Fiscal o 
por la recepción de una comunicación judicial de paralización del procedimiento, el 
cómputo del plazo de prescripción se iniciará de nuevo cuando la Administración 
tributaria reciba la notificación de la resolución firme que ponga fin al proceso 
judicial o que levante la paralización, o cuando se reciba la notificación del 
Ministerio Fiscal devolviendo el expediente.

Cuando el plazo de prescripción se hubiera interrumpido por la declaración 
del concurso del deudor, el cómputo del plazo de prescripción se iniciará de 
nuevo en el momento de aprobación del convenio concursal para las deudas 
tributarias no sometidas al mismo. Respecto a las deudas tributarias sometidas 
al convenio concursal, el cómputo del plazo de prescripción se iniciará de nuevo 
cuando aquéllas resulten exigibles al deudor. Si el convenio no fuera aprobado, 
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el plazo se reiniciará cuando se reciba la resolución judicial firme que señale 
dicha circunstancia. Lo dispuesto en este apartado no será aplicable al plazo 
de prescripción del derecho de la Administración tributaria para exigir el pago 
cuando no se hubiera acordado la suspensión en vía contencioso-administrativa.

5. Interrumpido el plazo de prescripción para un obligado tributario, dicho 
efecto se extiende a todos los demás obligados, incluidos los responsables. 
No obstante, si la obligación es mancomunada y sólo se reclama a uno de los 
obligados tributarios la parte que le corresponde, el plazo no se interrumpe para 
los demás. 

Si existieran varias deudas liquidadas a cargo de un mismo obligado al pago, 
la interrupción de la prescripción sólo afectará a la deuda a la que se refiera.

Artículo 45. Extensión y efectos de la prescripción.

1. La prescripción ganada aprovecha por igual a todos los obligados al pago 
de la deuda tributaria salvo lo dispuesto en el apartado 5 del artículo anterior.

2. La prescripción se aplicará de oficio, incluso en los casos en que se haya 
pagado la deuda tributaria, sin necesidad de que la invoque o excepcione el 
obligado tributario.

3. La prescripción ganada extingue la deuda tributaria.

Sección 4.ª Otras formas de extinción de la deuda tributaria

Artículo 46. Compensación.

1. Las deudas de derecho público a favor de la Hacienda Municipal, tanto 
en período voluntario o ejecutivo, podrán extinguirse total o parcialmente por 
compensación con los créditos reconocidos por la misma por acto administrativo 
a favor del deudor.

2. La compensación se acordará de oficio o a instancia del deudor.

Artículo 47. Compensación de oficio de deudas a la Hacienda 
Municipal.

1. Cuando un deudor a la Hacienda Municipal sea, a su vez, acreedor de la 
misma por un crédito reconocido, una vez transcurrido el período voluntario se 
compensará de oficio la deuda y los recargos del período ejecutivo que procedan 
con el crédito.

2. No obstante, se compensarán de oficio durante el plazo de ingreso en 
período voluntario:

a) Las cantidades a ingresar o a devolver que resulten de un mismo 
procedimiento de comprobación limitada o inspección.

b) Las cantidades a ingresar o a devolver que resulten de la práctica de una 
nueva liquidación por haber sido anulada otra anterior

Artículo 48. Compensación

A) A instancia del obligado al pago.

1. El deudor que inste la compensación, tanto en período voluntario de pago 
como en período ejecutivo, deberá dirigir a la Administración tributaria municipal, 
para su tramitación, la correspondiente solicitud que contendrá los siguientes 
requisitos:

a) Nombre y apellidos o razón social completa, número de identificación 
fiscal y domicilio fiscal del obligado al pago y, en su caso, de la persona que lo 
represente.
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b) Identificación de la deuda cuya compensación se solicita, indicando al 
menos su importe, concepto y fecha de vencimiento del plazo de ingreso en 
período voluntario.

c) Identificación del crédito reconocido por la Hacienda municipal a favor del 
solicitante cuya compensación se ofrece, indicando su importe y concepto. La 
deuda y el crédito deben corresponder al mismo deudor. 

d) Declaración expresa de no haber sido transmitido, cedido o endosado 
el crédito a otra persona. A la solicitud de compensación se acompañarán los 
siguientes documentos:

·	 Si la deuda cuya compensación se solicita ha sido determinada mediante 
autoliquidación, modelo oficial de autoliquidación, debidamente cumplimentado, 
salvo que el interesado no esté obligado a presentarlo por obrar ya en poder de la 
Administración, en cuyo caso señalará el día y procedimiento en que lo presentó.

·	 Certificado que refleje la existencia del crédito reconocido, pendiente de 
pago, o justificante de su solicitud y de la suspensión, a instancia del interesado, 
de los trámites para su abono en tanto no se comunique la resolución del 
procedimiento de compensación. Si el crédito ofrecido en compensación deriva de 
un ingreso indebido por cualquier tributo, en lugar de la certificación anterior se 
acompañará copia del acto, resolución o sentencia que lo reconozca.

2. Cuando la solicitud de compensación se presente en período voluntario, 
si al término de dicho plazo estuviese pendiente de resolución no se iniciará el 
período ejecutivo por el importe concurrente entre deuda y crédito ofrecido, lo 
que no impedirá, en su caso, el devengo de los intereses de demora que puedan 
proceder hasta la fecha de reconocimiento del crédito o, en su caso, hasta la 
fecha de la resolución denegatoria.

3. Si la solicitud se presentó en período voluntario y se dicta resolución 
denegatoria, dependiendo de que dicha resolución se notifique entre los días 1 
y 15 de cada mes o entre el 16 y el último de cada mes, el obligado al pago 
deberá ingresar la deuda, junto con los intereses devengados hasta la fecha de la 
resolución, desde la fecha de recepción de la notificación hasta el día 20 de dicho 
mes o hasta el 5 del mes siguiente. Transcurrido dicho plazo, si no se produce 
el ingreso de la deuda y los intereses, se exigirá la cantidad pendiente por el 
procedimiento de apremio. Si la compensación se hubiese solicitado en período 
ejecutivo y se deniega, se continuará el procedimiento de apremio.

4. La solicitud de compensación no impedirá la solicitud de aplazamientos o 
fraccionamientos de la deuda restante.

5. La resolución deberá adoptarse y notificarse en el plazo de seis meses 
contados desde el día siguiente en que la solicitud tuvo entrada en el registro del 
órgano administrativo competente para su tramitación.

Transcurrido dicho plazo sin que haya recaído resolución, los interesados 
podrán considerar desestimada la solicitud a los efectos de interponer el recurso 
correspondiente o esperar la resolución expresa.

6. La extinción de la deuda se producirá con efectos de la presentación 
de la solicitud o cuando se cumplan los requisitos exigidos para las deudas y 
los créditos, si ese momento fuera posterior a dicha presentación. Adoptado el 
acuerdo de compensación se declararán extinguidas las deudas y créditos en la 
cantidad concurrente. Dicho acuerdo será notificado al interesado y servirá como 
justificante de la extinción de la deuda.
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B) Compensación de oficio de deudas entre Entidades Públicas.

1. Las deudas tributarias vencidas, líquidas y exigibles que el Estado, 
las comunidades autónomas, las entidades locales, la Seguridad Social y 
demás entidades de derecho público tengan con la Hacienda Municipal serán 
compensables de oficio una vez transcurrido el plazo de ingreso en período 
voluntario.

2. La compensación se realizará con los créditos de naturaleza tributaria 
reconocidos a favor de las entidades citadas y con los demás créditos reconocidos 
en su favor por ejecución del presupuesto de gastos del Ayuntamiento de Ceutí 
o de sus organismos autónomos y por devoluciones de ingresos presupuestarios.

3. El inicio del procedimiento de compensación se notificará a la entidad 
correspondiente indicando las deudas y créditos que van a ser objeto de 
compensación en la cantidad concurrente a fin de que, en el plazo de 15 días 
a contar desde el día siguiente al de la notificación, alegue lo que a su derecho 
convenga y presente los documentos y justificantes que estime pertinentes.

4. Transcurrido el plazo de seis meses contados desde la notificación de la 
iniciación del procedimiento de compensación de oficio sin que se adopte una 
resolución expresa, se producirá la caducidad del procedimiento.

Dicha caducidad no producirá, por sí sola, la prescripción de los derechos 
de la Administración tributaria municipal, quien podrá iniciar nuevamente el 
procedimiento dentro del plazo de prescripción.

5. La resolución que se dicte en el procedimiento de compensación de oficio 
será susceptible de recurso de reposición previo al contencioso Administrativo 
ante la Alcaldía Presidencia de este Ayuntamiento.

Artículo 49. Condonación.

Las deudas tributarias sólo podrán ser objeto de condonación en virtud de la 
ley, en la cuantía y con los requisitos que la misma determine.

Artículo 50. Créditos Incobrables, Baja provisional por insolvencia y Criterios 
a aplicar en la formulación de propuestas de declaración de créditos incobrables. 

1.- Son créditos incobrables aquellos que no pueden hacerse efectivos en el 
procedimiento de gestión recaudatoria por resultar fallidos los obligados al pago, 
o por haberse realizado con resultado negativo la ejecución forzosa de la deuda 
tributaria. 

2.- Cuando se hayan declarado fallidos los obligados al pago y responsables, 
se declararán provisionalmente extinguidas las deudas, en tanto no se rehabiliten 
en el plazo de prescripción. La deuda quedará definitivamente extinguida si no se 
hubiera rehabilitado en aquel plazo. 

3.- Si la Unidad de Recaudación conociera de la solvencia sobrevenida del 
deudor, propondrá la rehabilitación del crédito a la Tesorería Municipal. Una vez 
aprobada, se registrará informáticamente.

4.- Declarado fallido un deudor, los créditos contra el mismo de vencimiento 
posterior serán dados de baja por referencia a dicha declaración, si no existen 
otros obligados o responsables. 

5.- A efectos de declaración de créditos incobrables, la Unidad de 
Recaudación documentará debidamente los expedientes, formulando propuesta 
que, con la conformidad del Tesorero, se someterá a fiscalización de la Inter
vención y aprobación de la Junta de Gobierno Local.
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6.- Criterios a aplicar en la formulación de propuestas de declaración de 
créditos incobrables.

a - Con la finalidad de conjugar el respeto al principio de legalidad 
procedimental con el de eficacia administrativa, se establecen los requisitos 
y condiciones que habrán de verificarse con carácter previo a la propuesta de 
declaración de créditos incobrables. 

b - La documentación justificativa será diferente en función de los importes y 
características de la deuda, distinguiéndose los siguientes supuestos: 

b.1. Expedientes por deudas acumuladas de importe comprendido entre 
60,00 y 300,00 Euros. Se formulará propuesta de declaración de crédito 
incobrable con los siguientes requisitos: 

b.1.1 Deberá de figurar en el expediente ejecutivo la notificación en todos 
los domicilios que figuran en los valores, en el domicilio que figure en la base de 
datos municipal, y en el domicilio que conste en el padrón de habitantes. 

b.1.2. En los supuestos de notificaciones practicadas en los domicilios 
indicados en el apartado anterior con resultado negativo, ya sea por ser el deudor 
desconocido o por resultar ausente, con dos intentos de notificación, se deberán 
de publicar mediante anuncios en el Boletín Oficial de la provincia. 

b.1.3. Se deberá acreditar en el expediente que el deudor no figura como 
sujeto pasivo en el padrón del Impuesto sobre bienes inmuebles o en el Impuesto 
sobre actividades económicas. 

b.1.4 Disponiendo del NIF del deudor se deberá acreditar el embargo de 
fondos, en diferentes entidades bancarias así como el embargo, con resultado 
negativo, de sueldos, salarios y pensiones. 

b.1.5 No disponiendo de NIF del deudor se deberá acreditar que han sido 
efectuadas consultas en la base de datos municipal, encaminadas a la realización 
de las deudas. 

b.2 Expedientes por deudas acumuladas de importe superior a 300,00 Euros 
que figuren a nombre de personas físicas. Se formulará propuesta de declaración 
de crédito incobrable con los siguientes requisitos: 

b.2.1 Deberá de figurar en el expediente ejecutivo la notificación en todos 
los domicilios que figuran en los valores, en el domicilio que figure en la base de 
datos municipal, y en el domicilio que conste en el padrón de habitantes. 

b.2.2. En los supuestos de notificaciones practicadas en los domicilios 
indicados en el apartado anterior con resultado negativo, ya sea por ser el deudor 
desconocido o por resultar ausente, con dos intentos de notificación, se deberán 
de publicar mediante anuncios en el Boletín Oficial de la provincia. 

b.2.3 Se deberá acreditar en el expediente que el deudor no figura como 
sujeto pasivo en el padrón del Impuesto sobre bienes inmuebles y en el Impuesto 
sobre actividades económicas. 

b.2.4 Disponiendo del NIF del deudor se deberá acreditar el embargo de 
fondos, en diferentes entidades bancarias así como el embargo, con resultado 
negativo, de sueldos, salarios y pensiones. 

b.2.5 Se deberá acreditar que no figuran bienes inscritos a nombre del 
deudor en el Servicio de Índice Central de los Registros de la Propiedad, así como 
en otros Registro públicos. 
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b.2.6 No disponiendo de NIF del deudor se deberá acreditar que han sido 
efectuadas consultas en la base de datos municipal, y en otros Registros públicos, 
encaminadas a la realización de las deudas 

b.3. Expedientes por deudas acumuladas de importe superior a 300,00 
Euros que figuren a nombre de entidades jurídicas. Se formulará propuesta de 
declaración de crédito incobrable con los siguientes requisitos: 

b.3.1 Deberá de figurar en el expediente ejecutivo la notificación en todos 
los domicilios que figuran en los valores, en el domicilio que figure en la base de 
datos municipal. 

b.3.2. En los supuestos de notificaciones practicadas en los domicilios 
indicados en el apartado anterior con resultado negativo se deberán de publicar 
mediante anuncios en el Boletín Oficial de la Región de Murcia. 

b.3.3 Se deberá acreditar en el expediente que la entidad deudora no figura 
como sujeto pasivo en el padrón del Impuesto sobre bienes inmuebles, en el 
Impuesto sobre actividades económicas, y en el del Impuesto sobre vehículos de 
tracción mecánica.

b.3.4 Se deberá acreditar el embargo de fondos, en diferentes entidades 
bancarias. 

b.3.5 Se deberá acreditar que no figuran bienes inscritos a nombre de la 
entidad deudora en el Servicio de Índice Central de los Registros de la Propiedad, 
así como en otros Registros públicos. 

b.3.6 Se deberá de constatar las actuaciones que han sido realizadas 
mediante la información facilitada por el Registro Mercantil. 

c.- A los efectos de determinar la cuantía a que se refiere los apartados 
anteriores, se computaran todas las deudas por conceptos diferentes a multas de 
circulación de un contribuyente que queden pendientes de pago y siempre que se 
haya dictado la providencia de embargo. 

d.- En la tramitación de expedientes de créditos incobrables por multas de 
circulación, se formulará la correspondiente propuesta cuando: 

I) El importe de la deuda sea igual o inferior a 90,00 euros y haya sido 
infructuoso el embargo de fondos. 

II) El importe de la deuda haya sido igual o inferior a 300,00 euros y hayan 
sido infructuosos los intentos de embargo de fondos y de salarios. 

III) Siendo el importe de la deuda superior a 300,00 euros, no han tenido 
resultado positivo las actuaciones de embargo de vehículos o bienes inmuebles. 

7. La deuda tributaria se extinguirá si, vencido el plazo de prescripción, no se 
hubiera rehabilitado.

Artículo 51. Derechos económicos de baja cuantía.

En base a lo dispuesto en el artículo 16 de la Ley General Presupuestaria, 
se autoriza a la Alcaldía Presidencia, Concejalía Delegada u Órgano en quien se 
delegue para que pueda disponer la no liquidación o, en su caso, la anulación y 
baja en contabilidad de todas aquellas liquidaciones de las que resulten deudas 
inferiores a la cuantía que estime y fije como insuficiente para la cobertura del 
coste que su exacción y recaudación representen. En todo caso, no se emitirán 
recibos correspondientes a impuestos periódicos de notificación colectiva, cuya 
cuota tributaria sea inferior a 6 euros.
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Asimismo, no se practicarán liquidaciones por intereses de demora, salvo en 
los supuestos previstos en las letras c) y f) del apartado 1 del artículo 17, cuando 
los devengados sean inferiores a 6 euros y deban ser notificados con posterioridad 
a la liquidación de la deuda principal. A los efectos de la determinación de dicho 
límite, se acumulará el total de intereses devengados por el sujeto pasivo, 
aunque se trate de deudas o períodos impositivos distintos,

si traen su causa de un mismo expediente.

Lo anterior se entiende sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 104 
respecto de las deudas apremiadas.

Sección 5.ª Garantías de la deuda tributaria

Artículo 52. Derecho de prelación.

1. La Hacienda municipal tendrá prelación para el cobro de los créditos 
tributarios vencidos y no satisfechos en cuanto concurra con otros acreedores, 
excepto que se trate de acreedores de dominio, prenda, hipoteca u otro derecho 
real debidamente inscrito en el registro correspondiente con anterioridad a la 
fecha en que se haga constar en el mismo el derecho de la Hacienda municipal.

2. En caso de convenio concursal, los créditos tributarios a los que afecte 
el convenio, incluidos los derivados de la obligación de realizar pagos a cuenta, 
quedarán sometidos a lo establecido en la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal.

Artículo 53. Hipoteca legal tácita.

En los tributos que graven periódicamente los bienes o derechos inscribibles 
en un registro público o sus productos directos, ciertos o presuntos, el Estado, 
las Comunidades Autónomas y las entidades locales tendrán preferencia sobre 
cualquier otro acreedor o adquirente, aunque éstos hayan inscrito sus derechos, 
para el cobro de las deudas devengadas y no satisfechas correspondientes al año 
natural en que se exija el pago y al inmediato anterior.

Artículo 54. Afección de bienes.

Los adquirentes de bienes afectos por ley al pago de la deuda tributaria 
responderán subsidiariamente con ellos, por derivación de la acción tributaria, si 
la deuda no se paga.

Artículo 55. Medidas cautelares.

Para asegurar el cobro de la deuda tributaria, la Administración podrá 
adoptar medidas cautelares de carácter provisional cuando existan indicios 
racionales de que, en otro caso, dicho cobro se vería frustrado o gravemente 
dificultado, conforme a lo dispuesto en los artículos 81, 146 y 162 de la Ley 
General Tributaria.

TÍTULO III. LA APLICACIÓN DE LOS TRIBUTOS

Capítulo I. Principios generales

Artículo 56. Ámbito de la aplicación de los Tributos.

1. La aplicación de los tributos comprende todas las actividades 
administrativas dirigidas a la información y asistencia a los obligados tributarios y 
a la gestión, inspección y recaudación, así como las actuaciones de los obligados 
en el ejercicio de sus derechos o en el cumplimiento de sus obligaciones 
tributarias.
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2. Las funciones de aplicación de los tributos se ejercerán de forma separada 
a la de resolución de las reclamaciones económico-administrativas que se 
interpongan contra los actos dictados por la Administración tributaria municipal.

3. La aplicación de los tributos se desarrollará a través de los procedimientos 
administrativos de gestión, inspección, recaudación y los demás que se establezcan.

Artículo 57. Deber de información y asistencia a los obligados 
tributarios.

1. La Administración tributaria municipal deberá prestar a los obligados 
tributarios la necesaria información y asistencia acerca de sus derechos y 
obligaciones.

2. La actividad a la que se refiere el apartado anterior, se instrumentará, 
entre otras, a través de las siguientes actuaciones:

a) Publicación de textos actualizados de las normas tributarias.

b) Comunicaciones y actuaciones de información efectuadas por los servicios 
destinados a tal efecto en el órgano de gestión tributaria.

c) Contestaciones a consultas escritas.

d) Actuaciones previas de valoración.

e) Asistencia a los obligados en la realización de declaraciones, 
autoliquidaciones y declaraciones tributarias.

Artículo 58. Consultas tributarias escritas.

1. Podrán formular consultas tributarias escritas a la Administración tributaria 
municipal, por sí o por medio de representante, en los términos previstos en esta 
ordenanza, los siguientes sujetos:

a) Los obligados tributarios a que se refiere el artículo 20 de esta ordenanza.

b) Los colegios profesionales, cámaras oficiales, organizaciones patronales, 
sindicatos, asociaciones de consumidores, asociaciones o fundaciones que 
representen intereses de personas con discapacidad, asociaciones empresariales 
y organizaciones profesionales, así como las federaciones que agrupen a los 
organismos o entidades mencionados, cuando se refieran a cuestiones que 
afecten a la generalidad de sus miembros o asociados.

2. Las consultas tributarias escritas, habrán de referirse, necesariamente, 
al régimen, clasificación o calificación tributarios que se encuentren dentro del 
ámbito competencial de la Administración tributaria municipal.

3. Las consultas tributarias escritas se formularán antes de la finalización 
del plazo establecido para el ejercicio de los derechos, la presentación de 
declaraciones o autoliquidaciones o el cumplimiento de otras obligaciones 
tributarias.

La presentación y contestación de las consultas, no interrumpirá los plazos 
establecidos en las normas tributarias para el cumplimiento de las obligaciones 
tributarias.

4. La Administración tributaria municipal procederá a archivar, con notificación 
al interesado, aquellas consultas tributarias que no reúnan los requisitos 
establecidos en este artículo y no sean subsanadas en el plazo de diez días.

5. Las consultas tributarias se formularán por escrito, dirigido al órgano de 
gestión tributaria por los sujetos determinados y en los plazos señalados en esta 
ordenanza, haciéndose constar, en todo caso:
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a) Nombre y apellidos o razón social, número de identificación fiscal y 
domicilio del interesado. En caso de que se actúe por medio de representante, 
se hará constar esta circunstancia y se incluirá, igualmente, la identificación 
completa del mismo.

b) Antecedentes y circunstancias del caso, identificando, claramente, el 
objeto de la consulta.

c) Los demás datos, elementos y documentos que puedan contribuir a la 
formación del juicio por parte de la Administración municipal.

d) Lugar, fecha y firma del escrito.

6. Recibido el escrito de consulta, el órgano de gestión tributaria competente 
para la contestación de la consulta, podrá requerir a los interesados para que 
aporten cuantos documentos sean necesarios para la contestación, pudiendo 
recabar, al mismo tiempo, la colaboración de otros centros directivos y 
organismos que considere precisos para la formación del criterio aplicable al caso.

7. Dentro del plazo de seis meses desde su presentación, la Administración 
deberá contestar por escrito las consultas tributarias que reúnan los requisitos.

El transcurso de dicho plazo de seis meses, sin que la consulta haya sido objeto 
de contestación, no implicará la aceptación de los criterios expresados en el escrito.

8. La contestación a las consultas tributarias escritas formuladas ante la 
Administración tributaria municipal, vinculará a todos los órganos de la misma 
encargados de la aplicación de los tributos en su relación con el consultante.

Los mencionados criterios deberán, asimismo, ser aplicados, por la 
Administración tributaria municipal con respecto a cualquier obligado, siempre 
que exista identidad entre los hechos y circunstancias de dicho obligado y los que 
se incluyan en la contestación a la consulta.

No obstante, los criterios establecidos en las contestaciones a las consultas 
tributarias formuladas no vincularán a la Administración tributaria municipal en 
los siguientes supuestos:

a) Cuando la legislación o jurisprudencia aplicables al caso hayan sido objeto 
de modificación.

b) Cuando las consultas hayan sido formuladas, en el plazo a que se refiere 
el apartado 3 de este artículo y planteen cuestiones relacionadas con el objeto o 
tramitación de un procedimiento, recurso o reclamación iniciado con anterioridad.

La contestación a las consultas tributarias escritas tendrá carácter 
informativo y el obligado tributario no podrá entablar recurso alguno contra 
dicha contestación, sin perjuicio de los que se pueda interponer contra el acto o 
actos administrativos que se dicten posteriormente en aplicación de los criterios 
manifestados en la contestación.

Capítulo II. Normas comunes a las actuaciones y procedimientos 
tributarios

Artículo 59. Regulación de las actuaciones y procedimientos 
tributarios.

Las actuaciones y procedimientos de aplicación de los tributos, en el ámbito 
de la Administración tributaria municipal, se regularán:

a) Por las normas especiales establecidas en la Ley General Tributaria y 
en el texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales, por esta 
ordenanza y las ordenanzas fiscales específicas de cada tributo, así como por las 
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normas procedimentales recogidas en otras leyes tributarias y en su normativa 
reglamentaria de desarrollo.

b) Supletoriamente, por las disposiciones generales de los procedimientos 
administrativos.

Sección 1.ª: Fases de los procedimientos tributarios

Artículo 60. Iniciación.

1. Las actuaciones y procedimientos tributarios podrán iniciarse, de oficio 
o a instancia del obligado tributario, mediante autoliquidación, declaración, 
comunicación, solicitud o cualquier otro medio previsto, con carácter general, en 
la normativa tributaria.

2. Los documentos de iniciación de las actuaciones deberán incluir, en todo 
caso, el nombre y apellidos o razón social y el número de identificación fiscal del 
obligado tributario y, en su caso, de la persona que lo represente. 

3. La Administración tributaria municipal, en los supuestos en que se 
produzca la tramitación masiva de actuaciones y procedimientos tributarios, 
adoptará los modelos y sistemas normalizados de autoliquidaciones, 
declaraciones, comunicaciones, solicitudes u otros que se precisen.

Artículo 61. Desarrollo de las actuaciones y procedimientos 
tributarios.

1. En el desarrollo de las actuaciones y procedimientos tributarios, la 
Administración tributaria municipal facilitará, en todo momento, a los obligados 
tributarios, el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones, en 
los términos previstos en los apartados siguientes.

2. Los obligados tributarios pueden rehusar la presentación de los 
documentos que no resulten exigibles por la normativa tributaria y de aquellos 
que hayan sido previamente presentados por ellos mismos y que se encuentren 
en poder de la Administración tributaria municipal. No obstante, podrá requerirse 
al interesado, para la ratificación de datos específicos, propios o de terceros, 
previamente aportados.

3. Las actuaciones de la Administración tributaria municipal en los 
procedimientos de aplicación de los tributos se documentarán en comunicaciones, 
diligencias e informes, según la definición que de ellos hace la Ley General 
Tributaria, sin perjuicio de otros documentos previstos en la regulación específica 
de cada procedimiento. 

4. En los procedimientos tributarios se podrá prescindir del trámite de 
audiencia previo a la propuesta de resolución, en los siguientes supuestos:

a) En el procedimiento de inspección, cuando se suscriban actas con acuerdo.

b) Cuando el interesado renuncie al mismo.

c) Cuando las normas reguladoras de los distintos procedimientos prevean 
un trámite de alegaciones posterior a dicha propuesta de resolución.

d) Cuando no figuren en el procedimiento, ni sean tenidos en cuenta en la 
resolución otros hechos ni otras alegaciones y pruebas que las aducidas por el 
interesado.

En el supuesto contemplado en el apartado c), el expediente se pondrá de 
manifiesto en el trámite de alegaciones.

El trámite de alegaciones tendrá una duración no inferior a 10 días ni 
superior a 15.
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Artículo 62. La prueba en los procedimientos tributarios.

1. Para la práctica de la prueba en los procedimientos tributarios, no será 
necesaria la apertura de un período específico ni la comunicación previa de las 
actuaciones a los interesados.

2. En los procedimientos de aplicación de los tributos quien haga valer su 
derecho deberá probar los hechos constitutivos del mismo.

3. Esta obligación se entiende cumplida si se designan de modo concreto 
los elementos de prueba que obran en poder de la Administración tributaria 
municipal.

Artículo 63. Medios y valoración de la prueba.

En los procedimientos tributarios serán de aplicación las normas que sobre 
medios y valoración de prueba se contienen en el Código Civil y en la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, salvo que la ley establezca otra cosa.

Artículo 64. Valor probatorio de las diligencias.

1. Las diligencias extendidas en el curso de las actuaciones y los 
procedimientos tributarios tienen naturaleza de documentos públicos y hacen 
prueba de los hechos que motiven su formalización, salvo que se acredite lo 
contrario.

2. Los hechos contenidos en las diligencias y aceptados por el obligado 
tributario objeto del procedimiento, así como sus manifestaciones, se presumen 
ciertos y sólo podrán rectificarse por éstos mediante prueba de que incurrieron 
en error de hecho.

Artículo 65. Presunciones en materia tributaria.

1. Las presunciones establecidas por las normas tributarias pueden 
destruirse, mediante prueba en contrario, excepto en los casos en que una norma 
con rango de ley expresamente lo prohíba.

2. Para que las presunciones no establecidas por las normas sean admisibles 
como medio de prueba, es indispensable que entre el hecho demostrado y aquél 
que se trate de deducir haya un enlace preciso y directo según las reglas del 
criterio humano.

3. La Administración tributaria municipal podrá considerar como titular de 
cualquier bien, derecho, empresa, servicio, actividad, explotación o función a 
quien figure como tal en un registro fiscal o en otros de carácter público, salvo 
prueba en contrario.

4. Los datos y elementos de hecho consignados en las autoliquidaciones, 
declaraciones, comunicaciones y demás documentos presentados por los 
obligados tributarios se presumen ciertos para ellos y sólo podrán rectificarse por 
los mismos mediante prueba en contrario.

Artículo 66. Terminación de los procedimientos tributarios.

1. Pondrá fin a los procedimientos tributarios la resolución, el desistimiento, 
la renuncia al derecho en que se fundamente la solicitud, la imposibilidad 
material de continuarlos por causas sobrevenidas, la caducidad, el cumplimiento 
de la obligación que hubiera sido objeto de requerimiento o cualquier otra causa 
prevista en el ordenamiento tributario.

2. Tendrá la consideración de resolución, la contestación efectuada de 
forma automatizada por la Administración tributaria municipal en aquellos 
procedimientos en que esté prevista esta forma de terminación.
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Sección 2.ª: Liquidaciones tributarias

Artículo 67. Concepto y clases.

1. La liquidación tributaria es el acto resolutorio mediante el cual, el órgano 
competente de la Administración tributaria municipal realiza las operaciones de 
cuantificación necesarias y determina el importe de la deuda tributaria o de la 
cantidad que, en su caso, resulte a devolver o a compensar, de acuerdo con la 
normativa tributaria. La Administración tributaria municipal no estará obligada a 
ajustar las liquidaciones a los datos consignados por los obligados tributarios en 
las autoliquidaciones, declaraciones, comunicaciones, solicitudes o cualquier otro 
documento.

2. Las liquidaciones tributarias dictadas por la Administración tributaria 
municipal, podrán ser provisionales o definitivas.

Artículo 68. Liquidaciones definitivas.

Tendrán la consideración de definitivas las practicadas en el procedimiento 
inspector previa comprobación e investigación de la totalidad de los elementos de 
la obligación tributaria, salvo lo dispuesto en el apartado 4, del artículo 101 de la 
Ley General Tributaria. 

Asimismo, se considerarán definitivas, cualquiera que sea el procedimiento 
de aplicación de tributos del que resulten, las liquidaciones que, previa 
comprobación de la totalidad de los elementos que integran la deuda tributaria 
mediante la utilización de cuantos datos y documentos sean necesarios para su 
determinación, se notifiquen con expresión de su carácter de definitiva.

Artículo 69. Liquidaciones provisionales.

1. Tendrán la consideración de provisionales, todas aquellas liquidaciones 
que, según lo establecido en el artículo anterior, no tengan el carácter de 
definitivas.

2. En particular, tendrán la consideración de provisionales las liquidaciones 
tributarias practicadas por la Administración municipal de acuerdo con la 
calificación, bases, valores o cuotas señaladas por el Estado o sus Organismos 
Autónomos, en los tributos de gestión compartida, cuando dichos actos de 
calificación o fijación de bases, valores o cuotas hayan sido dictados sin la previa 
comprobación del hecho imponible o de las circunstancias determinantes de la 
respectiva calificación, valoración o señalamiento de cuotas, por la Administración 
competente.

3. Asimismo, tendrán carácter provisional las liquidaciones notificadas 
individualmente o, en el caso de tributos de cobro periódico por recibo, 
colectivamente, que contengan el reconocimiento implícito de beneficios 
fiscales que estén condicionados al cumplimiento de ciertas condiciones futuras 
o a la efectiva concurrencia de determinados requisitos no comprobados en 
el procedimiento en que se dictaron, pudiendo comprobarse en un posterior 
procedimiento en los términos del apartado 3 del artículo 80 de esta ordenanza.

Sección 3.ª: Obligación de resolver y plazos de resolución

Artículo 70. Obligación de resolver y motivación.

1. La Administración tributaria municipal está obligada a resolver 
expresamente todas las cuestiones que se planteen en los procedimientos de 
aplicación de los tributos, así como a notificar dicha resolución expresa.
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2. No existirá la obligación de resolver expresamente en los procedimientos 
relativos al ejercicio de derechos que sólo deban ser objeto de comunicación 
por el obligado tributario y en los que se produzca la caducidad, la pérdida 
sobrevenida del objeto del procedimiento, la renuncia o el desistimiento de los 
interesados.

No obstante, cuando se produzca uno de dichos supuestos, la Administración 
tributaria municipal estará obligada a contestar la petición de aquellos interesados 
que soliciten expresamente la declaración de tal circunstancia.

3. En todo caso, serán motivados, con sucinta referencia a los hechos y 
fundamentos de derecho, los siguientes actos:

a) Los de liquidación.

b) Los de comprobación de valor.

c) Los que impongan una obligación.

d) Los que denieguen un beneficio fiscal.

e) Los que denieguen la suspensión de la ejecución de los actos de aplicación 
de los tributos.

f) Cuantos otros se dispongan en la normativa vigente.

Artículo 71. Plazos de resolución.

1. El plazo máximo en que debe notificarse la resolución será el fijado por 
la normativa reguladora del correspondiente procedimiento. A falta de plazo, 
expresamente determinado, éste será de seis meses. Sin perjuicio de las 
especialidades contenidas en esta ordenanza para cada procedimiento, el plazo 
se contará, con carácter general:

b) En los procedimientos iniciados a instancia del interesado, desde la fecha 
en que el documento haya tenido entrada en el registro, si lo hubiera, del órgano 
competente para su tramitación, o, en otro caso, cuando haya tenido entrada en 
el Registro General del Ayuntamiento.

Queda excluido de lo dispuesto en este apartado el procedimiento de 
apremio, cuyas actuaciones podrán extenderse hasta el plazo de prescripción del 
derecho de cobro.

2. A los solos efectos de entender cumplida la obligación de notificar dentro del 
plazo máximo de duración de los procedimientos, será suficiente acreditar que se ha 
realizado un intento de notificación que contenga el texto íntegro de la resolución.

Los períodos de interrupción justificada y las dilaciones en los procedimientos 
por causa no imputable a la Administración tributaria municipal no se incluirán en 
el cómputo del plazo de resolución.

A estos efectos, se considerará períodos de interrupción justificada: 

El tiempo transcurrido desde que la Administración tributaria municipal 
efectúa un requerimiento al interesado, hasta la fecha en que la documentación 
requerida es aportada, en aquellos casos en los que la documentación exigida 
debiera haberse presentado por el obligado tributario en los términos establecidos 
en la normativa reguladora de cada tributo o en aquellos otros en que los datos o 
documentos resultan necesarios para dictar resolución.

Artículo 72. Efectos de la falta de resolución expresa.

1. En los procedimientos iniciados a instancia de parte, el vencimiento del 
plazo máximo sin haberse notificado resolución expresa producirá los efectos 
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que se establezcan en la normativa reguladora. En aquellos casos en los que 
no se establezcan los efectos de la falta de resolución expresa, los interesados 
podrán entender estimadas sus solicitudes por silencio administrativo, salvo las 
formuladas en los procedimientos del ejercicio del derecho de petición a que 
se refiere el artículo 29 de la Constitución y en los de impugnación de actos y 
disposiciones, en los que el silencio tendrá efecto desestimatorio.

No obstante deberán entenderse desestimados por silencio, o esperar a su 
resolución expresa, las solicitudes presentadas para la obtención de beneficios 
fiscales, las presentadas para el reconocimiento del derecho a devoluciones 
tributarias o de ingresos indebidos y las del reembolso del coste de las garantías.

Cuando se produzca la paralización del procedimiento por causa imputable 
al obligado tributario, la Administración tributaria municipal le advertirá que, 
transcurridos tres meses, podrá declarar la caducidad del mismo.

2. En los procedimientos iniciados de oficio, el vencimiento del plazo máximo 
establecido sin que se haya notificado resolución expresa, producirá los efectos 
que, para cada procedimiento, se determinan.

A falta de regulación expresa, se producirán los siguientes efectos:

a) Si se trata de procedimientos de los que pudiera derivarse el reconocimiento 
o, en su caso, la constitución de derechos u otras situaciones jurídicas 
individualizadas, los obligados tributarios podrán entender desestimados, por 
silencio administrativo, los posibles efectos favorables derivados del procedimiento.

b) En los procedimientos susceptibles de producir efectos desfavorables o de 
gravamen, se producirá la caducidad del procedimiento.

3. Producida la caducidad, ésta será declarada, de oficio o a instancia del 
interesado, ordenándose el archivo de las actuaciones.

Dicha caducidad no producirá, por sí sola, la prescripción de los derechos 
de la Administración tributaria municipal, quien podrá iniciar nuevamente el 
procedimiento dentro del plazo de prescripción, ni se considerarán requerimientos 
administrativos a los efectos de lo previsto en el apartado 1 del artículo 18 de 
esta ordenanza. Las actuaciones realizadas en el curso de un procedimiento 
caducado, así como los documentos y otros elementos de prueba obtenidos en 
dicho procedimiento, conservarán su validez y eficacia a efectos probatorios 
en otros procedimientos iniciados o que puedan iniciarse con posterioridad en 
relación con el mismo u otro obligado tributario.

Sección 4.ª Notificaciones

Artículo 73. Notificaciones en materia tributaria.

El régimen de notificaciones será el previsto en las normas administrativas 
generales, con las especialidades establecidas en la Ley General Tributaria y en 
las demás normas reguladoras de los tributos en el ámbito local.

Artículo 74. Lugar de práctica de las notificaciones.

1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, la notificación 
se practicará en el lugar señalado a tal efecto por el obligado tributario o su 
representante o, en su defecto, en el que conste como domicilio fiscal de uno u otro.

2. En los procedimientos iniciados de oficio, la notificación podrá practicarse 
en el que conste como domicilio fiscal del obligado tributario o su representante, 
en el centro de trabajo, en el lugar donde se desarrolle la actividad económica o, 
en cualquier otro, adecuado a tal fin.
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Artículo 75. Personas legitimadas para recibir las notificaciones.

1. Cuando la notificación se practique en el lugar señalado al efecto por el 
obligado tributario o su representante, o en el domicilio fiscal de uno u otro, de 
no hallarse presentes en el momento de la entrega, podrá hacerse cargo de la 
misma cualquier persona que se encuentre en dicho lugar o domicilio y haga 
constar su identidad, así como los empleados de la comunidad de vecinos o de 
propietarios donde radique el lugar señalado a efectos de notificaciones o el 
domicilio fiscal del obligado o su representante.

2. El rechazo de la notificación realizado por el interesado o su representante 
implicará que se tenga por efectuada la misma.

Artículo 76. Notificación por comparecencia.

1. Cuando no sea posible efectuar la notificación al interesado o a su 
representante, por causas no imputables a la Administración tributaria e 
intentada, al menos, dos veces en el domicilio fiscal, o en el designado por el 
interesado si se trata de un procedimiento iniciado a solicitud del mismo, se 
harán constar en el expediente las circunstancias de los intentos de notificación. 
Será suficiente un solo intento cuando el destinatario conste como desconocido 
en dicho domicilio o lugar. En este supuesto, se citará al obligado o a su 
representante para ser notificados por comparecencia por medio de anuncios. 
A tal efecto, y en el ejercicio de la opción que establece el artículo 112.1a) de 
la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, dichos anuncios serán 
publicados en la sede electrónica del Ayuntamiento de Ceutí creada a tales efectos 
en las condiciones establecidas en los artículos 10 y 12 de la Ley 11/2007, de 22 
de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos.

La dirección electrónica de referencia de la sede electrónica del Ayuntamiento 
de Ceutí es sede.ceuti.es, accesible directamente, así como a través de la Web 
municipal. Se publicarán en sede electrónica los anuncios correspondientes a las 
notificaciones por comparecencia que la Recaudación Municipal deba practicar 
en ejercicio de las competencias que le correspondan en aplicación del sistema 
tributario municipal y en la gestión recaudatoria de los recursos, tributarios o no, 
que tenga atribuida o encomendada.

2. En la publicación en la sede electrónica se hará constar la relación de 
notificaciones pendientes con indicación el obligado tributario o su representante, 
el procedimiento que las motiva, el órgano competente de su tramitación y el 
lugar y plazo en que el destinatario de las mismas deberá comparecer para ser 
notificado.

En todo caso, la comparecencia deberá producirse en el plazo de 15 días 
naturales contados desde el siguiente al de la publicación en la sede electrónica 
del anuncio correspondiente. Transcurrido dicho plazo sin comparecer, la 
notificación se entenderá producida a todos los efectos legales el día siguiente al 
del vencimiento del plazo señalado. Durante dicho plazo de quince días naturales 
el anuncio permanecerá expuesto en la sede electrónica del Ayuntamiento de 
Ceutí, prorrogándose por el mismo número de días que, en su caso, hubiera 
estado inaccesible el sistema por problemas técnicos, siempre que afecte a días 
completos, mediante nuevo anuncio que será publicado en la sede electrónica.

3. El acceso a los anuncios publicados en sede electrónica del Ayuntamiento 
de Ceutí respecto de los cuales no haya transcurrido el plazo a que se refiere 
el apartado anterior estará disponible de forma libre y gratuita, sin necesidad 
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de utilizar ningún mecanismo de identificación y autenticación. Para estos casos 
dispondrá de un sistema de búsqueda que permita localizar a los destinatarios a 
través del NIF, nombre o cualquier otro dato del anuncio.

Transcurrido dicho plazo se mantendrá el acceso a los anuncios publicados en 
sede electrónica a efectos informativos o de consulta, permitiéndose su búsqueda 
por la fecha de publicación del anuncio en la sede electrónica.

No obstante, si razones técnicas de mantenimiento y capacidad de los 
sistemas informáticos así lo aconsejan, se podrán eliminar de la consulta aquellos 
anuncios que hayan permanecido más de cuatro años contados desde el día 
siguiente al del vencimiento del plazo señalado para comparecer.

4. Cuando el inicio de un procedimiento o cualquiera de sus trámites 
se entiendan notificados por no haber comparecido el obligado tributario o 
su representante, se le tendrá por notificado de las sucesivas actuaciones y 
diligencias de dicho procedimiento, y se mantendrá el derecho que le asiste a 
comparecer en cualquier momento del mismo, salvo las liquidaciones que se 
dicten en el procedimiento y los acuerdos de enajenación de bienes embargados, 
que deberán ser notificados con arreglo a lo establecido en esta sección.

Artículo 77. Notificación de las liquidaciones tributarias.

1. Las liquidaciones tributarias deberán ser notificadas a los obligados 
tributarios en los términos señalados en esta sección.

2. Las liquidaciones tributarias se notificarán, con expresión de:

a) La identificación del obligado tributario.

b) Los elementos determinantes de la cuantía de la deuda tributaria.

c) La motivación de las mismas, cuando no se ajusten a los datos consignados 
por el obligado tributario o interpretación de la normativa realizada por el mismo, 
con expresión de los hechos y elementos esenciales que las originen, así como de 
los fundamentos de derecho.

d) Los medios de impugnación que puedan ser ejercidos, órgano ante el que 
hayan de presentarse y plazo para su interposición.

e) El lugar, plazo y forma en que debe ser satisfecha la deuda tributaria.

f) Su carácter de provisional o definitiva.

3. Reglamentariamente, podrán establecerse los supuestos en los que no 
será preceptiva la notificación expresa, siempre que la Administración así lo 
advierta por escrito al obligado tributario o a su representante. 

Artículo 78. Notificaciones de las liquidaciones en los tributos de 
vencimiento periódico y notificación colectiva.

1. En los tributos de cobro periódico por recibo, una vez notificada la liquidación 
correspondiente al alta en el respectivo registro, padrón o matrícula, podrán notificarse 
colectivamente las sucesivas liquidaciones, mediante edictos que así lo adviertan. A tal 
efecto, los padrones o matrículas se someterán, cada período, a la aprobación del 
órgano de gestión tributaria y, una vez aprobados, se expondrán al público durante 
un plazo de quince días, contados a partir del día siguiente al de la publicación del 
anuncio de exposición en el Boletín Oficial de la Región de Murcia, BORM.

La exposición al público se realizará en el lugar indicado en el anuncio 
de exposición en el BORM. Del lugar de exposición, en todo caso, se dejará 
constancia, durante el tiempo en que esté expuesto, en el tablón de anuncios de 
la Casa Consistorial.
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2. El aumento de base imponible sobre la resultante de las declaraciones 
deberá notificarse al contribuyente con expresión concreta de los hechos y 
elementos adicionales que lo motiven, excepto cuando la modificación provenga 
de revalorizaciones de carácter general autorizadas por las leyes.

Sección 5.ª Denuncia pública

Artículo 79. Denuncia pública.

1. Mediante la denuncia pública se podrán poner en conocimiento de la 
Administración tributaria hechos o situaciones que puedan ser constitutivos de 
infracciones tributarias o tener trascendencia para la aplicación de los tributos. La 
denuncia pública es independiente del deber de colaborar con la Administración 
tributaria regulado en los artículos 93 y 94 de la Ley General Tributaria.

2. La Administración tributaria municipal podrá acordar el archivo de la 
denuncia cuando se considere infundada o cuando no se concreten o identifiquen 
suficientemente los hechos o las personas denunciadas. Se podrán iniciar las 
actuaciones que procedan si existen indicios suficientes de veracidad en los 
hechos imputados y éstos son desconocidos para la Administración tributaria. En 
este caso, la denuncia no formará parte del expediente administrativo.

3. No se considerará al denunciante interesado en las actuaciones 
administrativas que se inicien como consecuencia de la denuncia ni se le informará 
del resultado de las mismas. Tampoco estará legitimado para la interposición de 
recursos o reclamaciones en relación con los resultados de dichas actuaciones. 

Sección 6.ª Potestades y funciones de comprobación e investigación

Artículo 80. Potestades y funciones de comprobación e investigación.

1. La Administración tributaria municipal podrá comprobar e investigar 
los hechos, actos, elementos, actividades, explotaciones, valores y demás 
circunstancias determinantes de la obligación tributaria, para verificar el correcto 
cumplimiento de las normas aplicables al efecto.

2. En el desarrollo de las funciones de comprobación o investigación, la 
Administración tributaria municipal calificará los hechos, actos o negocios 
realizados por el obligado tributario, con independencia de la previa calificación 
que éste hubiera dado a los mismos.

3. Los actos de concesión o reconocimiento de beneficios fiscales, que estén 
condicionados al cumplimiento de ciertas condiciones futuras o a la efectiva 
concurrencia de determinados requisitos no comprobados en el procedimiento 
en que se dictaron, tendrán carácter provisional. La Administración tributaria 
municipal podrá comprobar, en un posterior procedimiento de aplicación de los 
tributos, la concurrencia de tales condiciones o requisitos y, en su caso, regularizar 
la situación tributaria del obligado, sin necesidad de proceder a la previa revisión 
de dichos actos en los términos previstos en el título VII de esta ordenanza.

Capítulo III. Actuaciones y procedimientos de gestión tributaria

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 81. La gestión tributaria.

Las actuaciones y el ejercicio de las funciones propias de la gestión tributaria, 
en los términos señalados en la Ley General Tributaria, se realizarán de acuerdo 
con lo establecido en dicha ley, con las especialidades propias del ámbito local 
contempladas en la normativa tributaria local y en esta ordenanza.
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Artículo 82. Publicación de los conciertos.

1. El Ayuntamiento publicará cuales son los tributos, conceptos o epígrafes 
que puedan ser materia de concierto.

2. Las bases de regulación de los conciertos, si no figuran de forma expresa 
en la ordenanza fiscal que corresponda al tributo, epígrafe o concepto que se 
haya de concertar, se detallarán para cada uno de ellos en el momento de su 
publicación.

Artículo 83. Iniciación de la gestión tributaria.

De acuerdo con lo previsto en la normativa tributaria, la gestión tributaria se 
iniciará:

a) A instancia del obligado tributario, mediante solicitud, autoliquidación, o 
cualquier clase de declaración. 

b) De oficio por la Administración tributaria municipal.

Sección 2.ª Procedimientos ordinarios de gestión tributaria municipal

Artículo 84. Procedimiento iniciado mediante autoliquidación.

1. Las autoliquidaciones son declaraciones en las que los obligados 
tributarios, además de comunicar a la Administración los datos necesarios para la 
liquidación del tributo y otros de contenido informativo, realizan por sí mismos las 
operaciones de calificación y cuantificación necesarias para determinar e ingresar 
el importe de la deuda tributaria o, en su caso, determinar la cantidad que resulte 
a devolver o a compensar.

2. Los obligados tributarios podrán presentar autoliquidaciones 
complementarias o declaraciones complementarias o sustitutivas, en los términos 
establecidos en el artículo 122 de la Ley General Tributaria.

3. Las autoliquidaciones presentadas por los obligados tributarios podrán ser 
objeto de verificación y comprobación por la Administración tributaria municipal, 
de oficio o a instancia de los obligados tributarios, quienes podrán promover la 
rectificación de aquellas autoliquidaciones por ellos presentadas que, consideren, 
han perjudicado sus intereses legítimos o cuando resulte una cantidad superior 
o inferior a la ingresada por la autoliquidación cuya rectificación se pretende. 
En aquellos casos en los que resulte una cantidad inferior a la ingresada, la 
rectificación podrá instarse por el obligado tributario mediante la presentación 
de una autoliquidación, cuantificando la deuda sin ingreso, de la que resulte una 
cantidad a devolver, mediante la presentación de una solicitud de devolución o 
mediante la presentación de una comunicación de datos.

4. Cuando la rectificación de una autoliquidación origine una devolución 
derivada de la normativa del tributo y hubieran transcurrido seis meses sin que se 
hubiera ordenado el pago por causa imputable a la Administración tributaria, ésta 
abonará el interés de demora sobre el importe de la devolución que proceda, sin 
necesidad de que el obligado lo solicite. A estos efectos, el plazo de seis meses 
comenzará a contarse a partir de la finalización del plazo para la presentación 
de la autoliquidación o, si éste hubiese concluido, a partir de la presentación 
de la solicitud de rectificación. Cuando la rectificación de una autoliquidación 
origine la devolución de un ingreso indebido, la Administración tributaria abonará, 
asimismo, el interés de demora.

5. Si como consecuencia de la comprobación efectuada debe rectificarse 
la autoliquidación presentada, la Administración practicará la liquidación o 
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liquidaciones que correspondan, junto con los recargos e intereses que procedan 
en su caso, o efectuará las devoluciones que resulten de acuerdo con el 
procedimiento que sea de aplicación.

Artículo 85. Procedimiento iniciado mediante declaración.

1. Se considerará declaración tributaria todo documento presentado ante 
la Administración tributaria donde se reconozca o manifieste la realización de 
cualquier hecho relevante para la aplicación de los tributos. La presentación de 
una declaración no implica aceptación o reconocimiento por el obligado tributario 
de la procedencia de la obligación tributaria.

2. Reglamentariamente podrán determinarse los supuestos en que sea 
admisible la declaración verbal o la realizada mediante cualquier otro acto de 
manifestación de conocimiento.

3. En los tributos en que así se establezca, la gestión se iniciará mediante la 
presentación de una declaración por el obligado tributario.

4. Para la correcta resolución del procedimiento, la Administración tributaria 
municipal podrá utilizar los datos consignados por el obligado tributario en su 
declaración o cualquier otro que obre en su poder, podrá requerir al obligado para 
que aclare los datos consignados en su declaración o presente justificante de los 
mismos y podrá realizar cuantas actuaciones de comprobación sean necesarias.

5. Realizadas las actuaciones de calificación y cuantificación oportunas, 
la Administración tributaria municipal procederá a dictar las liquidaciones que 
correspondan.

6. La notificación de liquidación deberá realizarse en un plazo de seis meses 
desde el día siguiente a la finalización del plazo para presentar la declaración. En 
el supuesto de presentación de declaraciones extemporáneas, el plazo de seis 
meses para notificar la liquidación comenzará a contarse desde el día siguiente a 
la presentación de la declaración.

7. En las liquidaciones que se dicten en este procedimiento no se exigirán 
intereses de demora desde la presentación de la declaración hasta la finalización 
del plazo para el pago en período voluntario, sin perjuicio, en su caso, de lo 
dispuesto en los artículos 18 y 122 de esta ordenanza.

Artículo 86. Especialidad de los tributos periódicos de notificación 
colectiva.

1. Podrán ser objeto de padrón o matrícula los tributos en los que, por su 
naturaleza, se produzca continuidad de hechos imponibles. En los tributos de 
cobro periódico en los que la gestión corresponda íntegramente al Ayuntamiento, 
el Padrón o Matrícula se elaborará, por cada período, por la Administración 
tributaria, teniendo en cuenta las declaraciones de los interesados y demás 
datos que se conozcan como consecuencia de las actuaciones de comprobación 
e investigación. Las bajas deberán ser formuladas por los sujetos pasivos y una 
vez comprobadas producirán la definitiva eliminación del padrón con efectos a 
partir del período siguiente a aquel en que hubiesen sido presentadas, salvo 
las excepciones que se establezcan en cada ordenanza. En los demás casos, el 
órgano de la Administración competente para la elaboración del correspondiente 
padrón o matrícula, deberá remitirlo, anualmente, en los plazos que, en cada 
caso se establezcan, al Ayuntamiento, al efecto de proceder a su exposición al 
público, en los términos establecidos en el artículo 78 de esta ordenanza.
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2. A los efectos previstos en el artículo anterior, la gestión tributaria se 
entenderá iniciada en los tributos de cobro periódico:

a) En los casos de alta, con la presentación de la correspondiente declaración 
o autoliquidación, según establezca la ordenanza reguladora del tributo de que se 
trate, siempre que la gestión corresponda íntegramente al Ayuntamiento.

b) En los restantes supuestos, el primer día de la exposición al público, a 
que se refiere el artículo 78 de esta ordenanza, del correspondiente padrón o 
matrícula.

En cualquier caso, salvo que la ley disponga otra cosa, la no inclusión en 
el padrón o matrícula de un objeto tributario en un período determinado no 
impedirá la regularización de la situación tributaria y notificación individual de 
las liquidaciones correspondientes a cada uno de los períodos no prescritos, con 
independencia de las sanciones a que hubiera lugar y de su inclusión, de no 
estarlo ya, por la Administración competente, en futuros padrones.

3. La notificación de las liquidaciones en los tributos de cobro periódico 
por recibo se llevará a cabo conforme se establece en el artículo 78 de esta 
ordenanza.

TÍTULO IV. INSPECCIÓN

Capítulo I Disposiciones generales

Artículo 87. La inspección tributaria.

La inspección tributaria consiste en el ejercicio de las funciones 
administrativas dirigidas a:

a) La investigación de los supuestos de hecho de las obligaciones tributarias 
para el descubrimiento de los que sean ignorados por la Administración municipal.

b) La comprobación de la veracidad y exactitud de las declaraciones 
presentadas por los obligados tributarios.

c) La realización de actuaciones de obtención de información relacionadas 
con la aplicación de los tributos, de acuerdo con lo establecido en los artículos 93 
y 94 de la Ley General Tributaria.

d) La comprobación del valor de derechos, rentas, productos, bienes, 
patrimonios, empresas y demás elementos, cuando sea necesaria para la 
determinación de las obligaciones tributarias, siendo de aplicación lo dispuesto en 
los artículos 134 y 135 de la ante citada Ley General Tributaria.

e) La comprobación del cumplimiento de los requisitos exigidos para la 
obtención de beneficios o incentivos fiscales y devoluciones tributarias, así como 
para la aplicación de regímenes tributarios especiales.

f) La información a los obligados tributarios con motivo de las actuaciones 
inspectoras sobre sus derechos y obligaciones tributarias y la forma en que deben 
cumplir estas últimas.

g) La práctica de las liquidaciones tributarias resultantes de sus actuaciones 
de comprobación e investigación.

h) La realización de actuaciones de comprobación limitada, conforme a lo 
establecido en los artículos 136 a 140 de dicha ley.

i) El asesoramiento e informe a órganos de la Administración municipal.

j) La realización de las intervenciones tributarias de carácter permanente o 
no permanente, que se regirán por lo dispuesto en su normativa específica y, en 
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defecto de regulación expresa, por las normas del Título III, Capítulo IV de la Ley 
General Tributaria, con exclusión del artículo 149.

k) Las demás que se establezcan en otras disposiciones o se le encomienden 
por las autoridades competentes.

Artículo 88. Facultades de la Inspección de los Tributos.

1. Las actuaciones inspectoras se realizarán mediante el examen de 
documentos, libros, contabilidad principal y auxiliar, ficheros, facturas, 
justificantes, correspondencia con trascendencia tributaria, bases de datos 
informatizadas, programas, registros y archivos informáticos relativos 
a actividades económicas, así como mediante la inspección de bienes, 
elementos, explotaciones y cualquier otro antecedente o información que deba 
de facilitarse a la Administración o que sea necesario para la exigencia de las 
obligaciones tributarias.

2. Cuando las actuaciones inspectoras lo requieran, los funcionarios que 
desarrollen funciones de inspección de los tributos podrán entrar en las fincas, 
locales de negocio y demás establecimientos o lugares en que se desarrollen 
actividades o explotaciones sometidas a gravamen, existan bienes sujetos 
a tributación, se produzcan hechos imponibles o supuestos de hecho de las 
obligaciones tributarias o exista alguna prueba de los mismos.

Si la persona bajo cuya custodia se encontraren los lugares mencionados en 
el párrafo anterior se opusiera a la entrada de los funcionarios de la Inspección 
de los Tributos, se precisará la autorización escrita del Alcalde.

Cuando en el ejercicio de las actuaciones inspectoras sea necesario entrar en 
el domicilio constitucionalmente protegido del obligado tributario, se aplicará lo 
dispuesto en el artículo 113 de la Ley General Tributaria.

3. Los obligados tributarios deberán atender a la Inspección y le prestarán 
la debida colaboración en el desarrollo de sus funciones. El obligado tributario 
que hubiera sido requerido por la Inspección deberá personarse, por sí o por 
medio de representante, en el lugar, día y hora señalados para la práctica de 
las actuaciones, y deberá aportar o tener a disposición de la Inspección la 
documentación y demás elementos solicitados. Excepcionalmente, y de forma 
motivada, la Inspección podrá requerir la comparecencia personal del obligado 
tributario cuando la naturaleza de las actuaciones a realizar así lo exija.

4. Los funcionarios que desempeñen funciones de inspección serán 
considerados agentes de la autoridad y deberán acreditar su condición, si son 
requeridos para ello, fuera de las oficinas públicas. Las autoridades públicas 
prestarán la protección y el auxilio necesario a los funcionarios para el ejercicio 
de las funciones de inspección.

Capítulo II. Documentación de las actuaciones de la inspección

Artículo 89. Documentación de las actuaciones de la inspección.

1. Las actuaciones de la Inspección de los Tributos se documentarán en 
comunicaciones, diligencias, informes y actas.

2. Las actas son los documentos públicos que extiende la Inspección de 
los Tributos con el fin de recoger el resultado de las actuaciones inspectoras 
de comprobación e investigación, proponiendo la regularización que estime 
procedente de la situación tributaria del obligado o declarando correcta la 
misma.
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Artículo 90. Valor probatorio de las actas.

1. Las actas extendidas por la Inspección de los Tributos tienen naturaleza de 
documentos públicos y hacen prueba de los hechos que motiven su formalización, 
salvo que se acredite lo contrario.

2. Los hechos aceptados por los obligados tributarios en las actas de 
inspección se presumen ciertos y sólo podrán rectificarse mediante prueba de 
haber incurrido en error de hecho.

Capítulo III. Las actas

Artículo 91. Contenido de las actas.

Las actas que documenten el resultado de las actuaciones inspectoras 
deberán contener, al menos, las siguientes menciones:

a) El lugar y fecha de su formalización.

b) El nombre y apellidos o razón social completa, el número de identificación 
fiscal y el domicilio fiscal del obligado tributario, así como el nombre, apellidos 
y número de identificación fiscal de la persona con la que se entienden las 
actuaciones y el carácter o representación con que interviene en las mismas.

c) Los elementos esenciales del hecho imponible o presupuesto de hecho 
de la obligación tributaria y de su atribución al obligado tributario, así como los 
fundamentos de derecho en que se base la regularización.

d) En su caso, la regularización de la situación tributaria del obligado y la 
propuesta de liquidación que proceda.

e) La conformidad o disconformidad del obligado tributario con la 
regularización y con la propuesta de liquidación.

f) Los trámites del procedimiento posteriores al acta y, cuando ésta sea 
con acuerdo o de conformidad, los recursos que procedan contra el acto de 
liquidación derivado del acta, órgano ante el que hubieran de presentarse y plazo 
para interponerlos.

g) La existencia o inexistencia, en opinión del actuario, de indicios de la 
comisión de infracciones tributarias. 

Artículo 92. Clases de actas según su tramitación.

1. A efectos de su tramitación, las actas de inspección pueden ser con 
acuerdo, de conformidad o de disconformidad.

2. Cuando el obligado tributario o su representante se niegue a recibir o 
suscribir el acta, ésta se tramitará como de disconformidad.

Artículo 93. Actas con Acuerdo.

1. Cuando para la elaboración de la propuesta de regularización deba 
concretarse la aplicación de conceptos jurídicos indeterminados, cuando resulte 
necesaria la apreciación de los hechos determinantes para la correcta aplicación 
de la norma al caso concreto, o cuando sea preciso realizar estimaciones, 
valoraciones o mediciones de datos, elementos o características relevantes 
para la obligación tributaria que no puedan cuantificarse de forma cierta, la 
Administración tributaria, con carácter previo a la liquidación de la deuda 
tributaria, podrá concretar dicha aplicación, la apreciación de aquellos hechos o la 
estimación, valoración o medición mediante un acuerdo con el obligado tributario 
en los términos previstos en este artículo.
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2. Para la suscripción del Acta con Acuerdo será necesaria la concurrencia de 
los siguientes requisitos:

a) Autorización del órgano competente para liquidar, que podrá ser previa o 
simultánea a la suscripción del Acta con Acuerdo.

b) La constitución de un depósito, aval de carácter solidario de entidad de 
crédito o sociedad de garantía recíproca o certificado de seguro de caución, de 
cuantía suficiente para garantizar el cobro de las cantidades que puedan derivarse 
del acta.

3. Se entenderá producida y notificada la liquidación y, en su caso, 
impuesta y notificada la sanción, en los términos de las propuestas formuladas, 
si transcurridos 10 días contados desde el siguiente a la fecha del acta no se 
hubiera notificado al interesado acuerdo del órgano competente para liquidar 
rectificando los errores materiales que pudiera contener el Acta con Acuerdo. 
Confirmadas las propuestas, el depósito realizado se aplicará al pago de dichas 
cantidades. Si se hubiera presentado aval o certificado de seguro de caución, el 
ingreso deberá realizarse en el plazo al que se refiere el apartado 2 del artículo 
62 de la Ley General Tributaria, sin posibilidad de aplazar o fraccionar el pago.

4. El contenido del Acta con Acuerdo se entenderá íntegramente aceptado 
por el obligado y por la Administración tributaria. La liquidación y la sanción 
derivadas del acuerdo sólo podrán ser objeto de impugnación o revisión en vía 
administrativa por el procedimiento de declaración de nulidad de pleno derecho 
previsto en el artículo 217 de dicha ley, y sin perjuicio del recurso que pueda 
proceder en vía contencioso-administrativa por la existencia de vicios en el 
consentimiento.

5. La falta de suscripción de un Acta con Acuerdo en un procedimiento 
inspector no podrá ser motivo de recurso o reclamación contra las liquidaciones 
derivadas de Actas de Conformidad o Disconformidad.

Artículo 94. Actas de Conformidad.

1. Cuando el obligado tributario o su representante manifieste su conformidad 
con la propuesta de regularización que formule la Inspección de los Tributos, se 
hará constar expresamente esta circunstancia en el acta.

2. Se entenderá producida y notificada la liquidación tributaria de acuerdo 
con la propuesta formulada en el acta si, en el plazo de un mes contado desde el 
día siguiente a la fecha del acta, no se hubiera notificado al interesado acuerdo 
del órgano competente para liquidar, con alguno de los siguientes contenidos:

a) Rectificando errores materiales.

b) Ordenando completar el expediente mediante la realización de las 
actuaciones que procedan.

c) Confirmando la liquidación propuesta en el acta.

d) Estimando que en la propuesta de liquidación ha existido error en 
la apreciación de los hechos o indebida aplicación de las normas jurídicas 
y concediendo al interesado plazo de audiencia previo a la liquidación que se 
practique.

3. Para la imposición de las sanciones que puedan proceder como 
consecuencia de estas liquidaciones será de aplicación la reducción prevista en el 
apartado 1 del artículo 188 de la Ley General Tributaria.
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4. A los hechos y elementos determinantes de la deuda tributaria respecto de 
los que el obligado tributario o su representante prestó su conformidad les será 
de aplicación lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 144 de la antecitada ley.

Artículo 95. Actas de Disconformidad.

1. Cuando el obligado tributario o su representante no suscriba el acta o 
manifieste su disconformidad con la propuesta de regularización que formule la 
Inspección de los Tributos, se hará constar expresamente esta circunstancia en el 
acta, a la que se acompañará un informe del actuario en el que se expongan los 
fundamentos de derecho en que se base la propuesta de regularización.

2. En el plazo de 15 días desde la fecha en que se haya extendido el acta o 
desde la notificación de la misma, el obligado tributario podrá formular alegaciones.

3. Antes de dictar el acto de liquidación, el órgano competente podrá 
acordar la práctica de actuaciones complementarias en los términos que se fijen 
reglamentariamente.

4. Recibidas las alegaciones, el órgano competente dictará la liquidación que 
proceda, que será notificada al interesado.

Capítulo IV. Disposiciones especiales

Artículo 96. Aplicación del método de estimación indirecta.

1. Cuando resulte aplicable el método de estimación indirecta, la Inspección 
de los Tributos acompañará a las actas incoadas para regularizar la situación 
tributaria de los obligados tributarios un informe razonado sobre:

a) Las causas determinantes de la aplicación del método de estimación 
indirecta.

b) La situación de la contabilidad y registros obligatorios del obligado 
tributario.

c) La justificación de los medios elegidos para la determinación de las bases, 
rendimientos o cuotas.

d) Los cálculos y estimaciones efectuados en virtud de los medios elegidos.

2. La aplicación del método de estimación indirecta no requerirá acto 
administrativo previo que lo declare, pero en los recursos y reclamaciones 
que procedan contra los actos y liquidaciones resultantes podrá plantearse la 
procedencia de la aplicación de dicho método.

Artículo 97. Informe preceptivo para la declaración del conflicto en la 
aplicación de la norma tributaria.

1. De acuerdo con lo establecido en el artículo 15 de la Ley General 
Tributaria, para que la Inspección de los Tributos pueda declarar el conflicto 
en la aplicación de la norma tributaria deberá emitirse previamente un 
informe favorable de la Comisión consultiva que se constituya, en los términos 
establecidos reglamentariamente, por dos representantes del órgano competente 
para contestar las consultas tributarias escritas, actuando uno de ellos como 
Presidente, y por dos representantes de la Administración tributaria actuante.

2. Cuando el órgano actuante estime que pueden concurrir las circunstancias 
previstas en el apartado 1 del artículo 15 de dicha ley lo comunicará al interesado, 
y le concederá un plazo de 15 días para presentar alegaciones y aportar o 
proponer las pruebas que estime procedentes.
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Recibidas las alegaciones y practicadas, en su caso, las pruebas procedentes, 
el órgano actuante remitirá el expediente completo a la Comisión consultiva.

3. El tiempo transcurrido desde que se comunique al interesado la 
procedencia de solicitar el informe preceptivo hasta la recepción de dicho informe 
por el órgano de inspección será considerado como una interrupción justificada 
del cómputo del plazo de las actuaciones inspectoras previsto en el artículo 150 
de la citada Ley General Tributaria.

4. El plazo máximo para emitir el informe será de tres meses desde la 
remisión del expediente a la Comisión consultiva. Dicho plazo podrá ser ampliado 
mediante acuerdo motivado de la comisión consultiva, sin que dicha ampliación 
pueda exceder de un mes.

5. Transcurrido el plazo al que se refiere el apartado anterior sin que la 
Comisión consultiva haya emitido el informe, se reanudará el cómputo del plazo 
de duración de las actuaciones inspectoras, manteniéndose la obligación de 
emitir dicho informe, aunque se podrán continuar las actuaciones y, en su caso, 
dictar liquidación provisional respecto a los demás elementos de la obligación 
tributaria no relacionados con las operaciones analizadas por la Comisión 
consultiva.

6. El informe de la Comisión consultiva vinculará al órgano de inspección 
sobre la declaración del conflicto en la aplicación de la norma.

7. El informe y los demás actos dictados en aplicación de lo dispuesto en 
este artículo no serán susceptibles de recurso o reclamación, pero en los que 
se interpongan contra los actos y liquidaciones resultantes de la comprobación 
podrá plantearse la procedencia de la declaración del conflicto en la aplicación de 
la norma tributaria.

TÍTULO V. RECAUDACIÓN

Capítulo I. Disposiciones generales

Artículo 98. Órganos de gestión recaudatoria.

1. La gestión recaudatoria de los tributos del Municipio de Ceutí se llevará a 
cabo por la Recaudación Municipal dependiente de la Tesorería Municipal.

2. Son colaboradores del servicio de recaudación las Entidades de Crédito 
autorizadas para la apertura de cuentas restringidas de recaudación.

3. Los pagos de tributos periódicos que sean objeto de notificación colectiva 
deberán realizarse en cualquiera de las Entidades de Crédito autorizadas.

4. Los pagos de liquidaciones individuales notificadas, así como los que 
resulten de autoliquidaciones formuladas por los propios obligados tributarios, se 
realizarán en cualquiera de las Entidades de Crédito autorizadas.

Artículo 99. Recaudación de las deudas.

1. La recaudación de las deudas tributarias y de las sanciones tributarias que 
puedan imponerse de acuerdo al Título VI de esta ordenanza podrá realizarse en 
período voluntario o en período ejecutivo.

2. El pago en período voluntario deberá hacerse dentro de los plazos que 
determinan los apartados 1 y 2 del artículo siguiente de esta ordenanza.

3. Las deudas no satisfechas en período voluntario se harán efectivas en vía 
de apremio, una vez iniciado el periodo ejecutivo.
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Artículo 100. Plazos de ingreso.

1. En el caso de deudas resultantes de liquidaciones practicadas por la 
Administración, el pago en período voluntario deberá hacerse en los siguientes 
plazos:

a) Si la notificación de la liquidación se realiza entre los días 1 y 15 de 
cada mes, desde la fecha de recepción de la notificación hasta el día 20 del mes 
posterior o, si éste no fuera hábil, hasta el inmediato hábil siguiente.

b) Si la notificación de la liquidación se realiza entre los días 16 y último 
de cada mes, desde la fecha de recepción de la notificación hasta el día cinco 
del segundo mes posterior o, si éste no fuera hábil, hasta el inmediato hábil 
siguiente.

c) Con carácter general, se establecen lo siguientes períodos para pagar los 
tributos de carácter periódico:

I) Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica: Desde el día 15 de febrero 
al 15 de abril de cada año natural.

II) Impuesto sobre Bienes Inmuebles de naturaleza Urbana: Desde el día 15 
de mayo hasta el 15 de julio de cada año natural.

III) Vados para entrada de vehículos y reservas de dominio público: Desde el 
día 15 de octubre hasta el 15 de diciembre de cada año natural. 

IV) Impuesto sobre Bienes Inmuebles de naturaleza Rústica: Desde el día 15 
de octubre hasta el 15 de diciembre de cada año natural. 

V) Impuesto sobre Actividades Económicas: Desde el día 15 de octubre hasta 
el 15 de diciembre de cada año natural.

2.- Las variaciones en los períodos de cobro reseñados en el punto anterior 
serán aprobadas por la Junta de Gobierno Local, no admitiéndose la prórroga de 
los mismos salvo que concurran circunstancias excepcionales. 

3.- Las modificaciones del anterior calendario fiscal se publicará en el Boletín 
Oficial de la Región de Murcia y en el tablón de edictos del Ayuntamiento. 

4.- Cuando se modifique el período de cobro de un tributo de vencimiento 
periódico, no será preciso notificar individualmente a los sujetos pasivos tal 
circunstancia.

d) Las deudas resultantes de conciertos se ingresarán en los plazos 
determinados en los mismos.

e) Las deudas no tributarias, en los plazos que determinen las normas o 
acuerdos con arreglo a las cuales tales deudas se exijan, y, en su defecto, en los 
plazos establecidos en los apartados a), b) o en el c), según los casos.

2. Tratándose de autoliquidaciones, las deudas liquidadas por el propio 
obligado tributario deberán pagarse en los plazos que señalen las normas 
reguladoras de cada tributo.

3. Una vez iniciado el período ejecutivo y notificada la providencia de 
apremio, el pago de la deuda tributaria deberá efectuarse en los siguientes 
plazos:

a) Si la notificación de la providencia se realiza entre los días 1 y 15 de cada 
mes, desde la fecha de recepción de la notificación hasta el día 20 de dicho mes 
o, si éste no fuera hábil, hasta el inmediato hábil siguiente.
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b) Si la notificación de la providencia se realiza entre los días 16 y último de 
cada mes, desde la fecha de recepción de la notificación hasta el día cinco del 
mes siguiente o, si éste no fuera hábil, hasta el inmediato hábil siguiente.

4. Si se hubiese concedido aplazamiento o fraccionamiento de pago, se 
estará a lo establecido en los artículos 37 a 42 de esta ordenanza.

5. Las suspensiones acordadas por órgano administrativo o judicial 
competente en relación con deudas en período voluntario, interrumpen los plazos 
fijados en este artículo. Resuelto el recurso que dio lugar a la suspensión, si 
el acuerdo no anula ni modifica la liquidación impugnada, deberá pagarse en 
los plazos previstos en los párrafos a) y b) del apartado 1 de este artículo, 
según que la resolución se haya notificado en la primera o segunda quincena 
del mes. La resolución administrativa adoptada se notificará al recurrente con 
expresión de este plazo en el que debe ser satisfecha la deuda. Si la resolución 
da lugar a la modificación del acto u ordena la retroacción del procedimiento, 
la deuda resultante del acto que se dicte en ejecución de dicho acuerdo habrá 
de ser ingresada en los plazos previstos en los párrafos a) y b) del apartado 
1 de este artículo. La notificación del nuevo acto indicará expresamente este 
plazo. En orden a la devolución de los depósitos en metálico y a los efectos de 
lo dispuesto en el artículo 7.4 del Reglamento municipal sobre constitución, 
devolución y ejecución de garantías, las referencias al «órgano de gestión» a que 
dicho precepto se refiere se entenderá realizada a los servicios de Tesorería.

Capítulo II. Recaudación en período voluntario

Artículo 101. Iniciación y terminación.

1. La recaudación en período voluntario se iniciará a partir de:

a) Cuando la notificación se practique individualmente al obligado al pago o 
a su representante, desde la fecha de recepción de la notificación o de aquélla en 
que se entienda producida la misma a todos los efectos legales.

b) La apertura del respectivo plazo recaudatorio cuando se trate de las 
deudas que sean objeto de notificación colectiva y periódica.

c) La fecha de comienzo del plazo señalado para su presentación, tratándose 
de autoliquidaciones.

2. La recaudación en período voluntario concluirá el día del vencimiento de 
los correspondientes plazos de ingreso. En el caso de deudas a ingresar mediante 
autoliquidación presentada fuera de plazo sin realizar el ingreso o sin presentar 
solicitud de aplazamiento, fraccionamiento o compensación concluirá el mismo 
día de la presentación de la autoliquidación. Si el vencimiento del plazo de 
ingreso coincide con un sábado o con un día inhábil quedará trasladado al primer 
día hábil siguiente.

3. Los obligados al pago podrán satisfacer total o parcialmente las deudas 
en período voluntario. Por la cantidad no pagada se iniciará el período ejecutivo.

Capítulo III. Recaudación en período ejecutivo

Artículo 102. Recaudación en período ejecutivo.

1. El período ejecutivo se inicia:

a) En el caso de deudas liquidadas por la Administración tributaria, el día 
siguiente al del vencimiento del plazo reglamentariamente establecido para su 
ingreso.
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b) En el caso de deudas a ingresar mediante autoliquidación presentada sin 
realizar el ingreso, al día siguiente de la finalización del plazo que establezca la 
normativa de cada tributo para dicho ingreso o, si éste ya hubiere concluido, el 
día siguiente a la presentación de la autoliquidación.

2. La presentación de una solicitud de aplazamiento, fraccionamiento 
o compensación en período voluntario impedirá el inicio del período ejecutivo 
durante la tramitación de dichos expedientes.

La interposición de un recurso o reclamación en tiempo y forma contra una 
sanción impedirá el inicio del período ejecutivo hasta que la sanción sea firme en 
vía administrativa y haya finalizado el plazo para el ingreso voluntario del pago.

3. Iniciado el período ejecutivo se efectuará la recaudación de las deudas 
liquidadas o autoliquidadas con el recargo correspondiente y, en su caso, los 
intereses y las costas que procedan por el procedimiento de apremio sobre el 
patrimonio del obligado al pago.

4. El inicio del período ejecutivo determina la exigencia de los intereses de 
demora y de los recargos del período ejecutivo en los términos de los artículos 
17 y 19 de esta ordenanza y, en su caso, de las costas del procedimiento de 
apremio.

5. El procedimiento de apremio se iniciará mediante providencia notificada 
al deudor en la que se identificará la deuda pendiente, se liquidarán los recargos 
correspondientes y se le requerirá para que efectúe el pago. Si el deudor no 
hiciere el pago dentro del plazo para el pago establecido en el artículo 62.5 de la 
Ley General Tributaria, se procederá al embargo de sus bienes, advirtiéndose así 
en la providencia de apremio. Si el vencimiento del plazo de ingreso coincide con 
un sábado o con un día inhábil quedará trasladado al primer día hábil siguiente.

6. La providencia anterior, expedida por la Tesorería Municipal, es el título 
suficiente que inicia el procedimiento de apremio y tiene la misma fuerza 
ejecutiva que la sentencia judicial para proceder contra los bienes y derechos de 
los obligados al pago.

7. El régimen de las notificaciones en el procedimiento administrativo de 
recaudación será el establecido en el Reglamento General de Recaudación y en 
esta ordenanza.

Artículo 103. Motivos de oposición.

1. Contra la providencia de apremio sólo serán admisibles los siguientes 
motivos de oposición:

a) Extinción total de la deuda o prescripción del derecho a exigir el pago.

b) Solicitud de aplazamiento, fraccionamiento o compensación en período 
voluntario y otras causas de suspensión del procedimiento de recaudación.

c) Falta de notificación de la liquidación.

d) Anulación de la liquidación.

e) Error u omisión en el contenido de la providencia de apremio que impida 
la identificación del deudor o de la deuda apremiada.

2. Contra la diligencia de embargo de los bienes que formen el patrimonio 
del deudor sólo serán admisibles los siguientes motivos de oposición:

a) Extinción de la deuda o prescripción del derecho a exigir el pago.

b) Falta de notificación de la providencia de apremio.
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c) El incumplimiento de las normas reguladoras del embargo contenidas en 
la Ley General Tributaria y normas dictadas en su desarrollo.

d) Suspensión del procedimiento de recaudación.

Artículo 104. Procedimiento de apremio.

El procedimiento de apremio se llevará a cabo de la forma regulada en la Ley 
General Tributaria, y en el Reglamento General de Recaudación, con arreglo a las 
particularidades establecidas en los artículos siguientes.

Artículo 105. Interés de demora.

El interés de demora devengado en período ejecutivo deberá ser abonado 
en el momento del pago de la deuda apremiada y será siempre exigible, cuando 
proceda, conforme a lo dispuesto en los artículos 26 a 28 de la Ley General 
Tributaria, cualquiera que sea la cantidad devengada por tal concepto.

Artículo 106. Costas.

Además de las enumeradas en el Reglamento General de Recaudación, 
tendrán la consideración de costas del expediente por ser gastos que 
imprescindible y concretamente exige y requiere la tramitación del procedimiento:

a) Las citaciones o emplazamientos que deban publicarse, por exigirlo un 
precepto legal o reglamentario, en los Boletines Oficiales, cuando estén sujetos al 
pago de las tasas correspondientes.

b) Los anuncios de subasta o concurso, íntegros o en extracto, en los medios 
a que hace referencia el Reglamento General de Recaudación y esta ordenanza.

c) Los gastos de franqueo según la tarifa del Servicio de Correos.

d) Los gastos de devolución, de las entidades colaboradoras, por los 
impagados de las domiciliaciones bancarias.

Artículo 107. Valoraciones.

En relación a lo dispuesto en el Reglamento General de Recaudación sobre 
valoración de bienes, debe entenderse:

Si la diferencia entre las sumas de los valores asignados a los bienes por la 
Administración y el obligado al pago excediesen del 20 por ciento, se emplazará 
al deudor para que se persone en los servicios de Recaudación del Ayuntamiento 
de Ceutí en el plazo de 10 días hábiles para dirimir la diferencia de valoración y, 
si se logra acuerdo, se considerará como valor del bien embargado el alcanzado 
en dicho acuerdo. Al interesado que no se persone en dicho plazo se le declarará 
decaído en su derecho al referido trámite y por no existir acuerdo entre las 
partes, el órgano competente solicitará nueva valoración por perito adecuado.

Artículo 108. Mesa de subasta.

La mesa de subasta estará compuesta por la Tesorera/o que será la/el 
Presidente, por la Interventora/Interventor, y por dos empleados de la «Tesorería 
o Intervención Municipal designados por el Presidente de la misma, actuando uno 
de ellos como Secretario. Todos podrán ser sustituidos.

Artículo 109. Particularidades de la subasta.

1. La Tesorera/o, acordará, en los supuestos previstos en la legislación 
vigente, la enajenación de los bienes embargados mediante subasta, concurso o 
adjudicación directa. El acuerdo de enajenación únicamente podrá impugnarse si 
las diligencias de embargo se han dado por notificadas por no haber comparecido 
el obligado tributario o su representante. En este caso, contra el acuerdo de 
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enajenación solo serán admisibles los motivos de impugnación establecidos 
contra las diligencias de embargo.

2. Las subastas se anunciarán en todo caso en los tablones de anuncios de 
la Corporación y el Boletín Oficial de la Región de Murcia, se anunciará también 
en el Boletín Oficial del Estado cuando el tipo de subasta supere la cantidad de 
600.000 euros. Si el importe de los bienes de la subasta fuera igual o inferior de 
60.000 euros, el anuncio en el Boletín Oficial de la Región de Murcia se realizará 
en extracto si su coste fuera proporcionado al valor de los bienes.

3. Todo licitador, para ser admitido como tal, constituirá un depósito en 
metálico o cheque conformado a favor de la Hacienda municipal de al menos un 
20% del tipo de subasta, salvo que la Mesa de subasta, de forma motivada, lo 
reduzca al 10%.

4. Si la subasta es de bienes inmuebles cuyo tipo excede de 250.000 
euros, el adjudicatario podrá ejercitar la opción prevista en el artículo 111 del 
Reglamento General de Recaudación para efectuar el pago del precio del remate 
el mismo día en que se produzca el otorgamiento de la escritura pública de venta, 
debiendo comunicar al resultar adjudicatario su deseo de acogerse a esta forma 
de pago, pudiendo condicionar la Mesa de subasta esta opción a la constitución 
de un depósito adicional en el plazo improrrogable de diez días.

Artículo 110. Suspensión del procedimiento de apremio.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 165 de la Ley General Tributaria, 
el procedimiento de apremio se suspenderá en la forma y con los requisitos 
previstos en las disposiciones reguladoras de los recursos y reclamaciones 
económico-administrativas, y en los restantes supuestos previstos en la 
normativa tributaria, a cuyo efecto se estará a lo que se previene en el artículo 
153 de esta ordenanza.

Artículo 111. Impugnación del procedimiento de apremio.

Contra la pertinencia del procedimiento de apremio y contra los actos y 
resoluciones dictados en materia de gestión recaudatoria podrá interponerse 
reclamación económico-administrativa en los plazos y condiciones previstos 
reglamentariamente.

No obstante, los interesados podrán, con carácter potestativo, presentar 
previamente contra los actos previstos en el párrafo anterior, el recurso de 
reposición regulado en el capítulo III del título VII de la presente ordenanza.

TÍTULO VI. INFRACCIONES Y SANCIONES TRIBUTARIAS

Capítulo I. Principios y disposiciones generales

Artículo 112. Concepto y clases.

Son infracciones tributarias las acciones u omisiones dolosas o culposas con 
cualquier grado de negligencia que estén tipificadas y sancionadas como tales en 
la Ley General Tributaria u otra norma de rango legal. Se calificarán como leves, 
graves o muy graves de acuerdo con lo dispuesto en cada caso en los artículos 
191 a 206 de la ante citada ley. Las infracciones tributarias se sancionarán 
mediante la imposición de sanciones pecuniarias y, cuando proceda, de sanciones 
no pecuniarias de carácter accesorio. Las sanciones pecuniarias podrán consistir 
en multa fija o proporcional.
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Artículo 113. Principio de responsabilidad en materia de infracciones 
tributarias.

Las acciones u omisiones tipificadas en las leyes no darán lugar a 
responsabilidad por infracción tributaria en los siguientes supuestos:

a) Cuando se realicen por quienes carezcan de capacidad de obrar en el 
orden tributario.

b) Cuando concurra fuerza mayor.

c) Cuando deriven de una decisión colectiva, para quienes hubieran salvado 
su voto o no hubieran asistido a la reunión en que se adoptó la misma.

d) Cuando se haya puesto la diligencia necesaria en el cumplimiento de las 
obligaciones tributarias.

e) Cuando sean imputables a una deficiencia técnica de los programas 
informáticos de asistencia facilitados por la Administración tributaria para el 
cumplimiento de las obligaciones tributarias. 

A efectos de lo previsto en el artículo 27 y en el apartado 3 del artículo 179 
de la Ley General Tributaria, no cometerá infracción tributaria quien regularice su 
situación tributaria antes de que la Administración tributaria notifique cualquier 
actuación conducente a la comprobación o investigación de la correspondiente 
obligación tributaria o en la que se requiera su cumplimiento o se comunique el 
inicio del procedimiento sancionador.

Si el obligado tributario efectuase ingresos con posterioridad a la recepción 
de la notificación antes mencionada, dichos ingresos tendrán el carácter de a 
cuenta de la liquidación que, en su caso, se practique y no impedirán la aplicación 
de las correspondientes sanciones.

Artículo 114. Actuaciones ante un presunto delito contra la Hacienda 
Pública.

Si la Administración tributaria estimase que la infracción pudiera ser 
constitutiva de delito contra la Hacienda Pública, pasará el tanto de culpa a 
la jurisdicción competente o remitirá el expediente al Ministerio Fiscal, previa 
audiencia al interesado, y se abstendrá de seguir el procedimiento administrativo 
que quedará suspendido mientras la autoridad judicial no dicte sentencia firme, 
tenga lugar el sobreseimiento o el archivo de las actuaciones o se produzca la 
devolución del expediente por el Ministerio Fiscal.

La sentencia condenatoria de la autoridad judicial impedirá la imposición 
de sanción administrativa. De no haberse apreciado la existencia de delito, la 
Administración tributaria iniciará o continuará sus actuaciones de acuerdo con 
los hechos que los tribunales hubieran considerado probados, y se reanudará 
el cómputo del plazo de prescripción en el punto en el que estaba cuando se 
suspendió. Las actuaciones administrativas realizadas durante el período de 
suspensión se tendrán por inexistentes.

Artículo 115. Compatibilidad con intereses y recargos.

Las sanciones derivadas de la comisión de infracciones tributarias resultan 
compatibles con la exigencia del interés de demora y de los recargos del período 
ejecutivo.

Artículo 116. Sujetos infractores.

Serán sujetos infractores las personas físicas o jurídicas y las entidades 
mencionadas en el apartado 4 del artículo 35 de la Ley General Tributaria que 
realicen las acciones u omisiones tipificadas como infracciones en las leyes.
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Artículo 117. Reducción de las sanciones.

1. La cuantía de las sanciones pecuniarias impuestas según los artículos 191 
a 197 de la Ley General Tributaria se reducirá en los siguientes porcentajes:

a) Un 50 por ciento en los supuestos de Actas con Acuerdo.

b) Un 30 por ciento en los supuestos de conformidad.

2. El importe de la reducción practicada conforme a lo dispuesto en el 
apartado anterior se exigirá sin más requisito que la notificación al interesado, 
cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) En los supuestos previstos en el párrafo a) del apartado anterior, cuando 
se haya interpuesto contra la regularización o la sanción el correspondiente 
recurso contencioso-administrativo o, en el supuesto de haberse presentado 
aval o certificado de seguro de caución en sustitución del depósito, cuando no se 
ingresen en período voluntario las cantidades derivadas del acta con acuerdo, sin 
que dicho pago se pueda aplazar o fraccionar.

b) En los supuestos de conformidad, cuando se haya interpuesto recurso o 
reclamación contra la regularización.

3. El importe de la sanción que deba ingresarse por la comisión de cualquier 
infracción, una vez aplicada, en su caso, la reducción por conformidad a la que 
se refiere el párrafo b) del apartado 1 de este artículo, se reducirá en el 25 por 
ciento si concurren las siguientes circunstancias:

a) Que se realice el ingreso total del importe restante de dicha sanción 
en período voluntario sin haber presentado solicitud de aplazamiento o 
fraccionamiento de pago.

b) Que no se interponga recurso o reclamación contra la liquidación o la 
sanción. El importe de la reducción practicada de acuerdo con lo dispuesto en 
este apartado se exigirá sin más requisito que la notificación al interesado, 
cuando se haya interpuesto recurso o reclamación en plazo contra la liquidación 
o la sanción.

La reducción prevista en este apartado no será aplicable a las sanciones que 
procedan en los supuestos de actas con acuerdo.

4. Cuando según lo dispuesto en los apartados 2 y 3 de este artículo se 
exija el importe de la reducción practicada, no será necesario interponer recurso 
independiente contra dicho acto si previamente se hubiera interpuesto recurso o 
reclamación contra la sanción reducida.

Si se hubiera interpuesto recurso contra la sanción reducida se entenderá 
que la cuantía a la que se refiere dicho recurso será el importe total de la sanción, 
y se extenderán los efectos suspensivos derivados del recurso a la reducción 
practicada que se exija.

Capítulo II. Clasificación de las infracciones y sanciones tributarias

Artículo 118. Infracción tributaria por dejar de ingresar la deuda 
tributaria que debiera resultar de una autoliquidación.

1. Constituye infracción tributaria dejar de ingresar dentro del plazo 
establecido en la normativa de cada tributo la totalidad o parte de la deuda 
tributaria que debiera resultar de la correcta autoliquidación del tributo, salvo que 
se regularice con arreglo al artículo 27 o proceda la aplicación del párrafo b) del 
apartado 1 del artículo 161, ambos de la Ley General Tributaria.
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La base de la sanción será la cuantía no ingresada en la autoliquidación como 
consecuencia de la comisión de la infracción.

2. La infracción tributaria será leve cuando la base de la sanción sea inferior 
o igual a 3.000 euros o, siendo superior, no exista ocultación. La sanción por 
infracción leve consistirá en multa pecuniaria proporcional del 50 por ciento.

3. La infracción será grave cuando la base de la sanción sea superior a 3.000 
euros y exista ocultación. La sanción por infracción grave consistirá en multa 
pecuniaria proporcional del 50 al 100 por ciento y se graduará incrementando el 
porcentaje mínimo conforme a los criterios de comisión repetida de infracciones 
tributarias y de perjuicio económico para la Hacienda Pública, con los incrementos 
porcentuales previstos para cada caso en los párrafos a) y b) del apartado 1 del 
artículo 187 de la Ley General Tributaria.

4. Cuando el obligado tributario hubiera obtenido indebidamente una 
devolución y como consecuencia de la regularización practicada procediera la 
imposición de una sanción de las reguladas en este artículo, se entenderá que 
la cuantía no ingresada es el resultado de adicionar al importe de la devolución 
obtenida indebidamente la cuantía total que hubiera debido ingresarse en la 
autoliquidación y que el perjuicio económico es del 100 por ciento.

En estos supuestos, no será sancionable la infracción a la que se refiere el 
artículo 193 de la Ley General Tributaria, consistente en obtener indebidamente 
una devolución.

Artículo 119. Infracción tributaria por incumplir la obligación de 
presentar de forma completa y correcta declaraciones o documentos 
necesarios para practicar liquidaciones.

1. Constituye infracción tributaria incumplir la obligación de presentar de 
forma completa y correcta las declaraciones o documentos necesarios, para que 
la Administración tributaria pueda practicar la adecuada liquidación de aquellos 
tributos que no se exigen por el procedimiento de autoliquidación, salvo que se 
regularice con arreglo al artículo 27 de la Ley General Tributaria.

La base de la sanción será la cuantía de la liquidación cuando no se hubiera 
presentado declaración, o la diferencia entre la cuantía que resulte de la 
adecuada liquidación del tributo y la que hubiera procedido de acuerdo con los 
datos declarados.

2. La infracción tributaria será leve cuando la base de la sanción sea inferior 
o igual a 3.000 euros o, siendo superior, no exista ocultación.

La sanción por infracción leve consistirá en multa pecuniaria proporcional del 
50 por ciento.

3. La infracción será grave cuando la base de la sanción sea superior a 3.000 
euros y exista ocultación. La sanción por infracción grave consistirá en multa 
pecuniaria proporcional del 50 al 100 por ciento y se graduará incrementando el 
porcentaje mínimo conforme a los criterios de comisión repetida de infracciones 
tributarias y de perjuicio económico para la Hacienda Pública, con los incrementos 
porcentuales previstos para cada caso en los párrafos a) y b) del apartado 1 del 
artículo 187 de la Ley General Tributaria.

Artículo 120. Infracción tributaria por obtener indebidamente 
devoluciones.

1. Constituye infracción tributaria obtener indebidamente devoluciones 
derivadas de la normativa de cada tributo. La infracción tributaria prevista en 
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este artículo será leve, grave o muy grave de acuerdo con lo dispuesto en los 
apartados siguientes.

La base de la sanción será la cantidad devuelta indebidamente como 
consecuencia de la comisión de la infracción.

2. La infracción tributaria será leve cuando la base de la sanción sea inferior 
o igual a 3.000 euros o, siendo superior, no exista ocultación. La sanción por 
infracción leve consistirá en multa pecuniaria proporcional del 50 por ciento.

3. La infracción será grave cuando la base de la sanción sea superior a 3.000 
euros y exista ocultación.

Artículo 121. Infracción tributaria por solicitar indebidamente 
devoluciones, beneficios o incentivos fiscales.

1. Constituye infracción tributaria solicitar indebidamente devoluciones 
derivadas de la normativa de cada tributo mediante la omisión de datos 
relevantes o la inclusión de datos falsos en autoliquidaciones, comunicaciones 
de datos o solicitudes, sin que las devoluciones se hayan obtenido. La infracción 
tributaria prevista en este apartado será grave. La sanción consistirá en multa 
pecuniaria proporcional del 15 por ciento.

2. Asimismo, constituye infracción tributaria solicitar indebidamente beneficios 
o incentivos fiscales mediante la omisión de datos relevantes o la inclusión de datos 
falsos siempre que, como consecuencia de dicha conducta, no proceda imponer al 
mismo sujeto sanción por alguna de las infracciones previstas en los artículos 191, 
192 ó 195 de la Ley General Tributaria, o en el primer apartado de este artículo.

La infracción tributaria prevista en este apartado será grave y se sancionará 
con multa pecuniaria fija de 300 euros.

Artículo 122. Infracción tributaria por no presentar en plazo 
autoliquidaciones o declaraciones sin que se produzca perjuicio económico.

1. La infracción prevista en este apartado será leve. La sanción consistirá 
en multa pecuniaria fija de 200 euros o, si se trata de declaraciones censales o 
la relativa a la comunicación de la designación del representante de personas o 
entidades cuando así lo establezca la normativa, de 400 euros.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, si las autoliquidaciones 
o declaraciones se presentan fuera de plazo sin requerimiento previo de la 
Administración tributaria, la sanción y los límites mínimo y máximo serán la 
mitad de los previstos en el apartado anterior.

3. También constituye infracción tributaria incumplir la obligación de 
comunicar el domicilio fiscal o el cambio del mismo por las personas físicas que 
no realicen actividades económicas.

La infracción prevista en este apartado será leve. La sanción consistirá en 
multa pecuniaria fija de 100 euros.

Artículo 123. Infracción tributaria por incumplir las obligaciones 
relativas a la utilización del número de identificación fiscal o de otros 
números o códigos.

Constituye infracción tributaria el incumplimiento de las obligaciones relativas 
a la utilización del número de identificación fiscal y de otros números o códigos 
establecidos por la normativa tributaria. La infracción prevista en este artículo 
será leve.

La sanción consistirá en multa pecuniaria fija de 150 euros.
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Artículo 124. Infracción tributaria por resistencia, obstrucción, 
excusa o negativa a las actuaciones de la Administración tributaria.

1. Constituye infracción tributaria la resistencia, obstrucción, excusa o 
negativa a las actuaciones de la Administración tributaria.

Se entiende producida esta circunstancia cuando el sujeto infractor, 
debidamente notificado al efecto, haya realizado actuaciones tendentes a dilatar, 
entorpecer o impedir las actuaciones de la Administración tributaria en relación 
con el cumplimiento de sus obligaciones.

Entre otras, constituyen resistencia, obstrucción, excusa o negativa a las 
actuaciones de la Administración tributaria las siguientes conductas:

a) No facilitar el examen de documentos, informes, antecedentes, libros, 
registros, ficheros, facturas, justificantes y asientos de contabilidad principal o 
auxiliar, programas y archivos informáticos, sistemas operativos y de control y 
cualquier otro dato con trascendencia tributaria.

b) No atender algún requerimiento debidamente notificado.

c) La incomparecencia, salvo causa justificada, en el lugar y tiempo que se 
hubiera señalado.

d) Negar o impedir indebidamente la entrada o permanencia en fincas o 
locales a los funcionarios de la Administración tributaria o el reconocimiento de 
locales, máquinas, instalaciones y explotaciones relacionados con las obligaciones 
tributarias.

e) Las coacciones a los funcionarios de la Administración tributaria.

2. La infracción prevista en este artículo será grave.

3. La sanción consistirá en multa pecuniaria fija de 150 euros salvo que sea 
de aplicación lo dispuesto en los apartados siguientes de este artículo.

4. Cuando la resistencia, obstrucción, excusa o negativa a la actuación 
de la Administración tributaria consista en desatender en el plazo concedido 
requerimientos distintos a los previstos en el apartado siguiente, la sanción 
consistirá en multa pecuniaria fija de:

a) 150 euros, si se ha incumplido por primera vez un requerimiento.

b) 300 euros, si se ha incumplido por segunda vez el requerimiento.

c) 600 euros, si se ha incumplido por tercera vez el requerimiento.

5. Cuando la resistencia, obstrucción, excusa o negativa a la actuación 
de la Administración tributaria se refiera a la aportación o al examen de 
documentos, libros, ficheros, facturas, justificantes y asientos de contabilidad 
principal o auxiliar, programas, sistemas operativos y de control o consista en el 
incumplimiento por personas o entidades que realicen actividades económicas 
del deber de comparecer, de facilitar la entrada o permanencia en fincas y locales 
o el reconocimiento de elementos o instalaciones, o del deber de aportar datos, 
informes o antecedentes con trascendencia tributaria de acuerdo con lo dispuesto 
en los artículos 93 y 94 de la Ley General Tributaria, la sanción consistirá en:

a) Multa pecuniaria fija de 300 euros, si no se comparece o no se facilita 
la actuación administrativa o la información exigida en el plazo concedido en el 
primer requerimiento notificado al efecto.

b) Multa pecuniaria fija de 1.500 euros, si no se comparece o no se facilita 
la actuación administrativa o la información exigida en el plazo concedido en el 
segundo requerimiento notificado al efecto.
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c) Multa pecuniaria proporcional de hasta el 2 por ciento de la cifra 
de negocios del sujeto infractor en el año natural anterior a aquel en que se 
produjo la infracción, con un mínimo de 10.000 euros y un máximo de 400.000 
euros, cuando no se haya comparecido o no se haya facilitado la actuación 
administrativa o la información exigida en el plazo concedido en el tercer 
requerimiento notificado al efecto. Si el importe de las operaciones a que se 
refiere el requerimiento no atendido representa un porcentaje superior al 10, 
25, 50 ó 75 por ciento del importe de las operaciones que debieron declararse, la 
sanción consistirá en multa pecuniaria proporcional del 0,5, 1, 1,5 y 2 por ciento 
del importe de la cifra de negocios, respectivamente.

Capítulo III. Procedimiento sancionador

Artículo 125. Regulación del procedimiento sancionador en materia 
tributaria.

1. El procedimiento sancionador en materia tributaria se regulará:

a) Por las normas especiales establecidas en el título IV de la Ley General 
Tributaria y la normativa reglamentaria dictada en su desarrollo.

b) En su defecto, por las normas reguladoras del procedimiento sancionador 
en materia administrativa.

2. Cuando al tiempo de iniciarse el expediente sancionador se encontrasen 
en poder del órgano competente todos los elementos que permitan formular la 
propuesta de imposición de sanción, ésta se incorporar al acuerdo de iniciación. 
Dicho acuerdo se notificará al interesado, indicándole la puesta de manifiesto 
del expediente y concediéndole un plazo de 15 días para que alegue cuanto 
considere conveniente y presente los documentos, justificantes y pruebas que 
estime oportunos. Asimismo, se advertirá expresamente al interesado que, de 
no formular alegaciones ni aportar nuevos documentos o elementos de prueba, 
podrá dictarse la resolución de acuerdo con dicha propuesta.

3. Cuando en un procedimiento sancionador iniciado como consecuencia 
de un procedimiento de inspección el interesado preste su conformidad a la 
propuesta de resolución, se entenderá dictada y notificada la resolución por el 
órgano competente para imponer la sanción, de acuerdo con dicha propuesta, 
por el transcurso del plazo de un mes a contar desde la fecha en que dicha 
conformidad se manifestó, sin necesidad de nueva notificación expresa al efecto, 
salvo que en dicho plazo el órgano competente para imponer la sanción notifique 
al interesado acuerdo con alguno de los contenidos a los que se refieren los 
párrafos del apartado 3 del artículo 156 de la Ley General Tributaria.

4. El acto de resolución del procedimiento sancionador podrá ser objeto de 
recurso o reclamación independiente. En el supuesto de que el contribuyente 
impugne también la deuda tributaria, se acumularán ambos recursos o 
reclamaciones, siendo competente el que conozca la impugnación contra la deuda.

TÍTULO VII. REVISIÓN EN VÍA ADMINISTRATIVA

Capítulo I. Medios de revisión

Artículo 126. Medios de revisión.

Los actos y actuaciones de aplicación de los tributos locales y los actos de 
imposición de sanciones tributarias podrán revisarse mediante:

a) Los procedimientos especiales de revisión.

b) El recurso de reposición.
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Capítulo II. Procedimientos especiales de revisión

Sección 1.ª Procedimiento de revisión de actos nulos de pleno derecho

Artículo 127. Declaración de nulidad de pleno derecho.

Podrá declararse la nulidad de pleno derecho de los actos dictados en 
materia tributaria que hayan puesto fin a la vía administrativa o que no hayan 
sido recurridos en plazo, en los supuestos recogidos en el artículo 217.1 de la Ley 
General Tributaria.

Artículo 128. Iniciación.

1. El procedimiento para declarar la nulidad a que se refiere esta sección 
podrá iniciarse de oficio, por acuerdo del órgano que dictó el acto o de su superior 
jerárquico, o a instancia del interesado.

2. El órgano a quien corresponda la tramitación del procedimiento podrá 
proponer, al órgano competente para resolver este procedimiento especial, 
la inadmisión de las solicitudes de revisión formuladas por los interesados, sin 
necesidad de recabar dictamen del órgano consultivo a que se refiere el artículo 
129 de esta ordenanza, en los supuestos previstos en el artículo 217.3 de la Ley 
General Tributaria.

Artículo 129. Tramitación.

1. El órgano competente para su tramitación recabará el expediente 
administrativo acompañado de un informe sobre los antecedentes del 
procedimiento que fuesen relevantes para resolver y cualquier otro dato o 
antecedente que considere necesario para elaborar la propuesta de resolución.

2. Recibida la documentación indicada en el apartado anterior se dará 
audiencia por un plazo de quince días al interesado y a las restantes personas a 
los que el acto reconoció derechos o cuyos intereses resultaron afectados por el 
mismo, para que puedan alegar y presentar los documentos y justificantes que 
estimen pertinentes.

Artículo 130. Resolución.

1. La declaración de nulidad requerirá dictamen favorable previo del Consejo 
Consultivo de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.

2. El órgano competente para dictar resolución en procedimientos de revisión 
de oficio de actos nulos dictados por los órganos de Rentas y Recaudación 
del Ayuntamiento de Ceutí será el titular del Área competente en materia de 
Hacienda.

Sección 2.ª Declaración de lesividad de actos anulables

Artículo 131. Declaración de lesividad.

La Administración tributaria municipal podrá declarar lesivos para el interés 
público sus actos y resoluciones favorables a los interesados que incurran en 
cualquier infracción del ordenamiento jurídico, a fin de proceder a su posterior 
impugnación en vía contencioso-administrativa. La declaración de lesividad no 
podrá adoptarse una vez transcurridos cuatro años desde que se notificó el acto 
administrativo.

Artículo 132. Iniciación.

El procedimiento de declaración de lesividad de actos anulables se iniciará de 
oficio mediante acuerdo del órgano que dictó el acto o de su superior jerárquico.

NPE: A-071212-17632



Página 48518Número 283	 Viernes, 7 de diciembre de 2012

Artículo 133. Tramitación.

1. El órgano competente para su tramitación recabará el expediente 
administrativo y un informe sobre los antecedentes del procedimiento que 
fuesen relevantes para resolver y cualquier otro dato, antecedente o informe que 
considere necesario, para elaborar la propuesta de resolución.

2. El órgano encargado de la tramitación deberá notificar a los interesados 
el acuerdo de iniciación del procedimiento y ponerles de manifiesto el expediente 
por un plazo de 15 días para que puedan alegar y presentar los documentos y 
justificantes que estimen pertinentes.

3. Transcurrido el trámite de audiencia, el órgano encargado de la tramitación 
formulará propuesta de resolución, y, una vez formulada, deberá solicitar 
informe de la Asesoría Jurídica municipal sobre la procedencia de que el acto sea 
declarado lesivo.

4. Una vez recibido el informe de la Asesoría Jurídica, el órgano encargado de 
la tramitación remitirá, en su caso, el expediente completo al órgano competente 
para resolver.

Artículo 134. Resolución.

1. La declaración de lesividad corresponde al titular del Área competente en 
materia de Hacienda.

2. Una vez dictada la declaración de lesividad, el expediente administrativo 
se remitirá a la Asesoría Jurídica para la impugnación del acto declarado lesivo en 
vía contencioso-administrativa.

Sección 3.ª: Revocación de los actos de aplicación de los tributos y de 
imposición de las sanciones

Artículo 135. Revocación.

1. La Administración tributaria municipal podrá revocar sus actos en beneficio 
de los interesados cuando se estime que infringen manifiestamente la ley, cuando 
circunstancias sobrevenidas que afecten a una situación jurídica particular pongan 
de manifiesto la improcedencia del acto dictado, o cuando en la tramitación del 
procedimiento se haya producido indefensión a los interesados.

La revocación no podrá constituir, en ningún caso, dispensa o exención no 
permitida por las normas tributarias, ni ser contraria al principio de igualdad, al 
interés público o al ordenamiento jurídico.

2. La revocación sólo será posible mientras no haya transcurrido el plazo de 
prescripción.

Artículo 136. Iniciación.

El procedimiento de revocación se iniciará de oficio, sin perjuicio de que los 
interesados puedan promover su iniciación por la Administración tributaria municipal.

Artículo 137. Tramitación.

1. La tramitación corresponderá al Órgano de gestión tributaria municipal, 
que recabará el expediente administrativo y un informe sobre los antecedentes 
del procedimiento que fuesen relevantes para resolver y cualquier otro dato, 
antecedente o informe que considere necesario.

2. Recabada la información procedente, se dará audiencia al interesado por 
plazo de 15 días, que podrá alegar y presentar los documentos y justificantes que 
estime pertinentes.

NPE: A-071212-17632



Página 48519Número 283	 Viernes, 7 de diciembre de 2012

3. Transcurrido el trámite de audiencia, se solicitará informe de la Asesoría 
Jurídica municipal.

4. Una vez recibido el informe de la Asesoría Jurídica, el órgano encargado de la 
tramitación formulará propuesta de resolución al órgano competente para resolver.

Artículo 138. Resolución.

La resolución corresponde al titular del Área competente en materia de 
Hacienda.

Sección 4.ª Rectificación de errores materiales, de hecho o aritméticos

Artículo 139. Rectificación de errores.

1. El Órgano u organismo que hubiera dictado el acto o la resolución, de 
oficio o a instancia del interesado, rectificará en cualquier momento los errores 
materiales, de hecho o aritméticos, siempre que no hubiera transcurrido el plazo 
de prescripción.

2. Cuando el procedimiento se hubiera iniciado de oficio, junto con el acuerdo 
de iniciación se notificará la propuesta de rectificación para que el interesado pueda 
formular alegaciones en el plazo de quince días. Cuando la rectificación se realice 
en beneficio de los interesados se podrá notificar directamente la resolución.

3. Cuando el procedimiento se hubiera iniciado a instancia del interesado, la 
Administración podrá resolver directamente lo que proceda cuando no figuren en 
el procedimiento ni deban ser tenidos en cuenta en la resolución otros hechos, 
alegaciones o pruebas que las presentadas por el interesado. En caso contrario, 
deberá notificar la propuesta de resolución para que el interesado pueda alegar lo 
que convenga a su derecho en el plazo de quince días.

4. Las resoluciones que se dicten en este procedimiento serán susceptibles 
de recurso de reposición previo al contencioso administrativo establecido en el 
Art. 14 del Real Decreto Legislativo 2/2004 de 5 de Marzo, Texto Refundido de la 
Ley Reguladora de las Haciendas Locales.

Sección 5.ª Devolución de ingresos indebidos

Artículo 140. Supuestos.

El procedimiento para el reconocimiento del derecho a la devolución 
de ingresos indebidos se iniciará de oficio o a instancia del interesado, en los 
siguientes supuestos:

a) Cuando se haya producido una duplicidad en el pago de deudas tributarias 
o sanciones.

b) Cuando la cantidad pagada haya sido superior al importe a ingresar 
resultante de un acto administrativo o de una autoliquidación.

c) Cuando se hayan ingresado cantidades correspondientes a deudas o 
sanciones tributarias después de haber transcurrido los plazos de prescripción.

d) Cuando así lo establezca la normativa tributaria.

Artículo 141. Contenido del derecho a la devolución de ingresos 
indebidos.

1. La cantidad a devolver como consecuencia de un ingreso indebido estará 
constituido por la suma de las siguientes cantidades:

a) El importe del ingreso indebidamente efectuado.

b) Los recargos, costas, intereses y demás conceptos satisfechos en relación 
con el ingreso indebido.
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c) El interés de demora vigente desde la fecha en que se hubiese realizado el 
ingreso indebido hasta la fecha en que se ordene el pago de la devolución.

2. Cuando el acto de aplicación de los tributos o de imposición de sanciones 
en virtud del cual se realizó el ingreso indebido hubiera adquirido firmeza, 
únicamente se podrá solicitar la devolución del mismo instando o promoviendo 
la revisión del acto mediante alguno de los procedimientos especiales de revisión 
previstos en esta ordenanza y mediante el recurso extraordinario de revisión 
regulado en el artículo 244 de la Ley 58/2003 de 17 de diciembre, Ley General 
Tributaria.

Artículo 142. Iniciación.

1. Cuando el procedimiento se inicie a instancia del interesado, la solicitud de 
devolución, contendrá los siguientes datos:

a) Justificación del ingreso indebido, adjuntando a la solicitud los documentos 
que acrediten el derecho a la devolución, así como cuantos elementos de prueba 
considere oportunos a tal efecto. Los justificantes de ingreso podrán sustituirse 
por la mención exacta de los datos identificativos del ingreso realizado.

b) Número de cuenta corriente, para su devolución mediante transferencia.

2. Cuando el procedimiento se inicie de oficio, se notificará al interesado el 
acuerdo de iniciación.

Cuando los datos en poder de la Administración tributaria sean suficientes 
para formular la propuesta de resolución, el procedimiento podrá iniciarse 
mediante la notificación de dicha propuesta.

Artículo 143. Desarrollo.

1. En la tramitación del expediente, se comprobarán las circunstancias que, 
en su caso, determinen el derecho a la devolución, la realidad del ingreso y su 
no devolución posterior, así como la titularidad del derecho y la cuantía de la 
devolución.

2. Finalizadas las actuaciones que procedan, a quien corresponda la 
tramitación formulará la propuesta de resolución y la elevará al órgano 
competente para resolver.

Artículo 144. Resolución.

El órgano competente para resolver dictará resolución en la que, si procede, 
se acordará el derecho a la devolución, determinándose el titular del derecho y 
el importe de la devolución. El acuerdo será motivado cuando sea denegatorio o 
cuando el importe reconocido no coincida con el solicitado.

Artículo 145. Ejecución de la devolución.

Reconocida la devolución, se procederá a la inmediata ejecución de la 
devolución.

Capítulo III. Recurso de reposición

Artículo 146. Objeto y naturaleza.

Los actos dictados por la Administración tributaria municipal son 
susceptibles del recurso de reposición previo establecido en el Art. 14 del Real 
Decreto Legislativo 2/2004 de 5 de Marzo, Texto Refundido de la Ley Reguladora 
de las Haciendas Locales ante el titular del Área competente en materia de 
Hacienda.
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Artículo 147. Competencia para resolver.

Será competente para tramitar y resolver el recurso el órgano municipal que 
dictó el acto administrativo impugnado.

Se entenderá, en su caso, a estos efectos que el órgano que dictó el acto 
recurrido es siempre el órgano delegante, al que se imputan los actos dictados 
por sus delegados.

En las resoluciones que se adopten por delegación se deberá reflejar dicha 
circunstancia.

Artículo 148. Plazo de interposición.

El recurso de reposición se interpondrá dentro del plazo de un mes contado 
desde el día siguiente al de la notificación expresa del acto impugnado o desde el 
día siguiente a aquel en que se produzcan los efectos del silencio administrativo. 
Tratándose de deudas de vencimiento periódico y notificación colectiva el plazo 
para la interposición se computará a partir del día siguiente al de finalización del 
período voluntario de pago.

Artículo 149. Legitimación.

Podrán interponer el recurso de reposición:

a) Los obligados al pago.

b) Cualquier otra persona cuyos intereses legítimos y directos resulten 
afectados por el acto administrativo de gestión.

Artículo 150. Representación y dirección técnica.

Los recurrentes podrán comparecer por sí mismos o por medio de 
representante, sin que sea preceptiva la intervención de abogado ni procurador.

Artículo 151. Iniciación.

El recurso de reposición se interpondrá por medio de escrito en el que se 
harán constar los siguientes extremos:

a) Las circunstancias personales del recurrente y, en su caso, de su 
representante, con indicación del documento nacional de identidad o del código 
identificador.

b) El órgano ante quien se formula el recurso.

c) El acto administrativo que se recurre, la fecha en que se dictó, número del 
expediente, y demás datos relativos al mismo que se consideren convenientes.

d) El domicilio que señale el recurrente a efectos de notificaciones.

e) El lugar y la fecha de interposición del recurso y la firma del recurrente o, 
en su caso, de su representante.

En el escrito de interposición se formularán las alegaciones tanto sobre 
cuestiones de hecho como de derecho.

Con dicho escrito se presentarán los documentos que sirvan de base a la 
pretensión que se ejercita. Si se solicita la suspensión del acto impugnado, al 
escrito de iniciación del recurso se acompañarán los justificantes de las garantías 
constituidas de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 153 de esta ordenanza.

Artículo 152. Puesta de manifiesto del expediente.

Si el interesado precisare del expediente de gestión o de las actuaciones 
administrativas para formular sus alegaciones, deberá comparecer a tal 
objeto ante la Oficina municipal correspondiente a partir del día siguiente a la 
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notificación del acto administrativo que se impugna y antes de que finalice el 
plazo de interposición del recurso.

La Oficina o Dependencia de gestión, bajo la responsabilidad del Jefe de la 
misma, tendrá la obligación de poner de manifiesto al interesado el expediente o 
las actuaciones administrativas que se requieran.

Artículo 153. Presentación del recurso.

El escrito de interposición del recurso se presentará en la sede del órgano 
que dictó el acto administrativo que se impugna o en su defecto en las 
Dependencias u Oficinas a que se refiere el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 154. Suspensión del acto impugnado.

1. La interposición de cualquier recurso administrativo no suspenderá la 
ejecución del acto impugnado, con las consecuencias legales consiguientes, 
incluso la recaudación de cuotas o derechos liquidados, intereses, recargos 
y costas. Los actos de imposición de sanciones tributarias quedarán 
automáticamente suspendidos.

2. Procederá la suspensión en los mismos términos que se establecen en 
los artículos 39 y siguientes del Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo, por el 
que se aprueba el Reglamento general de desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 
de diciembre, General Tributaria, en materia de revisión en vía administrativa, 
teniendo en cuenta que:

a) No surtirá efectos suspensivos la solicitud a la que no se acompañe la 
correspondiente garantía. En este supuesto se procederá a la inadmisión y 
archivo de la solicitud y a su notificación al interesado.

b) Se acordará la suspensión automática en caso de presentación de garantía 
consistente en fianza personal y solidaria de dos contribuyentes cuando la cuantía 
de la reclamación sea inferior a 600 euros.

c) Las resoluciones desestimatorias de la suspensión serán susceptibles 
de recurso contencioso administrativo conforme a lo establecido en el Art. 8 y 
46 de la ley 29/1998 de 13 de Julio Reguladora de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa.

Artículo 155. Otros interesados.

Si del escrito inicial o de las actuaciones posteriores resultaren otros 
interesados distintos del recurrente, se les comunicará la interposición del recurso 
para que en el plazo de cinco días aleguen lo que a su derecho convenga.

Artículo 156. Extensión de la revisión.

La revisión somete a conocimiento del órgano competente, para su 
resolución, todas las cuestiones que ofrezca el expediente, hayan sido o no 
planteadas en el recurso.

Si el órgano estima pertinente examinar y resolver cuestiones no planteadas 
por los interesados, las expondrá a los que estuvieren personados en el 
procedimiento y les concederá un plazo de diez días para formular alegaciones. 

Artículo 157. Resolución del recurso.

El recurso será resuelto en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente 
al de su presentación, con excepción de los supuestos regulados en los artículos 
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154 y 155 anteriores, en los que el plazo se computará desde el día siguiente al 
que se formulen las alegaciones o se dejen transcurrir los plazos señalados.

El recurso se entenderá desestimado cuando no haya recaído resolución 
en plazo. La denegación presunta no exime de la obligatoriedad de resolver el 
recurso.

Artículo 158. Forma y contenido de la resolución.

La resolución expresa del recurso se producirá siempre de forma escrita. 
Dicha resolución, que será siempre motivada, contendrá una sucinta referencia 
a los hechos y a las alegaciones del recurrente, y expresará de forma clara las 
razones por las que se confirma o revoca total o parcialmente el acto impugnado.

Artículo 159. Notificación y comunicación de la resolución.

La resolución expresa deberá ser notificada al recurrente y a los demás 
interesados, si los hubiera, en el plazo máximo de diez días desde que aquélla se 
produzca.

Artículo 160. Impugnación de la resolución.

Contra la resolución del recurso de reposición no puede interponerse de 
nuevo este recurso, pudiendo los interesados interponer conforme a lo establecido 
en el Art. 8 y 46 de la ley 29/1998 de 13 de Julio Reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa.

Artículo 161. Régimen de impugnación de los actos y disposiciones 
locales de carácter normativo.

Contra los actos que pongan fin a las reclamaciones formuladas en relación 
con los acuerdos de esta Corporación en materia de imposición de tributos y 
aprobación y modificación de ordenanzas fiscales, los interesados podrán 
interponer directamente recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos 
meses contados desde la publicación de los mismos en el Boletín Oficial de la 
Región de Murcia.

Capítulo IV. Disposiciones especiales

Artículo 162. Ejecución de sentencias.

La ejecución de sentencias de los Tribunales de Justicia se efectuará 
de acuerdo con lo establecido en la normativa reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-administrativa.

Artículo 163. Reembolso de los costes de las garantías.

1. La Administración municipal reembolsará, a solicitud del interesado 
y previa acreditación de su importe, el coste de las garantías aportadas para 
suspender la ejecución de un acto o para aplazar o fraccionar el pago de una 
deuda si dicho acto o deuda es declarado improcedente por sentencia o resolución 
administrativa firme. Cuando el acto o la deuda se declare parcialmente 
improcedente, el reembolso alcanzará a la parte correspondiente del coste de las 
garantías.

En los tributos de gestión compartida, la Administración municipal 
reembolsará el coste de la garantía, sin perjuicio de su reclamación posterior a la 
Administración causante del error que determinó la anulación del acto.

2. Con el reembolso de los costes de las garantías, la Administración 
tributaria abonará el interés legal vigente a lo largo del período en el que se 
devengue sin necesidad de que el obligado tributario lo solicite. A estos efectos, 
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el interés legal se devengará desde la fecha debidamente acreditada en que se 
hubiese incurrido en dichos costes hasta la fecha en que se ordene el pago.

3. A efectos de proceder al reembolso de las garantías, el coste de éstas se 
determinarán de la siguiente forma:

En los avales, por las cantidades efectivamente satisfechas a la entidad 
avalista en concepto de comisiones y gastos de formalización, mantenimiento y 
cancelación del aval, devengados hasta los treinta días siguientes a la notificación 
al interesado de la correspondiente resolución o sentencia firme.

En las hipotecas mobiliarias e inmobiliarias y prendas con o sin 
desplazamiento, los gastos derivados de la intervención de fedatario público, los 
gastos registrales, los gastos derivados de la tasación de los bienes ofrecidos en 
garantía y los impuestos derivados directamente de la constitución y, en su caso, 
de la cancelación de la garantía.

En el supuesto de que se hubieran aceptado por la Administración o los 
Tribunales garantías distintas a las anteriores, se admitirá el reembolso de las 
mismas, limitado, exclusivamente, a los costes acreditados en que se hubiera 
incurrido de manera directa e inmediata para su formalización, mantenimiento y 
cancelación.

En los depósitos en dinero en efectivo constituidos de acuerdo con la 
normativa aplicable, se abonará el interés legal correspondiente a las cantidades 
depositadas hasta los treinta días siguientes a la notificación al interesado de la 
correspondiente resolución o sentencia firme.

Si en este plazo no se hubiera devuelto o cancelado la garantía por causa 
imputable a la Administración municipal, el plazo se ampliará hasta que dicha 
devolución o cancelación se produzca.

Artículo 164. Iniciación.

1. El procedimiento se iniciará a instancia del interesado mediante escrito 
que deberá dirigir al órgano competente para su tramitación con el contenido 
siguiente:

a) Nombre y apellidos o razón social completa, número de identificación fiscal 
y domicilio del interesado. En caso de que se actúe por medio de representante 
se deberá incluir la identificación completa del mismo.

b) Órgano ante quién se solicita el inicio del procedimiento.

c) Pretensión del interesado.

d) Domicilio que el interesado señale a efectos de notificaciones.

e) Lugar, fecha y firma de la solicitud.

2. A la solicitud de reembolso se acompañarán los siguientes datos o 
documentos:

a) Copia de la resolución, administrativa o judicial firme, por la que se 
declare improcedente total o parcialmente el acto administrativo o deuda cuya 
ejecución se suspendió.

b) Acreditación del importe al que ascendió el coste de las garantías cuyo 
reembolso se solicita.

c) Indicación del número de código de cuenta y los datos identificativos de la 
entidad de crédito o bancaria a través de la que se efectuará el pago.
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Artículo 165. Desarrollo.

1. El órgano que instruya el procedimiento podrá llevar a cabo las actuaciones 
que resulten necesarias para comprobar la procedencia del reembolso que se 
solicita, pudiendo recabar los informes o actuaciones que juzgue necesarios.

2. Si el escrito de solicitud no reuniera los datos expresados en el apartado 
1 del artículo anterior o no adjunta la documentación prevista en las letras b) 
y c) del apartado 2 del mismo, los órganos competentes para la tramitación 
requerirán al interesado para que en un plazo de diez días subsane la falta o 
acompañe los documentos preceptivos, con indicación de que, si así no lo hiciera, 
se le tendrá por desistido de su petición, archivándose la misma.

3. El plazo anterior podrá ser ampliado a petición del interesado cuando la 
aportación de los documentos requeridos presente dificultades especiales.

4. Finalizadas las actuaciones, el órgano instructor, antes de redactar la 
propuesta de resolución, dará audiencia al interesado para que pueda alegar lo 
que considere conveniente a su derecho.

No obstante, se podrá prescindir el trámite de audiencia cuando no figuren 
en el procedimiento ni sean tenidos en cuenta en la resolución otros hechos ni 
otras alegaciones que las aducidas por el interesado.

Artículo 166. Resolución.

1. Cuando resulte procedente el reembolso del coste de la garantía aportada, 
se dictará resolución en un plazo máximo de seis meses a contar desde la fecha 
en que el escrito de solicitud del interesado haya tenido entrada en el registro del 
órgano competente para resolver y siempre que las cantidades hayan quedado 
debidamente acreditadas y correspondan a la suspensión de la deuda declarada 
total o parcialmente improcedente.

2. El pago a la persona o entidad que resulte acreedora se abonará mediante 
transferencia bancaria. Podrá compensarse aquel coste con deudas de titularidad 
del interesado.

3. Transcurrido el plazo para dictar resolución sin que ésta se haya 
producido, se podrá entender desestimada la solicitud a efectos de interponer 
contra la resolución presunta el correspondiente recurso. La resolución expresa 
posterior al vencimiento del plazo se adoptará sin vinculación alguna al sentido 
del silencio.

4. La resolución que ponga fin a este procedimiento será reclamable en 
vía económico-administrativa, previo el recurso de reposición si el interesado 
decidiera interponerlo 

5. En todo caso, el derecho al reembolso de los costes de las garantías 
prescribe a los 4 años contados desde el siguiente a aquel en que adquiera 
firmeza la sentencia o resolución administrativa que declare total o parcialmente 
improcedente el acto impugnado.

EL RECURSO EXTRAORDINARIO DE REVISIÓN

Artículo 167. Recurso extraordinario de revisión. Objeto y regulación.

El recurso extraordinario de revisión a que se refiere el artículo 244 de la Ley 
58/2003 de 17 de Diciembre, Ley General Tributaria, podrá interponerse, contra 
los actos firmes de la Administración Tributaria Municipal con las formalidades y 
requisitos establecidos en dicho precepto.
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Disposición adicional

Única. Recaudación de otros ingresos de derecho público.

Para la recaudación de los ingresos de derecho público distintos de los 
mencionados en el artículo 98 de esta ordenanza será aplicable lo dispuesto en el 
Título V de ésta.

En Ceutí, 3 de diciembre de 2012.—El Alcalde, Juan Felipe Cano Martínez.
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IV. Administración Local

Cieza

17633	 Aprobación definitiva del cambio de sistema de actuación del 
Área de Planeamiento Específico A.P.E.-2.

El Pleno del Excmo. Ayuntamiento de Cieza, en la sesión ordinaria celebrada 
el 5 de noviembre de 2012, ha aprobado definitivamente, el proyecto de 
cambio de sistema de actuación de compensación a cooperación para el Área de 
Planeamiento Específico A.P.E.-2, denominado “Cerro de la Ermita”. 

Lo que se hace público conforme a lo dispuesto en el artículo 142.e) del 
Texto Refundido de la Ley del Suelo de la Región de Murcia.

Contra la presente resolución se podrá interponer potestativamente recurso 
de reposición ante el mismo el órgano que la ha dictado, en el plazo de un 
mes a contar desde el día siguiente al de la publicación del presente anuncio, 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 48.2 de la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, en su redacción dada por Ley 4/1999, de 13 
de enero, o acudir directamente ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo 
de Murcia, en el plazo de dos meses, al amparo de lo determinado en el artículo 
46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de dicha jurisdicción.

Asimismo y de conformidad con el artículo 59.5 de la Ley de Procedimiento 
Administrativo Común, este anuncio servirá de notificación con carácter general 
para todos aquellos interesados en el expediente que sean desconocidos, se 
ignore el lugar de notificación o, intentada ésta, no se hubiese podido practicar.

Cieza, a noviembre de 2012.—El Alcalde, Antonio Tamayo González.
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IV. Administración Local

Lorca

17634	 Aprobación inicial del Presupuesto General de esta Corporación 
para regir en el ejercicio económico de 2013.

El Alcalde de Lorca hace saber que el Excmo. Ayuntamiento Pleno, en sesión 
extraordinaria celebrada el día 30 de noviembre de 2012, aprobó inicialmente 
el Presupuesto General de esta Corporación para regir en el ejercicio económico 
de 2013, con sus documentos preceptivos y compuesto de los siguientes 
presupuestos:

- Presupuesto de la propia entidad:

Ingresos:	 66.523.347,15 €.

Gastos:	 66.023.347,15 €.

- Presupuesto de Organismos Autónomos y Sociedades Mercantiles 
municipalizadas:

a) SEPOR:

Ingresos:	  254.800,00 €.

Gastos:	  254.800,00 €.

b) LIMUSA:

Ingresos:	 11.105.196,53 €.

Gastos:	 11.105.196,53 €.

c) SOCIEDAD DE ATENCION DE EMERGENCIAS, SEGURIDAD Y SERVICIOS 
DE LORCA SL:

Ingresos:	  200.000,00 €.

Gastos:	 200.000,00 €.

Asimismo se aprobó la plantilla de personal de conformidad con lo dispuesto 
en los artículos 126.3 del Texto Refundido de las Disposiciones vigentes en 
materia de Régimen Local y las asignaciones e indemnizaciones de los miembros 
de la Corporación que se contienen en la Base 35.ª del Presupuesto.

Igualmente se aprobó el límite de gasto no financiero para el año 2013 de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 30.1 de la Ley Orgánica de Estabilidad Presupuestaria y 
Sostenibilidad Financiera, que se establece en 62.233.280,27 €, a nivel consolidado.

Lo que se expone al público, conforme a lo previsto en el artículo 169.1 
del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, y 20 del 
R.D. 500/1990, de 20 de Abril, durante quince días, en cuyo período podrán 
presentarse ante el Pleno de la Corporación reclamaciones contra el mismo. 
Los expedientes podrán consultarse en los Servicios de Dirección Económica y 
Presupuestaria y de Personal y Régimen Interior, en horas de atención al público.

Si transcurriese dicho plazo sin presentarse reclamaciones se entenderá 
definitivamente aprobado el Presupuesto sin necesidad de nuevo acuerdo 
plenario, de acuerdo con lo determinado en los artículos anteriormente citados.

Lo que se expone al público para general conocimiento.

Lorca, 30 de noviembre de 2012.—El Alcalde.
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IV. Administración Local

Mazarrón

17635	 Aprobación inicial del Estudio de Detalle para la adaptación a la 
realidad física del Plan Parcial Colonia Rural Rusticana.

La Junta de Gobierno Local, en sesión celebrada el día 8 de noviembre de 
2012, acordó aprobar inicialmente el Estudio de Detalle para la adaptación del 
Plan Parcial Colonia Rural Rusticana a la realidad física; presentado para su 
tramitación por D. Peter Ronald John Thompson, según documento redactado por 
el arquitecto D. Miguel Ángel García Izquierdo (fecha agosto 2012).

Por el presente se somete el expediente a información pública por plazo 
de veinte días, a contar desde el día siguiente al de la publicación del presente 
anuncio en el Boletín Oficial de la Región de Murcia. Durante dicho plazo el 
documento estará a disposición pública en el negociado de obras y urbanismo sito 
en C/ Canalejas, 10 (Mazarrón), de lunes a viernes en horario de 8 a 15 horas 
durante dicho plazo podrán presentarse por escrito las alegaciones y sugerencias 
que se estimen oportunas.

Mazarrón, a 23 de noviembre de 2012.—El Alcalde-Presidente, Ginés 
Campillo Méndez.

NPE: A-071212-17635



Página 48530Número 283	 Viernes, 7 de diciembre de 2012

IV. Administración Local

Molina de Segura

17636	 Edicto por el que se notifica resolución de expediente 
administrativo de orden de limpieza de solares.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, y no habiendo sido posible practicar la 
notificación, se pone en conocimiento del interesado que se indica, que el pasado 
31 de octubre de 2012, el Concejal Delegado de Vía Pública, Obras Municipales e 
Infraestructuras emitió la siguiente resolución:

“El 13 de septiembre de 2012 se dicta Resolución del Concejal de Vía Pública 
por la que se concede Audiencia Previa a Andrés Mayor Pardo, en la que se pone 
de manifiesto el expediente, otorgando al interesado un plazo de 10 días para 
formular alegaciones y presentar la documentación e información que estimara 
oportuna.

Intentada la notificación y no siendo posible la misma, se realiza la 
notificación por Edictos publicada en el BORM el 18 de octubre de 2012. 
Transcurrido el plazo de 10 días otorgado, el propietario no presenta alegaciones, 
y se emite nuevo informe del Sr. Inspector de Solares en el que informa que el 
solar no se ha limpiado.

El 06 de noviembre de 2012 se emite informe por la Técnico de 
Administración General, en el que tras examinar los documentos obrantes en el 
expediente y los fundamentos jurídicos de aplicación, concluye que procede dictar 
orden de ejecución, consistente en requerir al propietario del solar para que en el 
plazo de 10 días, proceda a la limpieza del mismo, advirtiéndole de que en caso 
de incumplir lo ordenado se ejecutará subsidiariamente por el Ayuntamiento a su 
costa.

Considerando el Reglamento y la Ordenanza Municipales de Sanidad y 
Reguladora de la Limpieza y Vallado de Solares, en relación con el artículo 225.1 
del Decreto Legislativo 1/2005 de 10 de junio, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley del Suelo de la Región de Murcia, así como el artículo 98 
del al Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico y Procedimiento 
Administrativo Común, y de conformidad con las atribuciones que tengo 
atribuidas por Decreto del Alcalde de 13 de junio de 2011, Resuelvo:

1.º) Ordenar a Andrés Mayor Pardo, propietario del solar sito en C/ Halcón El 
Chorrico de Molina de Segura, con Ref. Catastral 9839604XH5193N0001AA, para 
que en el plazo máximo de 10 días ejecute las obras necesarias para mantener 
las condiciones de seguridad, salubridad y ornato públicos, de acuerdo con la 
siguiente Orden de Ejecución:

Limpiar el solar sito en C/ Halcón El Chorrico de Molina de Segura con Ref. 
Catastral 9839604XH5193N0001AA, dejándolo libre y expédito de cualquier tipo 
de residuos, escombros, malezas y plagas.

2.º) Se advierte al propietario de que, en caso de no realizar las citadas 
tareas en el plazo indicado, estas se ejecutarán subsidiariamente por el 

NPE: A-071212-17636



Página 48531Número 283	 Viernes, 7 de diciembre de 2012

www.borm.es 
D.L. MU-395/1985 - ISSN: 1989-1474

Ayuntamiento a su costa, por el importe de 999,46€. Señalado en el presupuesto 
que se acompaña.

3.º) Las prescripciones contenidas en el apartado anterior no eximen de 
las demás obligaciones que sean de aplicación directa en virtud de la legislación 
vigente, y serán realizadas sin perjuicio del contenido de las demás autorizaciones 
que sean necesarias y de las demás medidas que puedan ser impuestas por otros 
organismos públicos en virtud de sus respectivas competencias.

4.º) Adviértase que el incumplimiento o inobservancia de este deber impuesto 
tanto por la normativa general como por el reglamento municipal constituye una 
infracción leve según lo dispuesto en el artículo 23 del Reglamento General de 
Sanidad, sancionable con una multa de hasta 601,01 €, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 26.1 del citado Reglamento”

Contra la presente resolución, se podrá interponer Recurso Contencioso-
Administrativo en el plazo de dos meses a partir del día siguiente a la presente 
notificación ante el órgano jurisdiccional competente de acuerdo con lo 
establecido en la Ley 29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa, o Recurso potestativo de reposición ante la Alcaldía en el plazo 
de un mes a partir del día siguiente de la presente notificación, considerándose 
desestimado el recurso si transcurrido un mes desde la fecha de la interposición 
no se hubiera dictado y notificado resolución, conforme a lo establecido en la Ley 
30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento 
Administrativo Común, pudiendo en tal caso interponer Recurso Contencioso-
Administrativo en el plazo de seis meses contados a partir del día siguiente al que 
se considere desestimado el Recurso de Reposición.

Molina de Segura, 23 de noviembre de 2012.—El Concejal de Vía Pública, 
Obras Municipales e Infraestructuras, Vicente Fernández Oliva.
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IV. Administración Local

Molina de Segura

17637	 Edicto por el que se notifica resolución de expediente 
administrativo de orden de limpieza de solares.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, y no habiendo sido posible practicar la 
notificación, se pone en conocimiento del interesado que se indica, que el pasado 
31 de octubre de 2012, el Concejal Delegado de Vía Pública, Obras Municipales e 
Infraestructuras emitió la siguiente resolución:

“El 31 de agosto de 2012 se dicta Resolución del Concejal de Vía Pública 
por la que se concede Audiencia Previa a Santacruz Meseguer García, en la que 
se pone de manifiesto el expediente, otorgando al interesado un plazo de 10 
días para formular alegaciones y presentar la documentación e información que 
estimara oportuna.

Intentada la notificación y no siendo posible la misma, se realiza la 
notificación por Edictos publicada en el BORM el 06 de octubre de 2012. 
Transcurrido el plazo de 10 días otorgado, la propietaria no presenta alegaciones, 
y se emite nuevo informe del Sr. Inspector de Solares en el que informa que el 
solar no se ha limpiado.

El 31 de octubre de 2012 se emite informe por la Técnico de Administración 
General, en el que tras examinar los documentos obrantes en el expediente y 
los fundamentos jurídicos de aplicación, concluye que procede dictar orden de 
ejecución, consistente en requerir al propietario del solar para que en el plazo 
de 10 días, proceda a la limpieza del mismo, advirtiéndole de que en caso de 
incumplir lo ordenado se ejecutará subsidiariamente por el Ayuntamiento a su 
costa.

Considerando el Reglamento y la Ordenanza Municipales de Sanidad y 
Reguladora de la Limpieza y Vallado de Solares, en relación con el artículo 225.1 
del Decreto Legislativo 1/2005 de 10 de junio, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley del Suelo de la Región de Murcia, así como el artículo 98 
del al Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico y Procedimiento 
Administrativo Común, y de conformidad con las atribuciones que tengo 
atribuidas por Decreto del Alcalde de 13 de junio de 2011, Resuelvo:

1.º) Ordenar a Santacruz Meseguer García, propietario del solar sito en C/ 
Oriente, 16 de Molina de Segura, con Ref. Catastral 7429908XH5172G0001UG, 
para que en el plazo máximo de 10 días ejecute las obras necesarias para 
mantener las condiciones de seguridad, salubridad y ornato públicos, de acuerdo 
con la siguiente orden de ejecución:

Limpiar el solar sito en C/ Oriente, 16 de Molina de Segura con Ref. Catastral 
7429908XH5172G0001UG, dejándolo libre y expedito de cualquier tipo de 
residuos, escombros, malezas y plagas.

2.º) Se advierte al propietario de que, en caso de no realizar las citadas 
tareas en el plazo indicado, estas se ejecutarán subsidiariamente por el 
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Ayuntamiento a su costa, por el importe de 713,90€. Señalado en el presupuesto 
que se acompaña.

3.º) Las prescripciones contenidas en el apartado anterior no eximen de 
las demás obligaciones que sean de aplicación directa en virtud de la legislación 
vigente, y serán realizadas sin perjuicio del contenido de las demás autorizaciones 
que sean necesarias y de las demás medidas que puedan ser impuestas por otros 
organismos públicos en virtud de sus respectivas competencias.

4.º) Adviértase que el incumplimiento o inobservancia de este deber impuesto 
tanto por la normativa general como por el reglamento municipal constituye una 
infracción leve según lo dispuesto en el artículo 23 del Reglamento General de 
Sanidad, sancionable con una multa de hasta 601,01 €, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 26.1 del citado Reglamento”.

Contra la presente resolución, se podrá interponer Recurso Contencioso-
Administrativo en el plazo de dos meses a partir del día siguiente a la presente 
notificación ante el órgano jurisdiccional competente de acuerdo con lo 
establecido en la Ley 29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa, o Recurso potestativo de reposición ante la Alcaldía en el plazo 
de un mes a partir del día siguiente de la presente notificación, considerándose 
desestimado el recurso si transcurrido un mes desde la fecha de la interposición 
no se hubiera dictado y notificado resolución, conforme a lo establecido en la Ley 
30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento 
Administrativo Común, pudiendo en tal caso interponer Recurso Contencioso-
Administrativo en el plazo de seis meses contados a partir del día siguiente al que 
se considere desestimado el Recurso de Reposición.

Molina de Segura, 23 de noviembre de 2012.—El Concejal de Vía Pública, 
Obras Municipales e Infraestructuras, Vicente Fernández Oliva.
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IV. Administración Local

Molina de Segura

17638	 Edicto por el que se notifica resolución de expediente 
administrativo de orden de limpieza de solares.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, y no habiendo sido posible practicar la 
notificación, se pone en conocimiento del interesado que se indica, que el pasado 
31 de octubre de 2012, el Concejal Delegado de Vía Pública, Obras Municipales e 
Infraestructuras emitió la siguiente resolución:

“El 3 de septiembre de 2012 se dicta Resolución del Concejal de Vía Pública 
por la que se concede Audiencia Previa a Enrique Roca Fernández, en la que 
se pone de manifiesto el expediente, otorgando al interesado un plazo de 10 
días para formular alegaciones y presentar la documentación e información que 
estimara oportuna.

Intentada la notificación y no siendo posible la misma, se realiza la 
notificación por Edictos publicada en el BORM el 06 de octubre de 2012. 
Transcurrido el plazo de 10 días otorgado, la propietaria no presenta alegaciones, 
y se emite nuevo informe del Sr. Inspector de Solares en el que informa que el 
solar no se ha limpiado.

El 31 de octubre de 2012 se emite informe por la Técnico de Administración 
General, en el que tras examinar los documentos obrantes en el expediente y 
los fundamentos jurídicos de aplicación, concluye que procede dictar orden de 
ejecución, consistente en requerir al propietario del solar para que en el plazo 
de 10 días, proceda a la limpieza del mismo, advirtiéndole de que en caso de 
incumplir lo ordenado se ejecutará subsidiariamente por el Ayuntamiento a su 
costa.

Considerando el Reglamento y la Ordenanza Municipales de Sanidad y 
Reguladora de la Limpieza y Vallado de Solares, en relación con el artículo 225.1 
del Decreto Legislativo 1/2005 de 10 de junio, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley del Suelo de la Región de Murcia, así como el artículo 98 
del al Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico y Procedimiento 
Administrativo Común, y de conformidad con las atribuciones que tengo 
atribuidas por Decreto del Alcalde de 13 de junio de 2011, resuelvo:

1.º) Ordenar a Enrique Roca Fernández, propietario del solar sito 
en C/ Mizar en Urb. La Alcayna de Molina de Segura, con Ref. Catastral 
1868306XH6116H0001DA, para que en el plazo máximo de 10 días ejecute las 
obras necesarias para mantener las condiciones de seguridad, salubridad y ornato 
públicos, de acuerdo con la siguiente orden de ejecución:

Limpiar el solar sito en C/ Mizar en Urb. La Alcayna de Molina de Segura con 
Ref. Catastral 1868306XH6116H0001DA, dejándolo libre y expédito de cualquier 
tipo de residuos, escombros, malezas y plagas.

2.º) Se advierte al propietario de que, en caso de no realizar las citadas tareas 
en el plazo indicado, estas se ejecutarán subsidiariamente por el Ayuntamiento 
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a su costa, por el importe de 1.670,88€. Señalado en el presupuesto que se 
acompaña.

3.º) Las prescripciones contenidas en el apartado anterior no eximen de 
las demás obligaciones que sean de aplicación directa en virtud de la legislación 
vigente, y serán realizadas sin perjuicio del contenido de las demás autorizaciones 
que sean necesarias y de las demás medidas que puedan ser impuestas por otros 
organismos públicos en virtud de sus respectivas competencias.

4.º) Adviértase que el incumplimiento o inobservancia de este deber impuesto 
tanto por la normativa general como por el reglamento municipal constituye una 
infracción leve según lo dispuesto en el artículo 23 del Reglamento General de 
Sanidad, sancionable con una multa de hasta 601,01 €, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 26.1 del citado Reglamento”.

Contra la presente resolución, se podrá interponer Recurso Contencioso-
Administrativo en el plazo de dos meses a partir del día siguiente a la presente 
notificación ante el órgano jurisdiccional competente de acuerdo con lo 
establecido en la Ley 29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa, o Recurso potestativo de reposición ante la Alcaldía en el plazo 
de un mes a partir del día siguiente de la presente notificación, considerándose 
desestimado el recurso si transcurrido un mes desde la fecha de la interposición 
no se hubiera dictado y notificado resolución, conforme a lo establecido en la Ley 
30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento 
Administrativo Común, pudiendo en tal caso interponer Recurso Contencioso-
Administrativo en el plazo de seis meses contados a partir del día siguiente al que 
se considere desestimado el Recurso de Reposición.

Molina de Segura, 23 de noviembre de 2012.—El Concejal de Vía Pública, 
Obras Municipales e Infraestructuras, Vicente Fernández Oliva.
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IV. Administración Local

Molina de Segura

17639	 Edicto por el que se notifica resolución de expediente 
administrativo de orden de limpieza de solares.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, y no habiendo sido posible practicar la 
notificación, se pone en conocimiento del interesado que se indica, que el pasado 
31 de octubre de 2012, el Concejal Delegado de Vía Pública, Obras Municipales e 
Infraestructuras emitió la siguiente resolución:

El 24 de julio de 2012 se dicta Resolución del Concejal de Vía Pública por 
la que se concede Audiencia Previa a Promotora Guadalmenor, S.L., en la que 
se pone de manifiesto el expediente, otorgando a la interesada un plazo de 10 
días para formular alegaciones y presentar la documentación e información que 
estimara oportuna.

Intentada la notificación y no siendo posible la misma, se realiza la 
notificación por Edictos publicada en el BORM el 6 de octubre de 2012. 
Transcurrido el plazo de 10 días otorgado, la propietaria no presenta alegaciones, 
y se emite nuevo informe del Sr. Inspector de Solares en el que informa que el 
solar no se ha limpiado.

El 31 de octubre de 2012 se emite informe por la Técnico de Administración 
General, en el que tras examinar los documentos obrantes en el expediente y 
los fundamentos jurídicos de aplicación, concluye que procede dictar orden de 
ejecución, consistente en requerir al propietario del solar para que en el plazo 
de 10 días, proceda a la limpieza del mismo, advirtiéndole de que en caso de 
incumplir lo ordenado se ejecutará subsidiariamente por el Ayuntamiento a su 
costa.

Considerando el Reglamento y la Ordenanza Municipales de Sanidad y 
Reguladora de la Limpieza y Vallado de Solares, en relación con el artículo 225.1 
del Decreto Legislativo 1/2005 de 10 de junio, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley del Suelo de la Región de Murcia, así como el artículo 98 
del al Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico y Procedimiento 
Administrativo Común, y de conformidad con las atribuciones que tengo 
atribuidas por Decreto del Alcalde de 13 de junio de 2011.

Resuelvo

1.º) Ordenar a Promotora Guadalmenor, S.L., propietaria del solar 
sito en Av. Gutiérrez Mellado, 12 de Molina de Segura, con Ref. Catastral 
7139101XH5173G0001JO, para que en el plazo máximo de 10 días ejecute las 
obras necesarias para mantener las condiciones de seguridad, salubridad y ornato 
públicos, de acuerdo con la siguiente orden de ejecución:

Limpiar el solar sito en Av. Gutiérrez Mellado, 12 de Molina de Segura con 
Ref. Catastral 7139101XH5173G0001JO, dejándolo libre y expedito de cualquier 
tipo de residuos, escombros, malezas y plagas.
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2.º) Se advierte al propietario de que, en caso de no realizar las citadas 
tareas en el plazo indicado, estas se ejecutarán subsidiariamente por el 
Ayuntamiento a su costa, por el importe de 856,68 €. Señalado en el presupuesto 
que se acompaña.

3.º) Las prescripciones contenidas en el apartado anterior no eximen de 
las demás obligaciones que sean de aplicación directa en virtud de la legislación 
vigente, y serán realizadas sin perjuicio del contenido de las demás autorizaciones 
que sean necesarias y de las demás medidas que puedan ser impuestas por otros 
organismos públicos en virtud de sus respectivas competencias.

4.º) Adviértase que el incumplimiento o inobservancia de este deber impuesto 
tanto por la normativa general como por el reglamento municipal constituye una 
infracción leve según lo dispuesto en el artículo 23 del Reglamento General de 
Sanidad, sancionable con una multa de hasta 601,01 €, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 26.1 del citado Reglamento”.

Contra la presente resolución, se podrá interponer Recurso Contencioso-
Administrativo en el plazo de dos meses a partir del día siguiente a la presente 
notificación ante el órgano jurisdiccional competente de acuerdo con lo 
establecido en la Ley 29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa, o recurso potestativo de reposición ante la Alcaldía en el plazo 
de un mes a partir del día siguiente de la presente notificación, considerándose 
desestimado el recurso si transcurrido un mes desde la fecha de la interposición 
no se hubiera dictado y notificado resolución, conforme a lo establecido en la Ley 
30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento 
Administrativo Común, pudiendo en tal caso interponer recurso contencioso-
administrativo en el plazo de seis meses contados a partir del día siguiente al que 
se considere desestimado el Recurso de Reposición.

Molina de Segura, 26 de noviembre de 2012.—El Concejal de Vía Pública, 
Obras Municipales e Infraestructuras, Vicente Fernández Oliva.
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IV. Administración Local

Murcia

17640	 Relación de vehículos abandonados en los depósitos municipales y en la vía pública.

A los efectos previstos en el artículo 86 del R.D.L. 339/90 de 2 de marzo, por el que se aprueba el Texto 
Articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, y conforme a lo prevenido 
en el art. 35.3 del Reglamento General de Vehículos aprobado por el Real Decreto 2.822/98 y en los artículos 
60 y 61 de la Ordenanza Municipal de Limpieza Viaria del 12 de marzo de 2002; y por no haber sido posible 
la notificación personal, se procede, de conformidad con el artículo 59.4 de la Ley 30/1992, a su notificación 
mediante anuncio, advirtiendo a los titulares que si no hiciesen cargo de los vehículos que se encuentran en los 
depósitos municipales y en la vía pública, en el plazo de 15 días a contar desde el siguiente al de la publicación 
del presente Edicto, los vehículos que a continuación se relacionan, se procederá a solicitar la baja de oficio de 
los mismos como vehículos abandonados en la Jefatura Provincial de Tráfico de Murcia, siendo considerados 
como residuos sólidos urbanos.

Murcia, 19 de noviembre de 2012.—El Alcalde, P.D., Ángel Marín Sánchez
N.º EXPTE. POLICIAL	 MATRICULA/N.º BASTIDOS	 MARCA/MODELO	 TITULAR/DNI

650/2012	 MU 4834 BD / VF1B56CKC11472431	 R-LAGUNA 2.0	 CASTRO VILLEGAS, VICTOR FIDEL. DNI/CIF: X6928115D

589/2012	 MU 4743 CD / VF7X1RHYF72272019	 CITROEN XANTIA	 BELMAHI -, LAHBIB. DNI/CIF: X2768815Y

270/2012	 MU 5133 BT / VF7S1VJZF56449618	 CITROEN SAXO 1. 	 THIARE -, MAMADOU. DNI/CIF: X2403860S

442/2012	 C 7409 BJM / VTTAA1111200109544	 SUZUKI 	 MERINO ALCARAZ, DIEGO. DNI/CIF: 27459385F

638/2012	 MU 7900 BK / LPR4NBS07TA001702	 YAMAHA 4NB	 HOYO SORIANO, CATHERINE. DNI/CIF: X6648091X

79/2009	 MU 9773 V / VS7VDVK0040VK3765	 CITROEN VISA	 MECA MOLINA, ANTONIO. DNI/CIF: 22456882G

527/2012	 MU 7972 BG / WV2ZZZ70ZSH041189	 VOLKSWAGEN CARAVELL	 APOLO CORDOVA, DENCER MANUEL. DNI/CIF: 48741500S

316/2012	 MU 9616 BC / VSSZZZ6KZZR051843	 SEAT IBIZA D	 LAZO MORENO, FREDDY AMADEO. DNI/CIF: X3216544V

459/2012	 MU 6080 BG / VF1B5340512751418	 RENAULT 19 1.8	 PAZMIÑO SANCHEZ, VICTOR HUGO. DNI/CIF: X4123929Y

1674/2008	 MU 6984 AC / VS7XBXA0040XA2558	 CITROEN BX	 PEREZ RUBIO, PEDRO. DNI/CIF: 74352320J

417/2012	 MU 9555 BM / WF0AXXGBBATS14180	 FORD MONDEO 1.8	 TORTOSA FERNANDEZ, ANTONIO. DNI/CIF: 22382349Z

597/2012	 MU 9574 AH / WVWZZZ31ZKE134238	 VOLKSWAGEN PASS	 VERISSIMO DA SILVA, ANTONIO. DNI/CIF: X5541528T

37/2012	 C 7959 BJP / RFBSA1WEB58005478	 KYMCO 	 ZAMBUDIO LOPEZ, CARMEN. DNI/CIF: 22462588Y

416/2012	 MU 7963 BH / VS7ZALJ0060LJ1162	 CITROEN AX 1.0	 CARBAJAL CONDE, LAURA JAQUELINE. DNI/CIF: X6072572C

677/2012	 MU 0536 AN / ZFA16000002372479	 FIAT TIPO	 BOROVSKYY, VASYL. DNI/CIF: X4557428R

665/2012	 MU 3463 BS / VSSZZZ6KZVR230838	 SEAT IBIZA 1.9	 SARDINA COSTA, VICENTE. DNI/CIF: 27470212R

341/2012	 MU 4917 AZ / SJNBAAP10U0292396	 NISSAN PRIMERA	 ZAMBUDIO LOPEZ, JOSE PIO. DNI/CIF: 27471497K

463/2012	 MU 4311 BB / VF1B5740509200586	 RENAULT CLI 1,7	 ROJAS MUÑOZ, ANGEL PATRICIO. DNI/CIF: X6167787S

310/2012	 MU 2362 BD / VF1B56BK511437886	 RENAULT LAGUNA	 MARTINEZ SABATER, JUAN CARLOS. DNI/CIF: 27466755V

629/2012	 C 7145 BNH / VTHFEN1XGVH052310	 DERBI 	 MESEGUER SANCHEZ, FRANCISCO. DNI/CIF: 27458896R

268/2012	 MU 1452 BM / VF1BA0E0514988483	 RENAULT MEGANE	 VILLENA GARCIA, LIBRADO. DNI/CIF: 4908353S

504/2012	 MU 4331 BJ / VF37BD9B230786356	 PEUGEOT 306 SED	 PLAZAS GOMEZ, DIEGO. DNI/CIF: 22819504P

568/2012	 C 6541 BNZ / RFBSH10BA39001968	 KYMCO 	 BAYE NDATT, NIANG. DNI/CIF: X6598832V

614/2012	 C 1032 BPD / VG5SA141000059146	 YAMAHA 	 ABELLAN CARRRILLO, MARIA DOLORES. DNI/CIF: 48488086S

592/2012	 MU 5210 BD / VSSZZZ6KZZR092207	 SEAT IBIZA	 IOURAOUINE -, KHALID. DNI/CIF: X2382652J

441/2012	 C 6429 BDY / RFBSC10AS61008358	 KYMCO 	 MONTOYA LOPEZ, EVA MARIA. DNI/CIF: 34824173B

437/2012	 C 5899 BKS / RFBSF10AG19001969	 KYMCO 	 TANTALEAN VASQUEZ, DOMINGO. DNI/CIF: X1481291E

631/2012	 C 7595 BGS / RFBSH10BA39000558	 KYMCO 	 MACAS GAVILANEZ, VERONICA JAZMIN. DNI/CIF: X4325277N

622/2012	 C 4620 BMW / VTHVRN95FXE455817	 DERBI 	 JIMENEZ HERNANDEZ, JUAN CARLOS. DNI/CIF: 48393426T

46/2012	 MU 5693 BT / VF1KC0EAF17339750	 RENAULT KANGOO	 RABADAN NICOLAS, JOSE ANTONIO. DNI/CIF: 22475442A

509/2012	 A 7309 CW / WBAAB510101229739	 B.M.W. 325 CE 3	 ALCAZAR NICOLAS, JOSE ANTONIO. DNI/CIF: 22440063K

489/2012	 9619 BBD / VSSZZZ9KZ1R004763	 SEAT INCA 1.9 D	 HERMANOS CASTELLANO DOMECH SL. DNI/CIF: B30519748

632/2012	 C 7845 BNJ / RFBSA10EB58006617	 KYMCO 	 LOZADA CORDOVA, LUIS GABRIEL. DNI/CIF: X7525799S

421/2012	 2530 CDY / KPTEDB14SSP048988	 SSANGYONG MUSSO	 COMERCIAL DEL SEMIRREMOLQUE TAGO S L. DNI/CIF: B03856010

635/2012	 C 9009 BBH / SC10AB1803205	 KYMCO 	 GONZALEZ EGEA, DANIEL. DNI/CIF: 48512471C

481/2012	 AL 2361 J / VSX000098H4061955	 OPEL CORSA	 LOPEZ ZAPATA, IRENE. DNI/CIF: 48545881B

445/2012	 C 8427 BTL / VGAA1AAAA00039822	 PEUGEOT JET FORTE	 ZUMBA NASIPUCHA, BERTHA PILAR. DNI/CIF: X6469151X

331/2012	 6062 BJW / VSSZZZ6KZ2R011406	 SEAT IBIZA	 KORE DALO, GNOGBO. DNI/CIF: 34784704X

639/2012	 0474 FVM / RFBS4001271101423	 KYMCO GRAND DINK	 SERRANO MONTOYA, JOSE ANTONIO. DNI/CIF: 22472844G

257/2012	 C 2922 BRR / ZAPC4510000005890	 PIAGGIO NRG	 LOPEZ ESPINAL, ALVARO MIGUEL. DNI/CIF: 53689430R
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N.º EXPTE. POLICIAL	 MATRICULA/N.º BASTIDOS	 MARCA/MODELO	 TITULAR/DNI

362/2012	 BN0672 / 	 BRIDGE MONTAÑA	 DAVIDSON IKPONMWONDA, ENORENSE

372/2012	 BN0448 / 	 FREE CLIMBING	 DESCONOCIDO -, -

339/2012	 MU 8085 AC / VS6AXXWPAAHM80247	 FORD ESCORT	 SISSOKO -, KAMADY. DNI/CIF: X2942476V

72/2012	 MU 0277 BS / WDB1260391A285295	 MERCEDES 560	 GOMEZ MIRALLES, JOSE. DNI/CIF: 22330824D

723/2012	 2365 GXF / WVGZZZ1TZAW118420	 VOLKSWAGEN TOURAN	 SANCHEZ POLO, M.CARMEN. DNI/CIF: 27472979P

275/2012	 B 2549 OT / VF1B56CKC11205479	 RENAUTL LAGUNA	 SOTELO -, ISMAEL. DNI/CIF: 17392681N

443/2012	 C 7814 BBD / RFBSA10EB58002455	 KYMCO DJ R 50	 HAKAN -, ILHAN. DNI/CIF: X5813045W

229/2012	 L865MYD / JMZGE14J201259430	 MAZDA 616	 DESCONOCIDO -, -

296/2012	 A 8224 BX / WVWZZZ80ZMY249144	 VOLKSWAGEN POLO	 PALOP GUILLEN, FRANCISCO. DNI/CIF: 34817036G

477/2012	 MU 2615 BB / VF31AHDZ250384069	 PEUGEOT 106	 GIL LOPEZ, FRANCISCO. DNI/CIF: 77563913R

321/2012	 4079 FCL / VF1BR1F0H36129986	 RENAULT CLIO	 CAPEL NICOLAS, JOSE VICENTE. DNI/CIF: 52816728B

584/2012	 MU 0558 BC / SAXXWYWHNAD711885	 ROVER 214	 DIAZ MANZANERA, JOSE. DNI/CIF: 52800423J

125/2012	 A 5392 DH / W0L0SBF08W4003498	 OPEL CORSA	 DE ROSA ARNAL, ELISABETTA. DNI/CIF: 50730568C

408/2012	 A 8997 BH / ZFA16000004148383	 FIAT TIPO	 VARGAS RIVERO, MARIO DAVID. DNI/CIF: X6794464B

411/2012	 GR 1615 AU / VSSZZZ6HZXR016013	 SEAT AROCA	 CORTES RIBON, LUIS CARLOS. DNI/CIF: X6833500Q

419/2012	 TN557684 / JMZBG132200551881	 MAZDA DESCONOCIDO	 DESCONOCIDO -, -

422/2012	 5466 BYD / WAUZZZ4AZTN032340	 AUDI AUDI A6 2.5 	 URSA INVERSIONS DOS MIL SL. DNI/CIF: B62069513

429/2012	 C 1142 BBH / VTMAF37900E003583	 HONDA AF37	 CUELLAR BURGOS, YANINA. DNI/CIF: Y0900011N

434/2012	 C 4042 BRL / VTLSA211000011809	 YAMAHA YN	 SARMIENTO BOLAÑOS, MARCIA. DNI/CIF: X4115430V

447/2012	 TRC01DESC / 	  DESCONOCIDO	 DESCONOCIDO -, -

448/2012	 MM110DESC / 	 CARECE CARECE	 DESCONOCIDO -, -

449/2012	 TRC02DESC / 	  DESCONOCIDO	 DESCONOCIDO -, -

450/2012	 TRC03DESC / 	  DESCONOCIDO	 DESCONOCIDO -, -

451/2012	 TRC04DESC / 	  DESCONOCIDO	 DESCONOCIDO -, -

452/2012	 TRC05DESC / 	  DESCONOCIDO	 DESCONOCIDO -, -

501/2012	 CA 6710 BS / WVWZZZ1HZPW197838	 VOLKSWAGEN GOLF	 CASTILLO GALVAN, TANIA DEL CARMEN. DNI/CIF: X6896056N

528/2012	 A 6268 EL / VF38CRFVE80683867	 PEUGEOT 406 COUPE	 ROBLES GONZALEZ, DAVID. DNI/CIF: 77721202Q

498/2012	 C 4107 BNJ / VTTAT111300100196	 SUZUKI UX 50WW	 MUÑOZ GARCIA, MIGUEL. DNI/CIF: 52875136E

649/2012	 7229 FPC / ZCFC35A800D342709	 IVECO 35C	 LOYFER TAPICEROS MURCIA SL. DNI/CIF: B30435275

523/2012	 C 4615 BNC / 135C 03020	 GILERA 135	 SANTIAGO UTRERA, LUIS. DNI/CIF: 48516584Q

661/2012	 6804 BKG / VSSZZZ6KZ2R007882	 SEAT IBIZA	 CHAHLAOUY N, ABDELILAH. DNI/CIF: X3171317P

582/2012	 HU 4192 O / W0L0TGF48X6081450	 OPEL ASTRA	 BABASA -, FLORIN. DNI/CIF: X9440856T

601/2012	 2390 GHY / VF3WG8HZC34165974	 PEUGEOT 207	 OMEGA SEGURIDAD Y SISTEMASSL. DNI/CIF: B12557906

602/2012	 2658 DXF / VSSZZZ1PZ6R067491	 SEAT LEON	 OLMEDO BUNAY, PAULINA ISABEL. DNI/CIF: X6749995R

610/2012	 9318 BNK / WBAAL91070JS32956	 BMW SERIE 3	 ALBEZA TOMAS, FRANCISCO J. DNI/CIF: 29005612J

611/2012	 B 9215 NV / 29005612	 SUZKI GSX 600	 CUELLAR FLORES, CARLOS ELIAS. DNI/CIF: X4128631Q

642/2012	 4985 FWJ / ZDCJF17A07F020466	 HONDA PES125	 GOMEZ DOMINGUEZ, ENRIQUE. DNI/CIF: 52805992Q

643/2012	 5333 FYC / LLMTCJ2187L500405	 SAMADA RACE	 ROBLES GARCIA, JUAN ANTONIO. DNI/CIF: 22473445F

644/2012	 6194 DSX / LPRSE081000404817	 YAMAHA NXC	 FRANCO MORALES, MARIANO. DNI/CIF: 27436713J

676/2012	 MU 7895 BJ / VF38BLFYD80049369	 PEUGEOT 406	 DIARRA -, ABDOULAYE. DNI/CIF: X7202235S

678/2012	 B0350 / 	 CARECE 	 DESCONOCIDO -, -

679/2012	 C0563DESC / 	 MOBYLETTE 	 DESCONOCIDO -, -

680/2012	 MM111DESC / 	 CARECE 	 DESCONOCIDO -, -

681/2012	 B0351 / 	 CARECE 	 DESCONOCIDO -, -

682/2012	 B0352 / 	 CARECE 	 DESCONOCIDO -, -

683/2012	 C0564DESC / ZDMM0200W3104340	 APRILIA 	 DESCONOCIDO -, -

684/2012	 C0565DESC / 0025317	 VESPINO 	 DESCONOCIDO -, -

685/2012	 TRC06DESC / 	 CARECE CARECE	 DESCONOCIDO -, -

687/2012	 MM112DESC / 	 CARECE 	 DESCONOCIDO -, -

692/2012	 E8001AK / 	 MERCEDES 	 DESCONOCIDO -, -

706/2012	 QUA01DESC / RGEMNOSC35A000042	 QUAD MINI ATV	 DESCONOCIDO -, -

707/2012	 QUA02DESC / L4GADHL3675001272	 QUAD CARECE	 DESCONOCIDO -, -

			   Total vehículos:	 92
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IV. Administración Local

Murcia

17641	 Aprobación inicial del Proyecto de Urbanización de la U.A. III del P.P. 
La Granja de El Palmar, TM-372. (Gestión-Compensación 098GCU10).

Por acuerdo de la Junta de Gobierno de este Excmo. Ayuntamiento de fecha 
7 de noviembre de 2012 se ha aprobado inicialmente el Proyecto de Urbanización 
de la Unidad de Actuación III del Plan Parcial La Granja de El Palmar, TM-
372, presentado a esta Administración urbanística actuante por la Junta de 
Compensación constituida para la gestión de la mencionada Unidad.

Lo que se somete a información pública por plazo de veinte días a partir de 
la publicación del presente anuncio en el Boletín Oficial de la Región de Murcia, 
durante cuyo plazo las personas interesadas podrán examinar el expediente en 
las oficinas de esta Concejalía de Urbanismo y Vivienda sita en Avda. Abenarabi 
1/A, 3.ª planta, y presentar las alegaciones que estimen pertinentes a su 
derecho.

Asimismo y de conformidad con el artículo 59.4 de la Ley de Procedimiento 
Administrativo Común y 194 del Reglamento de Organización, Funcionamiento y 
Régimen Jurídico de las Entidades Locales, este anuncio servirá de notificación 
con carácter general para todos aquellos interesados en el expediente que sean 
desconocidos, se ignore el lugar de notificación o, intentada ésta, no se hubiese 
podido practicar, y expresamente a D.ª Isabel Leal Navarro.

Murcia, 27 de noviembre de 2012.—El Alcalde, P.D., la Jefa del Servicio 
Administrativo de Gestión Urbanística.

NPE: A-071212-17641
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IV. Administración Local

Murcia

17642	 Aprobación def in i t iva del  Programa de Actuación y 
Estatutos de la Junta de Compensación a constituir para la 
gestión de la U.A. Única del P.P. ZP-CH3-2 (Este) de Churra. 
(Gestión-Compensación 022GC06).

Por acuerdo de la Junta de Gobierno de este Ayuntamiento de fecha 30 de 
mayo de 2012, se ha aprobado definitivamente el Programa de Actuación y los 
Estatutos de la Junta de Compensación a constituir para la gestión de la Unidad 
de Actuación única del Plan Parcial ZP-Ch3-2 (Este) de Churra.

Contra la presente resolución se podrá interponer, con carácter potestativo, 
recurso de reposición ante el mismo órgano que la ha dictado, en el plazo de un 
mes a contar del día siguiente al de la recepción de la presente publicación y 
contra la resolución expresa o presunta de dicho recurso, recurso contencioso-
administrativo ante el órgano competente de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa, en el plazo de dos meses a contar del siguiente día a aquél en 
que le sea notificada dicha resolución, si ésta es expresa, o desde que pueda 
entenderse desestimado por silencio administrativo.

Igualmente se podrá interponer directamente recurso contencioso-
administrativo ante el órgano de dicha Jurisdicción y en el plazo indicado.

Asimismo y de conformidad con el artículo 59.4 de la Ley de Procedimiento 
Administrativo Común y 194 del Reglamento de Organización, Funcionamiento y 
Régimen Jurídico de las Entidades Locales, este anuncio servirá de notificación 
con carácter general para todos aquellos interesados en el expediente que sean 
desconocidos, se ignore el lugar de notificación o, intentada ésta, no se hubiese 
podido practicar, y expresamente a la mercantil Círculo Altromer 21, S.L.

Murcia, a 28 de noviembre de 2012.—El Alcalde, P.D., la Jefa del Servicio 
Administrativo de Gestión Urbanística.
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IV. Administración Local

Murcia

17643	 Notificación del decreto de inicio correspondiente a expedientes 
sancionadores.

Ref. Colectiva: 446,447,448,449,450,451,452,453,454,455.

De conformidad con lo dispuesto en los arts. 59.5 y 61 de la Ley 30/1992 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, se hace pública la Notificación del Decreto 
de inicio correspondiente a los expedientes sancionadores que se indican, 
dictados por los órganos que se especifican, y a las personas o entidades que 
a continuación se relacionan, ya que habiéndose intentado la notificación en el 
último domicilio, ésta no se ha podido practicar.

Contra dicho Decreto, el interesado dispondrá de un plazo de quince días, 
para aportar cuantas alegaciones, documentos o justificaciones estime oportunas, 
según lo dispuesto en el art.º 16 del R.D. 1398/93; así mismo, se anuncia a los 
interesados que en el plazo de diez días, desde la publicación de este anuncio, 
podrán comparecer en el Servicio de Tráfico, Transportes y Sanciones del Excmo. 
Ayuntamiento de Murcia, sito en Avda. San Juan de la Cruz, para conocimiento 
del contenido íntegro del acto notificado y constancia de tal conocimiento.

NPE: A-071212-17643
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EXPEDIENTE INTERESADO RESIDENCIA RESOLUCIÓN IMPORTE
R 4250/2012 SVYATOSLAV BACHYK  X09618739R SANTIAGO Y ZARAICHE 12/11/12 150,00 
R 4252/2012 VOLODYMIR BILONOZHKO  X8306340M PATIÑO 12/11/12 150,00 
R 4795/2012 SALAH KOUBIDA  X3325401S SAN ANDRES 13/11/12 150,00 
R 5043/2012 RUBEN VAZQUEZ CABALLERO 48652763N EL CARMEN 08/11/12 150,00 
R 5084/2012 HAMID ZEMAOUTE  X3119756J BARRIOMAR 13/11/12 150,00 
R 5096/2012 DANIEL MARIANA MONTIEL PEREZ 23292790T VISTA ALEGRE 12/11/12 150,00 
R 5098/2012 RICHARD BORIS VEDUGUEZ ANTEZANA Y0004049S SAN ANDRES 12/11/12 150,00 
R 5101/2012 ROLANDO TERCEROS FERRUFINO X9550658T LA FAMA 12/11/12 150,00 
R 5102/2012 HAMID ZEMAOUTE  X3119756J BARRIOMAR 13/11/12 150,00 
R 5109/2012 ANNE ANTONSEN SKOURUP 23454553G VISTA ALEGRE 12/11/12 150,00 
R 5110/2012 TROUDART ALEXANRA GENEVIEVE 080691200414 SANTA MARIA DE GRACIA 08/11/12 150,00 
R 5114/2012 CAPRON ARMEL  70447200196 ESPINARDO 09/11/12 150,00 
R 5134/2012 ANDRES CARMELO LOPEZ BRIONES 48740812V EL CARMEN 09/11/12 150,00 
R 5137/2012 VICTORIA KATHLEEN  0040044101C MURCIA 09/11/12 150,00 
R 5144/2012 RUBEN GARCIA LOPEZ 48395018M SANTIAGO EL MAYOR 10/11/12 150,00 
R 5146/2012 MARIKA GAURIELATOU  AB825823 MURCIA 09/11/12 150,00 
R 5147/2012 ADRIAN VIVES SALAR 48497828M LA FLOTA 09/11/12 150,00 
R 5174/2012 LARBI HSAIN  X2927579R EL CARMEN 09/11/12 150,00 
R 5236/2012 TOMAS SERRANO GARCIA 48846858X SANTA MARIA DE GRACIA 09/11/12 150,00 
5283/2012 PABLO GUILLAMON SARABIA 48499507M SAN JOSÉ DE LA VEGA 08/11/12 150,00 
5304/2012 FRANCISCO DE PAULA PRIETO EGEA 48657514W SAN MIGUEL 09/11/12 150,00 
5307/2012 ALFONSO TOMAS MARQUEZ 22974262E CARTAGENA 09/11/12 150,00 
5325/2012 LARBI HSAIN  X2927579R EL CARMEN 09/11/12 150,00 
5326/2012 JUANA ANTONIA FERNANDEZ MORENO 34796523F NONDUERMAS 10/11/12 150,00 
5327/2012 AMETH RAHIM  X3470011R LOS MARTÍNEZ DEL PUERTO 12/11/12 150,00 
5340/2012 NINI BOUCHAIB  X6747344H BARRIOMAR 14/11/12 150,00 
5343/2012 RAQUEL VALCARCEL GARCIA 48481107M ALJUCER 08/11/12 150,00 
5344/2012 HERMINIA MARTINEZ TORRES 21442648R PATIÑO 12/11/12 150,00 
5346/2012 DAVID TRAPOTE GONZALEZ 45599132E SAN LORENZO 09/11/12 150,00 
5349/2012 MIGUEL PEREDA SEGADO 23060286A CARTAGENA 09/11/12 150,00 
5358/2012 FLORIN MORAR  X9000696Z EL CARMEN 08/11/12 150,00 
5359/2012 VOLODYMIR BILONOZHKO  X8306340M PATIÑO 12/11/12 150,00 
5363/2012 MARIA DE LA ASUNCION AMOROS BUENDIA 48399226G SAN JUAN 09/11/12 150,00 
5366/2012 ABDELAZIZ KAMAL  X8649887R VISTABELLA 10/11/12 150,00 
Infracción a lo dispuesto en el art. 78.3.  ORDENANZA DE LIMPIEZA VIARIA DE 21 DE DICIEMBRE DE 2001  .   
Referente a Limpieza viaria (Muy Grave). 
-Órgano Resolutorio: EL CONCEJAL DE LIMPIEZA URBANA Y GESTIÓN DE RESIDUOS  (DECRETO 14-6-2011).

EXPEDIENTE INTERESADO RESIDENCIA RESOLUCIÓN IMPORTE
R 1050/2012 CONSTRUCCIONES LOGIL SA   A30345987V SANGONERA LA VERDE 10/11/12 6001,00 
R 1521/2012 MODIBO DIALLO  X6829562B PUENTE TOCINOS 12/11/12 6001,00 
R 1522/2012 SALIA KONE  X9919883Y PUENTE TOCINOS 12/11/12 6001,00 
R 1635/2012 SADIO CISSOKO  A1415887F LOS DOLORES 08/11/12 6001,00 
R 1648/2012 COULIBALY CHEIKNA  YR066216W LOS DOLORES 08/11/12 6001,00 
R 1683/2012 COULIBALY CHEIKNA  Y2066216W LOS DOLORES 08/11/12 6001,00 
R 1684/2012 BOER FELICIAN  178122405 CHURRA 14/11/12 6001,00 
R 1686/2012 MARIOS ROSTAA  647463 CHURRA 14/11/12 6001,00 
R 1687/2012 MOUSSA COULIBALY  Y0008649R VISTA ALEGRE 12/11/12 6001,00 
R 1689/2012 MARIUS FLORIAN LUCA 518186 LA FLOTA 09/11/12 6001,00 
R 1691/2012 MARIUS ZARZALIN  VN447986 ZARANDONA 12/11/12 6001,00 
1981/2012 IOAN LACATUS  054734 MURCIA 12/11/12 6001,00 
1983/2012 TRAIAN VARGA  XH826214 CHURRA 09/11/12 6001,00 

GLORIETA DE ESPAÑA, 1 - 30004 MURCIA - TELEFONO 968 35 86 00 (C.I.F.P-3003000 A)

Infracción a lo dispuesto en el art. 7.1. Ordenanza de bebidas alcohólicas de 25 de noviembre de 
1999 (Art. 16.1. Ley CARM 6/1997 sobre drogas). Referente a Consumo de bebidas alcohólicas en la 
vía pública.

-Órgano Resolutorio: La Concejal de Seguridad y Recursos Humanos (Decreto 14-6-2011).
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2079/2012 LUCA VASILE  OT322008 MONTEAGUDO 12/11/12 6001,00 
2130/2012 GABRIEL CAMPOS AMADOR 34788414V EL PALMAR 13/11/12 6001,00 
2131/2012 PEDRO IZQUIERDO COSTA 27460474S EL PALMAR 13/11/12 6001,00 
R 549/2012 SEGUI DUNA SL   B7316490Y SAN JOSE DE LA VEGA 08/11/12 6001,00 
R 555/2012 ABDONLAYE BAH  A 1424179 RINCON DE SECA 09/11/12 6001,00  

 
Infracción a lo dispuesto en el art. 78.2.  ORDENANZA DE LIMPIEZA VIARIA DE 21 DE DICIEMBRE DE 2001  .   
Referente a Limpieza viaria (Grave). 
-Órgano Resolutorio: EL CONCEJAL DE LIMPIEZA URBANA Y GESTIÓN DE RESIDUOS  (DECRETO 14-6-2011).

EXPEDIENTE INTERESADO RESIDENCIA RESOLUCIÓN IMPORTE
R 1649/2012 JOSE ANTONIO ALCARAZ NICOLAS 22440063K JAVALI VIEJO 16/11/12 301,00 
R 1650/2012 JOSE ANTONIO ALCARAZ NICOLAS 22440063K JAVALI VIEJO 16/11/12 301,00 
R 1676/2012 JOSE ANTONIO MARTIN MARTINEZ 47709935T ESPARRAGAL 12/11/12 301,00 
R 1758/2012 DIEGO PLAZAS GOMEZ 22819504P SANTIAGO Y ZARAICHE 09/11/12 301,00 
R 1771/2012 SOLO COULIBALY  X5640136F SAN LORENZO 09/11/12 301,00 
R 1772/2012 CORPORACION 2004 SL   B73336489T SAN MIGUEL 09/11/12 301,00 
R 1832/2012 JADUHARI ABDELGHANI  X6958830L LOS MARTÍNEZ DEL PUERTO 12/11/12 301,00 
1967/2012 LOYFER TAPICEROS MURCIA SL  B30435275L ERA ALTA 22/10/12 301,00 
1986/2012 OLEKSANDR OPANASYUK  X6587761D MOLINA DE SEGURA 22/10/12 301,00 
2009/2012 MARIA JOSEFA TORREBLANCA FUENTES 27462849K CARTAGENA 18/10/12 301,00 
2010/2012 JOSE LOPEZ ROS 22434929Q LA FAMA 22/10/12 301,00 
2043/2012 VICENTE SARDINA COSTA 27470212R SAN NICOLAS 15/11/12 301,00 
2044/2012 MARIAN URSARU  X7991043S LA FAMA 12/11/12 301,00 
2051/2012 ANTONIO ROMERO CELDRAN 34802798A CAÑADAS DE SAN PEDRO 13/11/12 301,00 
2060/2012 POQUER INVERSIONES SL   B73268385E SANTA MARIA DE GRACIA 08/11/12 301,00 
2078/2012 DAODA SAMAKI  X6621333R EL CARMEN 08/11/12 301,00 
R 559/2012 MERPALINI SL   B30467146N SAN ANTON 10/11/12 301,00 

Infracción a lo dispuesto en el punto 16.1.  DECRETO ALCALDÍA DE 9 DE MARZO DE 1994   (Art. 25.1.  Ley Orgánica   
1/1992 de P.S.C.)  . Referente a Tenencia ilicita de drogas. 
-Órgano Resolutorio: LA CONCEJAL DE SEGURIDAD Y RECURSOS HUMANOS (DECRETO 14-6-2011).

EXPEDIENTE INTERESADO RESIDENCIA RESOLUCIÓN IMPORTE
R 6210/2012 JESUS EDUARDO BELMONTE TORTOSA 48616969Y SAN JOSE DE LA VEGA 08/11/12 300,00 
R 6243/2012 MANUEL ALCAZAR ABENZA 48504343B BARRIO DEL PROGRESO 12/11/12 300,00 
R 6463/2012 JUAN JESUS EGEA GOMEZ 34815267Y TORREAGUERA 09/11/12 300,00 
6504/2012 FRANCISCO JOSE GONZALEZ MIR 48612618W SANTIAGO EL MAYOR 23/10/12 300,00 
6510/2012 FRANCISCO PERONA MUÑOZ 48476555F LA FAMA 22/10/12 300,00 
6527/2012 BOUZEKRI ADLANE  X6822238R ABARAN 16/10/12 300,00 
6535/2012 FERNANDO PALACIOS PALAZON 48747627R LA ARBOLEJA 08/11/12 300,00 
6551/2012 RUBEN GIL JIMENEZ 48399838H PUENTE TOCINOS 13/11/12 300,00 

Infracción a lo dispuesto en el art. 2.A.  ORDENANZA REGULADORA DEL RÉGIMEN SANCIONADOR APLICABLE 
A LOS VIAJEROS DEL TRANVÍA DE MURCIA  . Referente a Viajeros del Tranvía.   

-Órgano Resolutorio: EL CONCEJAL DE TRÁFICO Y TRANSPORTES (DECRETO 14-6-2011).

EXPEDIENTE INTERESADO RESIDENCIA RESOLUCIÓN IMPORTE
R 8677/2012 ALBA ROMERO CASCALES TRAN0017 SANTA EULALIA 09/11/12 300,00 
R 8679/2012 CHARLES DOMININC  X2585131T GUADALUPE 09/11/12 300,00 
R 8682/2012 NICOLE PARASCHIVA PETRE TRAN0018 LA FAMA 12/11/12 300,00 
R 8684/2012 GLORIA URBINA SUAREZ TRAN0019 EL CARMEN 12/11/12 300,00 
8695/2012 CHARLES DOMININC  X2585131T GUADALUPE 09/11/12 300,00 
8696/2012 CHARLES DOMININC  X2585131T GUADALUPE 09/11/12 300,00 
8697/2012 ROCIO MARTINEZ SIERRA 48745026E SANTA MARIA DE GRACIA 12/11/12 300,00 
R 8595/2012 EVA MARIA JIMENEZ PARRA 48699080F LA ÑORA 16/11/12 300,00 

GLORIETA DE ESPAÑA, 1 - 30004 MURCIA - TELEFONO 968 35 86 00 (C.I.F.P-3003000 A)
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R 8596/2012 HECTOR HURTADO HERNÁNDEZ 48500556L CHURRA 14/11/12 300,00 
R 8681/2012 JUAN SOTO MAYOR 48704744J ALCANTARILLA 09/11/12 300,00 
8701/2012 ROCIO MARTINEZ TAIEB 48696454A LA FLOTA 08/11/12 300,00 

Infracción a lo dispuesto en el punto 15.1.  DECRETO ALCALDÍA DE 9 DE MARZO DE 1994   (Art. 25.1.  Ley Orgánica   
1/1992 de P.S.C.)  . Referente a Consumo de drogas en lugares publicos. 
-Órgano Resolutorio: LA CONCEJAL DE SEGURIDAD Y RECURSOS HUMANOS (DECRETO 14-6-2011).

EXPEDIENTE INTERESADO RESIDENCIA RESOLUCIÓN IMPORTE
R 6455/2012 ADRIAN MORENO CANOVAS 48514371B PATIÑO 12/11/12 300,00 
6520/2012 ENRIQUE MOMPEAN HELLIN 34787893W ALJUCER 08/11/12 300,00 
6528/2012 FERNANDO JOSE CORTES RUBIO 48637690G EL PALMAR 12/11/12 300,00 
6537/2012 ALFONSO TOMAS MARQUEZ 22974262E CARTAGENA 09/11/12 300,00 
6538/2012 JOSE MARIA ALVAREZ CARRILLO 28883336M PATIÑO 12/11/12 300,00 
6540/2012 PABLO BERRUEZO GONZALEZ 48692872D SAN PEDRO 12/11/12 300,00 

Infracción a lo dispuesto en el art. 78.1.  ORDENANZA DE LIMPIEZA VIARIA DE 21 DE DICIEMBRE DE 2001  .   
Referente a Limpieza viaria ( Leve). 
-Órgano Resolutorio: EL CONCEJAL DE LIMPIEZA URBANA Y GESTIÓN DE RESIDUOS  (DECRETO 14-6-2011).

EXPEDIENTE INTERESADO RESIDENCIA RESOLUCIÓN IMPORTE
R 1681/2012 DIMITRI PAUL DIMITRI  32015 LA FAMA 12/11/12 105,00 
R 1682/2012 ATAHACOB KANTAHOB BECENH 186131616 PATIÑO 12/11/12 105,00 
1753/2012 IVAN MARTINEZ CORREA 0 PUEBLA DE SOTO 13/11/12 105,00 
1987/2012 ANGHEL GHEORGHE  188081218 LA FAMA 15/11/12 105,00 
2125/2012 PABLO BAUTISTA ROVIRA 48646018 LORCA 08/11/12 105,00 

Infracción a lo dispuesto en el art. 26.3.  ORDENANZA MUNICIPAL REGULADORA DE LA OCUPACIÓN DE LA VÍA 
PÚBLICA CON TERRAZAS Y OTRAS INSTALACIONES  . Referente a Colocacion de mesas y sillas en la via publica.   
-Órgano Resolutorio: LA CONCEJAL DE SEGURIDAD Y RECURSOS HUMANOS (DECRETO 14-6-2011).

EXPEDIENTE INTERESADO RESIDENCIA RESOLUCIÓN IMPORTE
R 1745/2012 ALFONSO GALVEZ GUILLAMON 22473142A SANGONERA LA VERDE 19/11/12 1600,00 

Infracción a lo dispuesto en el art. 7.1.  ORDENANZA DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS DE 25 DE NOVIEMBRE DE 1999   
(Art. 16.2.  Ley CARM 6/1997 sobre Drogas)  . Referente a Venta de bebidas alcoholicas a menores. 
-Órgano Resolutorio: LA CONCEJAL DE SEGURIDAD Y RECURSOS HUMANOS (DECRETO 14-6-2011).

EXPEDIENTE INTERESADO RESIDENCIA RESOLUCIÓN IMPORTE
R 72/2011 DONGXUE XU  X3819960M SAN JUAN 12/11/12 3000,00 

  
Murcia, a 27 de noviembre de 2012

EL ALCALDE, P.D. EL JEFE DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN DE TRÁFICO, TRANSPORTES Y SANCIONES,
P.A.,

EL JEFE DEL NEGOCIADO DE SANCIONES – ORDENANZAS,

GLORIETA DE ESPAÑA, 1 - 30004 MURCIA - TELEFONO 968 35 86 00 (C.I.F.P-3003000 A)

Murcia, 27 de noviembre de 2012.—El Alcalde, P.D. el Jefe del Servicio de Administración de Tráfico, 
Transportes y Sanciones, P.A., el Jefe del Negociado de Sanciones–Ordenanzas.
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IV. Administración Local

Murcia

17644	 Anuncio para la licitación de contrato de servicios de atención e 
información turística municipal. (Expte. 666/2012).

1. Entidad adjudicadora.

a) Excmo. Ayuntamiento de Murcia.

b) Servicio de Contratación, suministros y responsabilidad patrimonial.

c) Obtención de documentación e información:

Servicio de Contratación, suministros y responsabilidad patrimonial.

Glorieta de España, 1, 4.ª planta.

30004 Murcia.

Teléfono: 968 35 86 00, extensión 2340

Fax: 968 21 85 73

Correo electrónico: contratacion@ayto-murcia.es

Dirección de Internet del perfil del contratante: www.murcia.es

d) Expediente n.º: 666/2012.

2. Objeto del contrato.

a) Tipo: Servicios.

b) Descripción: “Servicio de atención e información turística municipal”.

c) División por lotes: No.

d) Lugar de ejecución/entrega: Murcia.

e) Plazo de ejecución/entrega: Desde el 16 de enero de 2013 hasta el 16 de 
enero de 2014.

f) Admisión de prórroga: Si.

g) CPV: 6351300-8.

3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.

a) Tramitación: Ordinaria.

b) Procedimiento: Abierto

c) Subasta electrónica: No

d) Criterios de adjudicación, en su caso: Establecidos en el pliego de 
condiciones.

4. Valor estimado del contrato: 131.768,93€.

5. Presupuesto base de licitación: 

Importe neto 62.747,11 € más el 21% de I.V.A. lo que hace un total de 
75.924,00 €.

6. Garantías exigidas:

Definitiva (%): 5% del importe de adjudicación, I.V.A. excluido.

7. Requisitos específicos del contratista:

a) Solvencia económica y financiera y solvencia técnica y profesional, en su 
caso: establecida en la cláusula 7 del pliego de condiciones.

NPE: A-071212-17644
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8. Presentación de las ofertas o de las solicitudes de participación.

a) Fecha límite de presentación: el plazo de presentación de ofertas será 
hasta las diez horas del día en que finalice el plazo de quince días naturales desde 
el siguiente a la publicación de este anuncio en el Boletín Oficial de la Región de 
Murcia (caso de finalizar dicho plazo en sábado o en día festivo será el siguiente 
día hábil).

b) Modalidad de presentación: Tres sobres cerrados.

c) Lugar de presentación: indicado en el apartado 1.

d) Admisión de variantes, si procede: No.

e) Plazo durante el cual el licitador estará obligado a mantener su oferta: 
establecido en el art. 161 del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de 
noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos del 
Sector Público.

9. Apertura de ofertas.

a) Lugar: indicado en el apartado 1.

b) Fecha y hora: Primer martes siguiente a la fecha de vencimiento de la 
licitación. 

10. Gastos de publicidad: Por cuenta del adjudicatario.

Murcia, 28 de noviembre de 2012.—El Alcalde, P.D., la Jefe del Servicio 
de Contratación, Suministros y Responsabilidad Patrimonial, Cristina Martínez-
Iglesias Martínez.

NPE: A-071212-17644
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IV. Administración Local

Murcia

17645	 Notificación relativa a procedimientos sancionadores iniciados 
por infracción de la Ordenanza Municipal sobre Protección y 
Tenencia de Animales de Compañía.

Habiéndose intentado las notificaciones a los inculpados que a continuación 
se relacionan, sobre distintas fases de los procedimientos sancionadores iniciados 
a cada uno de ellos, por infracción de la Ordenanza Municipal sobre Protección 
y Tenencia de Animales de Compañía, y no habiéndose logrado practicar las 
mismas en su último domicilio conocido, se procede, en los términos fijados en 
el artículo 59.5 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común, a requerir la personación de los 
interesados que se detallan seguidamente, en las dependencias de la Sección de 
Administración de Sanidad de los Servicios Municipales de Salud, sita en Plaza 
Preciosa, 5, 30008- Murcia, teléfonos 968-247062 y 968-247112, en un plazo 
máximo de quince días contados a partir de la presente publicación, para hacerse 
cargo de la referida notificación.

Lo que se publica, a los efectos de lo dispuesto en el art. 59.5 de la Ley 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, advirtiendo al interesado/s que, transcurrido el plazo 
indicado sin cumplimentar el citado trámite, se continuará con la tramitación del 
correspondiente expediente sancionador.

- Vicente Barber Fernández 

DNI n.º 34.803.069-K

Asunto: Notificación de Decreto de resolución de procedimiento sancionador 
n.º 735/2012-V.

Sanción: 240,40 euros por infracciones tipificadas en el art. 60.1.a) y 60.1.f) 
de la Ordenanza Municipal.

- José Bernabé Martínez

DNI n.º 22.417.222-L

Asunto: Notificación de Decreto de resolución de procedimiento sancionador 
n.º 746/2012-V.

Sanción: 150,255 euros por infracción tipificada en el art. 60.1.c) de la 
Ordenanza Municipal.

- Shelly Elisabet Ramírez Pino

DNI n.º 48.518.696-N

Asunto: Notificación de Decreto de resolución de procedimiento sancionador 
n.º 747/2012-V.

Sanción: 60,10 euros por infracción tipificada en art. 60.1.f) de la Ordenanza 
Municipal.

- Noel Garrigós Mateo

DNI n.º 48.539.927-Z

NPE: A-071212-17645
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Asunto: Notificación de Decreto de resolución de procedimiento sancionador 
n.º 777/2012-V.

Sanción: 150,25 euros por infracción tipificada en el art. 60.1.f) de la 
Ordenanza Municipal.

- Sofía Cerezo Guzmán

DNI n.º 48.516.436-Y

Asunto: Notificación de Decreto de inicio de procedimiento sancionador 
n.º 1227/2012-V por infracciones tipificadas en el art. 60.1.a y 60.1.f) de la 
Ordenanza Municipal.

- José María Ochoa Martín

DNI n.º 48.531.674-H

Asunto: Notificación de Decreto de inicio de procedimiento sancionador n.º 
1453/2012-V por infracción tipificada en el art. 60.1.f) de la Ordenanza Municipal. 

- Víctor Pérez Marín

DNI n.º 48.522.672-D

Asunto: Notificación de Decreto de inicio de procedimiento sancionador 
n.º 1462/2012-V por infracciones tipificadas en el art. 60.1.f) de la Ordenanza 
Municipal.

- María Andreu Gálvez

DNI n.º 27.480.862-W

Asunto: Notificación de Decreto de inicio de procedimiento sancionador n.º 
1527/2012-V por infracción tipificada en el art. 60.1.f) de la Ordenanza Municipal.

- Juan Pedro García García

DNI n.º 74.248.298-C

Asunto: Notificación de Decreto de inicio de procedimiento sancionador n.º 
1541/2012-V por infracción tipificada en el art. 60.1.f) de la Ordenanza Municipal.

Murcia, 26 de noviembre de 2012.—El Alcalde, P.D., el Jefe de los Servicios 
Municipales de Salud.

NPE: A-071212-17645
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IV. Administración Local

Torre Pacheco

17646	 Aprobación inicial de modificación de la ordenanza fiscal sobre 
suministro de agua potable.

Aprobada inicialmente por el Ayuntamiento Pleno, en sesión ordinaria 
celebrada el día 29 de noviembre de 2012, la modificación de la siguiente 
Ordenanza Fiscal:

- Tasa por el suministro de agua potable.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 17.1 del R.D.L. 2/2004, de 5 
de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales, se expone al público y a los interesados para que durante el 
plazo de treinta días hábiles, pueda ser examinado el expediente y presentar las 
reclamaciones que se estimen oportunas.

En el supuesto de no presentarse reclamaciones, el acuerdo provisional 
se entenderá definitivamente aprobado, según lo dispuesto en el artículo 17, 
apartado 3, de la citada Ley.

Torre Pacheco, 30 de noviembre de 2012.—La Concejal Delegada del Área de 
Hacienda, Presupuestos y Promoción Económica, M.ª Dolores Valcárcel Jiménez.

NPE: A-071212-17646
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IV. Administración Local

Torre Pacheco

17647	 Aprobación inicial del expediente número 11/12 sobre 
modificación de créditos.

Aprobado inicialmente por el Pleno de la Corporación, en sesión ordinaria 
celebrada el 29 de noviembre de 2012, el expediente número 11/12 sobre 
modificación de créditos, por el que se transfieren créditos entre partidas de 
distinto grupo de programa, en el Presupuesto del ejercicio de 2012, se expone al 
público, durante el plazo de quince días hábiles, el expediente completo a efectos 
de que los interesados que se señalan en el apartado 1 del artículo 170 del texto 
refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, puedan examinarlo y presentar 
reclamaciones ante el Pleno de la Corporación, por los motivos que se indican en 
el apartado 2 del mismo artículo.

En el supuesto de que en el plazo de exposición pública no se presentaran 
reclamaciones, el expediente de referencia se entenderá definitivamente 
aprobado.

Torre Pacheco, a 30 de noviembre de 2012.—La Concejal Delegada del 
Área de Hacienda, Presupuestos y Promoción Económica, M.ª Dolores Valcárcel 
Jiménez.

NPE: A-071212-17647
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IV. Administración Local

Villanueva del Río Segura

17648	 Aprobación provisional de la modificación de ordenanzas fiscales 
para el año 2013.

El Pleno del Ayuntamiento de Villanueva del Río Segura, en sesión celebrada 
el día 29.11.12, entre otros asuntos, ha acordado la aprobación provisional de la 
Modificación de las siguientes Ordenanzas fiscales para el año 2013:

1.5.- Impuesto sobre el incremento del valor de los terrenos de naturaleza 
urbana.

2.4.- Tasa por la prestación del servicio de alcantarillado y la vigilancia 
especial de alcantarillas particulares.

Asimismo, junto con dicho acuerdo, se ha aprobado provisionalmente 
la modificación de las tarifas de los precios privados por la prestación de los 
servicios derivados del suministro de agua potable que en esta localidad, 
mediante concesión administrativa, lleva a cabo acciona Agua, SAU.

Por lo que, en cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 17 y siguientes 
del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, se someten 
estas modificaciones a información pública durante un plazo de treinta días para 
que los interesados formulen alegaciones. Transcurrido el plazo anterior, si éstas 
no se presentaren, la aprobación se entenderá definitiva.

Villanueva del Río Segura, a 30 de noviembre de 2012.—El Alcalde-
Presidente, José Luis López Ayala.

NPE: A-071212-17648
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V. Otras Disposiciones y Anuncios

Comunidad de Regantes Acequia del Campo de Cehegín

17649	 Convocatoria a Junta General Extraordinaria.

De conformidad con los artículos 10 y siguientes de los vigentes estatutos 
de la comunidad, se convoca a todos los señores comuneros a Junta General 
Extraordinaria, para el próximo día 11 de enero de 2013, viernes, a las 18:30 
horas en primera convocatoria y a las 19:00 horas en segunda, en los locales de 
Cajamurcia de Cehegín, c/ Gran Vía, al objeto de tratar y resolver el siguiente:

Orden del día

1- Lectura y/o aprobación del acta de la sesión anterior.

2- Presentación de la Memoria 2012. 

3- Presentación del estado general de cuentas de la comunidad, en el periodo 
del 1 de enero de 2012 a 31 de diciembre de 2012 y situación de tesorería hasta 
esa fecha. Informe de los censores de cuentas. Y aprobación si procede, de las 
cuentas anuales de la comunidad en el periodo del 1 de enero de 2012 a 31 de 
diciembre de 2012.

4- Elección de los cargos de la Junta de Gobierno de conformidad con el 
artículo 34 de los estatutos y proceso de elección de nueva junta de gobierno 
según artículo 24 y siguientes.

5- Elección de dos censores de cuentas de conformidad con el artículo 92 de 
los estatutos.

6- Informes varios del Sr. Abogado de la Comunidad.

7- Ruegos y preguntas.

Cehegín a 2 de diciembre de 2012.—El Presidente de la Comunidad, José 
Jiménez García.

NPE: A-071212-17649
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